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RESUMEN.
Al hablar de la administración pública es
necesario señalar sin duda un fenómeno que
está causando  un gran malestar a la sociedad
en general, como es la corrupción
administrativa. Observamos  que la
permanencia de la corrupción administrativa,
ha desquebrajado las estructuras políticas de
Estado, donde es la población en general la
que sufre la carencia de trasparencia  en el
adecuado manejo de los recursos, para poder
vivir dignamente. Sin duda alguna, la lucha
contra la corrupción administrativa es uno de
los principales desafíos que enfrenta Colombia
para el logro de una sociedad más justa, por lo
que es de imperiosa necesidad lograr que
nuestros dirigentes reconozcan la trasparencia
como un bien público en nuestro estado social
de derecho, para un mejor manejo de los
recursos, incrementando la credibilidad de la
opinión pública de sus gobernantes. Este
fenómeno no es nuevo en nuestros tiempos ya
que ha existido en paralelo con la creación del
Estado, por tal razón es necesario enmarcar
no solo el desenvolvimiento que tan
devastador fenómeno ha tenido sino la
importancia acerca de las herramientas
existentes para abordar y contrarrestar este
fenómeno. Entre ellas tenemos el CONTROL
FISCAL, herramienta de la  función pública, la
cual vigila la gestión fiscal de la administración
y de los particulares o entidades que manejen
fondos o bienes del Estado en todos sus
órdenes y niveles y trae consigo unos
elementos que sirven como complemento para
contrarrestar la corrupción administrativa. El
control ciudadano es uno de estos elementos
que al controlar las actuaciones de aquellos
funcionarios busca que se cumpla el
enunciado de nuestra carta magna donde
debe primar el interés general sobre el
particular. Por tal motivo es menester recordar
la importancia de las herramientas del control
fiscal que busca debilitar y acabar a tan
devastador fenómeno como es el de la
corrupción administrativa.
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ABSTRAC
Speaking of public administration is necessary
to point certainly a phenomenon that is
causing great discomfort to the general public,
such as administrative corruption. We note that
the permanence of administrative corruption,
has torn apart the political structures of the
state, which is the general population that
suffers the lack of transparency in the proper
management of resources, in order to live with
dignity. Without a doubt, the fight against
administrative corruption is one of the major
challenges facing Colombia to achieve a more
just society, so is absolutely necessary to
ensure that our leaders recognize the
transparency as a public good in our social
status of law, for better management of
resources, increasing the credibility of the
public of their rulers. This phenomenon is not
new in our time as it has existed in parallel with
the creation of the state, therefore it is
necessary to frame not only the development
that has had devastating phenomenon but the
importance about existing tools to address and
counter this . Among them are the FISCAL
CONTROL, public tool, which oversees the
fiscal management of the administration and of
the individuals or entities that manage funds or
assets of the State at all levels and orders and
brings elements that serve as a complement to
counter administrative corruption. Citizen
control is one of these elements to control the
actions of those officials seeking to fulfill the
statement of our Constitution which interest
should prevail on the matter. For this reason it
is necessary to remember the importance of
fiscal control tools to weaken and kill a
devastating phenomenon such as
administrative corruption
KEY WORDS.
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INTRODUCCION
Al leer el trabajo de investigación, titulado el control fiscal, “control ciudadano y
moral del funcionario público para lograr la transparencia administrativa”, se hace
necesario reflexionar en un fenómeno devastador que ataca las estructuras del
estado y que a su vez es el punto de partida para la existencia de esta
investigación, siendo la corrupción administrativa como aquel elemento
determinante para la pérdida de credibilidad en el estado. Sin embargo es de
aclarar que el control fiscal como herramienta que pretende atacar y acabar a tan
molesto fenómeno, como es la corrupción, no es un hecho de nuestros días, no
es algo de moda, sino que por el contrario ha existido desde hace ya tiempos,
pero es ahora cuando recobre sentido razón de los muchos cambios sociales en
los que nos vemos envueltos cada día.
Frente a esos cambios sociales es de mencionar el que le da un vuelco total tanto
al control fiscal como a la manera en que es apreciado el mundo del derecho,
como es la existencia de la Constitución Política de 1991, la cual trae consigo una
seria de prerrogativas tanto para los ciudadanos como para el mismo estado, uno
de las grandes innovaciones que trajo la carta política frente al control fiscal es la
existencia del control ciudadano visto esto como herramienta de doble sentido, por
un lado porque da paso a los ciudadanos a que participen en las actuaciones del
estado y por otro que sean estos los que velen también por sus intereses, claro
está son olvidar el papel fundamental del estado como garante de los mismos.
Otro cambio importante es el paso que se da del control previo al control posterior
el cual permite la existencia de mayores garantías en el manejo de los recursos
del estado, a su vez el manejo que le da la Contraloría General de la República
como ente máximo del control fiscal en Colombia frente a temas de la
competencia y de territorio de las contralorías departamentales y municipales en
Colombia.
Otro punto esencial a abordar en esta investigación y que sin duda es base
fundamental para las relaciones tanto a nivel estatal como a nivel personal es
sobre los valores éticos y morales, que para este caso solo se hará referencia a la
ética y moral en los funcionarios públicos, esto en razón que a falta de estas se da
la falta de confianza por parte de los ciudadanos frente al estado, sin embargo es
de mencionar que estos valore deben de entenderse como aquella carta de
navegación que deben de tener los funcionarios públicos cada día frente a su
actuar, que si bien es cierto que existen mecanismos como las veedurías para que
los ciudadanos estén pendientes de los manejos del estado, no está de más que
los funcionarios como representantes del estado hagan uso de estos con el fin de
acabar con la mano negra de la corrupción la cual está acabando cada día con las
estructuras del estado, que a pesar de las muchas normas emitidas cada día para
frenar las puertas que inocentemente encuentra, se haría más fácil el trabajo si se
tuviera conciencia de que los recursos del estado son de todos y para todos, por
eso con esta investigación se pretende dar a conocer tanto la organización del
estado y sus entes de control como las herramientas existentes que poseen los
ciudadanos cuando existan vacios morales por parte de los funcionarios públicos.
CONTROL FISCAL, CONTROL CIUDADANO Y MORAL DEL
FUNCIONARIO PÚBLICO PARA LOGRAR LA TRANSPARENCIA
ADMINISTRATIVA
CAPITULO I
7. EL CONTROL FISCAL EN COLOMBIA.
7.1.El control fiscal y la legislación colombiana.
Para poder entender los fines del control fiscal en un país de corte social y
democrático de derecho como Colombia se hace necesario conocer de
manera clara y precisa la normatividad existente frente al control de
recursos económicos en Colombia1, en este sentido, la legislación que
mayor relevancia denota con el tema en mención, es la siguiente:
Constitución Política de 1991; artículos 267 y siguientes2
• Ley 106 de 1993, por la cual se dictan normas sobre organización y
funcionamiento de la Contraloría General de la República, se
establece su estructura orgánica, se determina la organización y
funcionamiento de la auditoría externa, se organiza el Fondo de
Bienestar Social, se determina el sistema de personal, se desarrolla
la carrera administrativa especial y se dictan otras disposiciones.
1MIRA, Juan Carlos y otros. Trabajo de grado: “Control fiscal en Colombia” Pontificia Universidad
javeriana Facultad de derecho, Bogotá 2001 Págs. 3 y ss.
2También resulta importante mencionar el artículo 274, el cual hace alusión al establecimiento de la
Auditoría General de la República
• Ley 42 de 1993 Sobre la organización de control fiscal financiero y
los organismos que lo ejercen.
• Ley 136 de 1994 por la cual se dictan normas tendientes a
modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios.
• Ley 166 de 1994 Por la cual se deroga el artículo 202 de la Ley 136
de 1994 y el Decreto-ley 1678 de 1994 y se fijan las apropiaciones
presupuestales para las personerías y contralorías distritales y
municipales.
• Ley 142 de 1994 por la cual se establece el régimen de los servicios
públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones.
• Ley 330 de 1996 Por la cual se desarrolla parcialmente el artículo
308 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones
relativas a las Contralorías Departamentales.
• Ley 489 de 1998 Por la cual se dictan normas sobre la Organización
y funcionamiento de las entidades y organismos del orden nacional,
se expiden las disposiciones, principios y reglas generales para el
ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del
artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras
disposiciones
• Decreto 1142 de 1999 Por el cual se determina la organización y
funcionamiento de la Auditoría General de la República.
• Decreto 1144 de 1999 Por el cual se dictan normas sobre
organización y funcionamiento de la Contraloría General de la
República, se establece su estructura orgánica, se fijan las
funciones de sus dependencias y se dictan otras disposiciones.
• Decreto 1143 de 1999 Por el cual se fija el régimen salarial y
prestacional de los empleados de la Auditoría General de la
República y se dictan otras disposiciones.
• Decreto 267 de 2000 Por el cual se dictan normas sobre
organización y funcionamiento de la Contraloría General de la
República, se establece su estructura orgánica, se fijan las
funciones de sus dependencias y se dictan otras disposiciones.
A pesar de la normatividad citada es necesario hacer énfasis en algunos
de los componentes legales que regulan el ejercicio del control fiscal como
es la Auditoría General de la República la cual se encuentra citada en la
disposición del artículo 274 de la Constitución Política la cual refleja la
importancia acerca del alto grado de conexidad entre la Contraloría
General de la República y la Auditoría General de la República, como
entes máximos de control.
En este orden de ideas, dice el artículo 274 de nuestra Carta Política:
“La vigilancia de la gestión fiscal de la Contraloría General de la República,
se ejerce por un auditor elegido para períodos de dos años por el Consejo
de Estado, de terna enviada por la Corte Suprema de Justicia.
“La ley determinará la manera de ejercer dicha vigilancia a nivel
departamental, distrital y municipal.”
La Auditoría General de la República encuentra su fundamento legal en la
siguiente normatividad:
Decreto Ley 272 de 2000 (Estructura y funciones)
Decreto 1142 de 1999.
En cuanto al manejo de los procedimientos de responsabilidad fiscal, la
normatividad correspondiente resulta ser la siguiente:
• Ley 610 de 2000 (Procesos de responsabilidad fiscal)
• Resolución 5131 de 2000 (Proceso de responsabilidad fiscal, control
posterior, investigación preliminar).
• Resolución 83 de 2000 (Proceso de Responsabilidad Fiscal)
Así mismo, en cuanto al régimen de control fiscal de los municipios y
departamentos, éstos encuentran su fundamento en el Decreto 1133 de
1986, Decreto 1122 de 1986 y Ley 617 de 2000.
Se puede afirmar que es la Ley 42 de 1993 la que establece los
parámetros para el ejercicio del control fiscal, ya sea desde la óptica
financiera o la jurídica, y delimita la competencia desde el orden nacional,
departamental, distrital y municipal.
Dicha ley establece como sujetos del control fiscal a las personas jurídicas
o naturales de naturaleza privada que manejen fondos públicos; los
órganos integrantes de las ramas legislativa y judicial; los órganos
autónomos3; los organismos creados por la Constitución y la ley que
tengan regímenes especiales; las sociedades de economía mixta; las
empresas industriales y comerciales del estado y los demás órganos que
hacen parte de la estructura estatal nacional4.
3A título ilustrativo, entre otros, los órganos autónomos son los de control y los electorales.
A su vez resulta importante la mención de algunos de los principios
establecidos en la presente ley5. Por un lado, se establece que la misma
ley 42, y sus disposiciones reglamentarias priman sobre las proferidas, en
la misma materia, por autoridades distintas a la de la Contraloría General
de la República. Por otro lado, se ratifica que el sistema de control fiscal en
nuestro país se ejerce en forma posterior y selectiva por la Contraloría
General de la República, las contralorías departamentales y municipales,
los auditores y las revisorías fiscales.
En cuanto a la vigilancia de entidades en donde conjuntamente existe
participación estatal y del sector privado, se ejercerá de tal manera que los
resultados radiquen sobre los fondos públicos primordialmente. Dice el
artículo 21:
“Artículo 21. La vigilancia de la gestión fiscal en las sociedades de
economía mixta se hará teniendo en cuenta la participación que del tal
forma que permita determinar que el manejo de los recursos públicos se
realice de acuerdo con los principios establecidos en el artículo 8 de la
presente ley. Los resultados obtenidos tendrán efecto únicamente en lo
referente al aporte estatal.”
Así mismo el artículo 8 de la Ley 42 establece los parámetros para el
ejercicio del control fiscal, estableciendo los principios que lo regulan:
4El Decreto ley 267 de 2000, determina que entre los sujetos de vigilancia y control fiscal de la
Contraloría General de la República, también se encuentran las entidades u organismos que
integran la rama ejecutiva, tanto del sector central, como del sector descentralizado por servicios del
orden nacional.
5RESTREPO correa, león Jairo. Enfoque jurídico del control fiscal en Colombia. Editorial Leyer
2001 pág. 91
“Artículo 8.La vigilancia de la gestión fiscal del Estado se fundamenta en la
eficiencia, la economía, la eficacia, la equidad, y la valoración de los costos
ambientales, de tal manera que permita determinar en la administración, en
un período determinado, que la asignación de recursos sea la más
conveniente para maximizar sus resultados; que en igualdad de
condiciones de calidad los bienes y servicios se obtengan al menor costo;
que sus resultados se logren de manera oportuna y guarden relación con
sus objetivos y metas6.”
Siguiendo con el análisis legal concerniente al régimen del control fiscal en
Colombia, se encuentra la Ley 106 de 1993, la cual regula la organización,
estructura orgánica y establece las funciones de la Contraloría General de
la República. Dicha ley, la cual fue modificada en el año 2000 por los
decretos leyes 267 – 273, ratifica la autonomía de la entidad en cuanto al
manejo de su presupuesto.
Resulta indispensable mencionar la metodología aplicada para lograr
establecer efectivamente en que radica la autonomía presupuestal de la
Contraloría General de la República. Para tal efecto, la ley faculta a la
Contraloría (en virtud de la ley 106 de 1993 y el Decreto Ley 267 de 2000)
el cobro de una tarifa de control fiscal a las entidades sujetas a control. La
estimación de dicha tarifa se hace teniendo en cuenta el presupuesto de la
entidad vigilada. La tarifa de control fiscal se fija independientemente para
cada entidad y se tiene en cuenta los siguientes elementos para su fijación
• presupuesto de la entidad vigilada
• sumatoria de los valores de los presupuestos de los organismos y
entidades vigiladas
6LAMPREA rodríguez Pedro. Manual de derecho contencioso administrativo control fiscal
jurisdicción coactiva. primera edición 2003, Legis editores SA Bogotá Pág. 641
• presupuesto total de la contraloría general de la república.
De la aplicación de los elementos mencionados, la sumatoria del
presupuesto de la Contraloría y el valor total de los presupuestos de las
entidades vigiladas se divide por el valor de los presupuestos de las
entidades cuyo resultado se constituye como un factor el cual se aplica
individualmente a cada entidad para obtener la tarifa.
A nivel departamental, la Ley 330 de 1996 establece un límite a los
recursos que obtienen las contralorías de este orden, determinando un
parámetro para los gastos de funcionamiento de dichas entidades,
teniendo como fundamento, el presupuesto inicial de cada departamento.
Esto implica una categorización de los presupuestos que corresponden a
las contralorías de acuerdo a las finanzas de cada departamento.
Siendo que la finalidad de este mecanismo, para el establecimiento de la
tarifa no debe utilizarse como instrumento de enriquecimiento, ordena la
ley que el total recaudado, luego de aplicar la operación para cada entidad,
no puede superar el valor total de los gastos de funcionamiento de e
inversión “que garanticen el óptimo ejercicio de la misión encomendada a
la Contraloría General de la República”.
Como puede concluirse, los textos legales anteriormente mencionados
tienen una orientación marcada hacía la evaluación de la gestión de
quienes manejan recursos públicos. Es decir, en entidades de capital
compartido7, ya que se busca que el control se ejerza sobre la gestión,
bajo la limitante de referirse exclusivamente a los fondos de naturaleza
pública o estatal. Esta tendencia la es ratificada por el artículo 22:
7Con capital compartido se hace referencia a un capital social compuesto tanto por fondos de
naturaleza pública como por fondos de naturaleza privada.
Articulo 22: “La vigilancia fiscal de las entidades de que trata el Decreto
130 de 1976 (es decir la Ley 489 de 1998) diferentes a las de economía
mixta, se hará teniendo en cuenta si se trata de aporte o participación del
estado. En el primer caso, se limitará a la vigilancia hasta la entrega del
aporte, en lo segundo se aplicará lo previsto en el artículo anterior.”
7.2.Principios del control fiscal en Colombia.
En un Estado Social y de Derecho como Colombia se hace necesario
delimitar las actuaciones del estado frente al manejo de recursos, pero
frente a vacios normativos deben tenerse en cuenta los principios como
herramienta vital de interpretación y vigilancia estos dineros a través del
control fiscal, es por eso que la constitución política en su artículo 119
define como pilar de la vigilancia8 de la contraloría, la gestión fiscal.
Este concepto, tiene su propia caracterización frente a otras funciones
estatales básicas. Está dotado por el constituyente de sus propios
principios orientadores, que se configuran en las pautas esenciales de la
vigilancia fiscal. Según lo dispuesto en dos artículos de la carta política,
inciso 3º articulo 267 y numeral 2º artículo 268, la misión constitucional
básica del control fiscal radica en verificar que los gestores fiscales9
actúen preservando los principios de eficiencia, eficacia, economía,
equidad y valoración de los costos ambientales.
8 Existe una interesante precisión académica en las expresiones “vigilancia del control fiscal” y
“control Fiscal”. La primera es atendida como la función genérica que se le asigna por el artículo
119 de la carta a la contraloría. El control fiscal son las atribuciones concretas que se confieren a
las contralorías. El precursor de estas distinciones es Álvaro Barragán, ex director jurídico de la
Contraloría de Bogotá, quien actualmente se desempeña como Coordinador de la oficina jurídica
de la Contraloría General de la República
9 Funcionarios públicos y particulares que manejen o dispongan de bienes o fondos públicos.
La corte constitucional y el consejo de estado colombianos en el momento
de analizar la leyes y actuaciones en materia de vigilancia y control fiscal,
reiteran la observancia de tales principios en la gestión fiscal, sobre los
cuales señalan que el control fiscal se ejercerá en forma posterior y
selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y principios que
establezcan las leyes respectivas.
Así pues, su finalidad apunta a la protección del patrimonio del fisco y a
ofrecer claridad y trasparencia para la correcta utilización de los recursos
públicos, tanto por los administradores públicos, como por los particulares,
que manejan fondos o bienes del estado. Preservar tales postulados tiende
a evitar que el control incida negativamente en la administración10.
Más allá de las definiciones legales y técnicas de los principios enunciados,
se destaca que su importancia radica en que con una visión moderna del
control fiscal se determinan los patrones a seguir en la conducta de las
personas que realizan gestión fiscal. Las actuaciones que se alejan de los
derroteros ocasionan reproches que van desde un hallazgo de carácter
administrativo, a uno de naturaleza fiscal, punto de partida de una
responsabilidad personal de carácter patrimonial, y los hallazgos de
naturaleza penal y disciplinaria, con consecuencias en estos últimos
ámbitos de responsabilidad.
10 Corte Constitucional. Sentencia C- 167 del 20 de abril de 1995 M.P Fabio Morón Díaz.
Sentencia relacionada con la sunción fiscalizadora de la CONTRALORIA GENERAL DE LA
REPUBLICA, La función fiscalizadora ejercida por la Contraloría General de la República propende
por un objetivo, el control de gestión, para verificar el manejo adecuado de los recursos públicos
sean ellos administrados por organismos públicos o privados, en efecto, la especialización
fiscalizadora que demarca la Constitución Política es una función pública que abarca incluso a
todos los particulares que manejan fondos o bienes de la Nación.
En relación a lo anterior y en desarrollo a lo establecido en el artículo 8 de
la ley 42 de 1993 se puede afirmar que como principios del control fiscal
tenemos:
PRINCIPIO DE EFICEINCIA.
La ley 42 de 1993, en su artículo 8, lo define como aquel que debe
propender para que, en un periodo determinado, la asignación de recursos
sea la más conveniente para maximizar sus resultados. Académicamente
el alcance que se le da a este principio este referido a la capacidad de
lograr un efecto determinado11, bajo un nivel óptimo de utilización de
recursos. Se refleja en la fijación de políticas orientadas con certeza al
cumplimiento de los objetivos de la entidad y en la obtención de los
máximos resultados a los menores costos de ejecución de la función
administrativa del estado.
PRINCIPIO DE EFICACIA
A su vez el artículo 8 de la ley 42 de 1993 dispone sobre el principio de
eficiencia que es la obtención de resultados de manera oportuna y
guardando relación con los objetivos de resultados de manera oportuna y
guardando relación con los objetivos y metas. En este ámbito se evalúa
la efectividad de la gestión, lo cual dispone que siempre existirá un
referente , una ley el plan de desarrollo, un proyecto o un contrato, que
permita fijar el parámetro de lo que es deseable que se lleve a cabo. En
tal sentido es ineficaz una obra inconclusa,  o un proyecto vial que
demanda una reparación al poco tiempo de su construcción.
En el nuevo control fiscal se destaca acerca de este principio:
11 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Diccionario de la lengua Española 21ª ed. T.I Madrid, Edit.
Espasa Calpe, 1992
…es la capacidad para obrar y hacer efectivo un propósito. Se refiere al
grado de consecución de los resultados, en relación con las metas y los
objetivos de la entidad. Aunque esté presente en todas las actividades y
las tareas, se mide al finalizar cada una de ellas, en particular al concluir un
proceso, un proyecto o un programa.
PRINCIPIO DE ECONOMIA
También el artículo 8 de la ley 42 de 1993 prescribe que es la obtención de
calidad de bienes y servicios, al menor costo en igualdad de condiciones. A
través de este principio, la contraloría puede pronunciarse en términos
cualitativos sobre el uso del gasto público, y para ello se apoya en
herramientas técnicas que comprenden componentes macroeconómicos o
micro-económicos de un determinado sujeto, sector, programa, proyecto e
incluso un contrato. Este principio comporta un elemento objetivo, ya que
se trata más de una operación matemática y un estudio de precios que de
una valoración o juicio de valor.
Claro está que la constitución de 1991 y su desarrollo se introdujo un
nuevo concepto a este principio, ya que anteriormente se trataba de una
verificación numérica. Hoy en día este importante principio va más allá,
pues con él se busca establecer si la asignación del recurso fue la más
conveniente a nivel de costos, de manera tal que permita aumentar los
resultados. Este es el principal postulado de la responsabilidad fiscal por
sobre costos en las compras estatales y cuando se incurre en gastos
suntuarios innecesarios o superfluos. De esta forma es un principio
vinculado con la administración recta, austera y prudente de los bienes o
recursos públicos.
PRINCIPIO DE EQUIDAD.
La ley 42 de 1993 en el ya mencionado artículo 8 estipula que a través de
este principio se identifican los receptores de la acción económica y se
analiza la distribución de costos y beneficios entre otros sectores
económicos y sociales, así como entre entidades territoriales. Este
principio lo denominamos de tercera generación, su implementación pasa
por el delicado tamiz de definir que es justo en una sociedad: a todos sus
miembros por igual o a todos según sus necesidades y capacidades. En
una visión de estado social de derecho, el termino justicia significa
distribuir ante todo según las necesidades.
De acuerdo con el nuevo control fiscal: el principio de equidad es un
proceso donde intervienen variables y se obtienen productos. Es necesario
reconocer que las variables representan unos gastos y que los productos
representan unos ingresos. Lo anterior pudiera representarse como unos
gastos y una rentabilidad, que para el caso del estado bien pudiera ser de
carácter político, económico o social según el objetivo buscado.
La equidad está dada por la participación en el aporte a los costos y en la
participación del beneficio. El aporte a los gastos es independiente de la
participación del beneficio y no es posible esperar en un estado social de
derecho que quien más aporte sea quien más se beneficie.
PRINCIPIO DE VALORACION DE LOS COSTOS AMBIENTALES.
La valoración de los costos ambientales definida como un principio, no
debe ser tomado como tal, involucra más bien un sistema de vigilancia
fiscal. Hubiera sido más preciso que el texto constitucional que se refiere a
este principio, articulo 267, lo enunciara como “la preservación del medio
ambiente”. En el ámbito legislativo, la ley 42 de 1993 en el artículo 8
determina que se debe cuantificar el impacto por el uso o deterioro de los
recursos naturales y el medio ambiente y se debe evaluar la gestión de
protección, conservación, uso y explotación de los mismos.
De esta forma el principio de valoración de costos ambientales facilita la
cuantificación del impacto que causan los distintos agentes económicos
por el uso y deterioro de los recursos naturales y el medio ambiente,
además sirve para evaluar la gestión de protección, conservación, uso y
explotación de los mismos12.
La valoración de costos ambientales hace referencia a la responsabilidad
de los servidores públicos de ejercer la gestión administrativa con
observancia en términos generales de la protección y preservación del
medio ambiente.
7.3.Organización del sistema de control fiscal en Colombia.
Uno de los objetivos del hombre a lo largo de su existencia ha sido siempre
alcanzar el control, primero sobre su persona, su familia, su tribu, y
finalmente sobre la forma más avanzada de sociedad, el Estado, todo
conduce al control del poder para controlar a sus semejantes, es allí donde
entra precisamente el tema de control sobre los recurso de la
Administración Pública. El ejercicio del poder y del control es connatural al
hombre. El control debe entenderse como el dominio o capacidad de
mantener la estabilidad del sistema, para tal efecto se recurre a la
inspección, comprobación, verificación y examen, esto es, mantener el
funcionamiento de la actividad dentro de los lineamientos preestablecidos.
12 CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. “El nuevo control fiscal en Colombia”, 1994 pp.
17 y 18.
La función fiscalizadora es, al mismo tiempo, una función de control como
lo expresa Silva-Cimma. “Bien podríamos expresar que no hay democracia
sin control, ni control sin democracia. En efecto, así como para que el
control se perfeccione y desarrolle en su más amplio sentido, es menester
la existencia de un sistema que implique garantías de respeto e
independencia por su gestión, así también para que la acción de las
esferas políticas y administrativas de un Estado importe garantía de que
ese actuar no caerá en los límites de la arbitrariedad, es necesario un
control jurídico fuerte, eficaz, objetivo e independiente”13.
En cuanto se refiere a la gestión fiscal, la función fiscalizadora es de
interés primordial del Estado, en cuanto tiene que ver con el correcto
manejo de las finanzas públicas y el patrimonio colectivo, que son objeto
de su atención. “Los caudales o recursos que tienen las actividades
gubernamentales provienen del pueblo y a él deben revertir en forma de
servicios. Los organismos superiores de control a entidades de derecho
público, reciben diversos nombres, contralorías o tribunales de cuentas,
pero una es su función, a saber, asegurar  la recta utilización de los
recursos fiscales. Estas son las pautas que debe seguir una entidad
fiscalizadora, si desea cumplir correctamente su misión”.
“Función esencial en la dinámica administrativa de la hacienda pública es
el control que asegure el cumplimiento de las normas de jerarquía
constitucional y de las leyes en ella enmarcadas, y a la vez la aplicación de
principios técnicos y científicos que hacen a la economicidad y a la
eficiencia”14, sostiene Rubén Cardón.
13SILVA CIMMA Enrique. El control político, filosofía – principios. Ediciones de la Contraloría
General de la República de Venezuela, 1976, pág. 27.
14 CARDÓN Rubén. Necesidad de ampliar los límites del control de los gastos públicos más allá del
control de la legalidad, Latinoamérica - Control, segundo trimestre, Quito, Ecuador, 1978, pág. 53.
De acuerdo a lo anterior se afirma que la Constitución Política de 1991 en
su artículo 117 considera que los organismos de control para ejercer el
control fiscal y a su vez poder brindar protección y mejor direccionamiento
de los dineros de que los ciudadanos hacen atreves de su impuestos y
demás dineros corresponden al Ministerio Público, cuyo nombre más
familiar es Procuraduría General de la Nación y la Contraloría General de
la República. La Fiscalía General de la Nación, aunque
constitucionalmente no está determinada como un organismo de control ya
que pertenece al poder judicial, ha desarrollado acciones desde su área de
influencia en contra de la corrupción, que hacen necesaria su inclusión en
esta guía. Lo propio ocurre con la Auditoría General de la República.
CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA
La constitución nacional define la contraloría como una entidad técnica con
autonomía administrativa y presupuestal y sin funciones administrativas
distintas de las inherentes a su propia organización.
La Contraloría General de la República es el máximo órgano de control
fiscal del Estado, como tal, tiene la función de procurar que se le dé buen
uso de los recursos y bienes públicos, y contribuir a la modernización del
Estado, mediante acciones de mejoramiento continuo en las distintas
entidades públicas. En la carta política, el control a la gestión fiscal paso de
ser previo y perceptivo a posterior y selectivo.
“El departamento de Contraloría sustituyo en Colombia a la arcaica corte
de cuentas que mas que funciones de control fiscal tenía otras de carácter
jurídico, por su estructura, la corte de cuentas no llevaba libros de
contabilidad, ni producía balances que mostraran en determinado año, el
déficit o superávit fiscal de la nación”.15
15 CRUZ SANTOS, Abel. Finanzas Públicas. ED. Lerner Bogotá 1998
La autonomía administrativa que le reconoce la constitución a la contraloría
consiste en la capacidad de gestión y auto-organización que tiene la
entidad para manejar sus propios asuntos, aquellos relacionados con el
cumplimiento de sus funciones y hacerlo de forma independiente de
cualquier otro ente, rigiéndose esta por las directrices de la administración
que ella misma señale. El artículo 56 de la ley 42 de 1993 nos dice que en
ejercicio de la autonomía administrativa corresponde a la Contraloría
General' de la República definir todos los aspectos relacionados con el
cumplimiento de sus funciones, en armonía con los principios consagrados
en la constitución y en esta ley.
La autonomía presupuestal consiste en que la Contraloría General de la
República elaborara cada año un proyecto con su presupuesto de gastos o
de apropiaciones para ser presentado a la Dirección Nacional de
Presupuesto que se someterá a la consideración del Congreso de la
República.
El articulo 4 de la ley 106 de 1993 dispone que la Contraloría General de la
República tendrá autonomía para el manejo, administración y fijación de su
presupuesto, en concordancia con la ley orgánica de presupuesto.
Antes de la constitución de 1991 la contraloría además del control fiscal
llevaba la contabilidad general de la nación, con la nueva constitución se
creó la figura del Contador General (Art. 267-C.N)
FUNCIONES DE LA CONTRALORIA
• Ejercer la vigilancia de la gestión fiscal del Estado a través, entre
otros, de un control financiero, de gestión, y de resultados, fundados
en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de costos
ambientales.
• Ejercer la vigilancia de la gestión fiscal conforme a los sistemas de
control, procedimientos y principios que establezcan la ley y el
Contralor General mediante resolución.
• Ejercer el control posterior sobre las cuentas de cualquier entidad
territorial en los casos previstos por la ley.
• Ejercer funciones administrativas y financieras propias de la entidad
para el cabal cumplimiento y desarrollo de las actividades de la
gestión del control fiscal.
• Desarrollar actividades educativas formales y no formales en las
materias de las cuales conoce la Contraloría General, que permiten
la profesionalización individual y la capacitación integral y especifica
de su talento humano, de los órganos de control fiscal territorial y de
los entes ajenos a la entidad, siempre que ello esté orientado a
lograr la mejor comprensión de la misión y objetivos de la
Contraloría General de la República y a facilitar su tarea.
• Ejercer de forma prevaleciente y en coordinación con las
Contralorías Territoriales, la vigilancia sobre la gestión fiscal y los
resultados de la administración y manejo de los recursos nacionales
que se transfieran a cualquier titulo a las entidades territoriales de
conformidad con las disposiciones legales.
• Advertir sobre las operaciones o procesos en ejecución para prever
graves riesgos que comprometan el patrimonio público y ejercer el
control posterior sobre los hechos así identificados.
• Prestar su concurso y su apoyo al ejercicio de las funciones
constitucionales que debe ejercer el Contralor General de la
República en los términos dispuestos en este decreto.
• Conceptuar sobre la calidad y eficiencia del control interno en los
términos previstos en la Constitución Política y la ley.
ORGANIZACIÓN DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA
La Contraloría General de la República tendrá la siguiente organización:
NIVEL CENTRAL
1.1.Nivel Superior de Dirección
1.2.Contralor de la República
1.3.Despacho del Contralor General
1.4.Secretaria privada
1.5.Oficina jurídica
1.6.Oficina de Control Interno
1.7.Oficina de Control Disciplinario
1.8.Oficina de Comunicaciones y Publicaciones
2. Despacho del Vice contralor
2.1.Oficina de planeación.
2.2.Oficina de capacitación, producción de tecnología, y cooperación técnica
internacional
2.3.Oficina de sistemas e Informática
3. Contraloría delegada para el Sector Agropecuario
3.1.Dirección de Vigilancia Fiscal
3.2.Dirección de Estudios Sectoriales
4. Contraloría delegada para el Sector de Minas y Energía
4.1.Dirección de Vigilancia Fiscal
4.2.Dirección de Estudios Sectoriales
4.3.Contraloría delegada para el Sector Social
4.4.Dirección de Vigilancia Fiscal
4.5.Dirección de Estudios Sectoriales
5. Contraloría delegada para el sector social
5.1.Dirección de estudios sectoriales
6. Contraloría delegada para el Sector de Infraestructura Física
Telecomunicaciones, Comercio Exterior y Desarrollo Regional
6.1.Dirección de Vigilancia Fiscal
6.2.Dirección de Estudios Sectoriales
7. Contraloría delegada para la Gestión Pública y Instituciones Financiera
7.1.Dirección de vigilancia Fiscal
7.2.Dirección de Estudios Sectoriales
8. Contraloría delegada para el Sector de Defensa, Justicia y Seguridad
8.1.Dirección de Vigilancia Fiscal
8.2.Dirección de Estudios sectoriales
9. Contraloría delegada para la Participación Ciudadana
9.1.Dirección de Atención Ciudadana
9.2.Dirección de Promoción y Desarrollo del Control Ciudadano
10.Contraloría delegada para el Medio Ambiente
10.1. Dirección de Vigilancia Fiscal
10.2. Dirección de Estudios Sectoriales
11.Contraloría delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción
Coactiva
11.1. Dirección de Investigaciones Fiscales 1 1.2 Dirección de Juicios
Fiscales
11.2. Dirección de Jurisdicción Coactiva
12.Contraloría delegada para Economía y Finanzas Publicas
12.1. Dirección de Estudios Macroeconómicos
12.2. Dirección de Cuentas y Estadísticas Fiscales
13.Fondo Cuenta de Publicaciones
14.Comité de Evaluación Sectorial
15.Grupos de Exámenes Especiales Gerencias Nacionales
16.Gerencia de Gestión Administrativa y Financiera
16.1. Dirección de Recursos Físicos.
16.2. Dirección Financiera
16.3. Dirección de Imprenta, Archivo y Correspondencia
17.Gerencia de Talento Humano
17.1. Dirección de Gestión de Talento Humano
17.2. Dirección de Carrera Administrativa
NIVEL DESCONCENTRADO
18.Gerencia Departamental
19.Grupos Delegados de Vigilancia Fiscal
20.Grupos de Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva
ORGANOS DE ASESORIA Y COORDINACION
21.Junta de Licitaciones o Adquisiciones
22.Comisión de Personal
23.Comité Directivo
24.Comité de control Interno
25.Consejo Superior de Carrera Administrativa
26.Fondo de Bienestar Social de la Contraloría Creado por la ley 106 de 1993
ELECCION DEL CONTRALOR
El Contralor será elegido por el congreso en pleno en el primer mes de sus
sesiones ordinarias para un periodo igual al del Presidente de la República,
de terna integrada por candidatos presentados a razón de uno por la Corte
Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, y no
podrá ser reelegido para el periodo inmediato ni continuar en ejercicio de
sus funciones al vencimiento del mismo.
Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser
colombiano de nacimiento y en ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35
años de edad ; tener título universitario; o haber sido profesor universitario
durante un tiempo no menor a 5 años y acreditar las calidades adicionales
que exija la ley.
ATRIBUCIONES DEL CONTRALOR
El artículo 268 de la Constitución Nacional establece las siguientes
atribuciones al contralor General de la República:
• Prescribir los métodos y la forma de rendir cuentas los responsables
del manejo de fondos o bienes de la Nación e indicar los criterios de
evaluación financiera, operativa y de resultados que deberán
seguirse.
• Revisar y fenecer las cuentas que deben llevar los responsables del
erario y determinar el grado de eficiencia, eficacia y economía con
que hayan obrado.
• Llevar un registro de la deuda pública de la Nación y de las
entidades territoriales.
• Exigir informes sobre su gestión fiscal a los empleados oficiales de
cualquier orden y a toda persona o entidad pública o privada que
administre fondos o bienes de la Nación.
• Establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal,
imponer las sanciones pecuniarias que sean del caso, recaudar su
monto y ejercer la jurisdicción coactiva sobre los alcances deducidos
de la misma.
• Conceptuar sobre la calidad y eficiencia del control fiscal interno de
las entidades y organismos del Estado.
• Presentar al congreso de la república un informe anual sobre el
estado de los recursos naturales y del ambiente.
• Promover ante las autoridades competentes, aportando las pruebas
respectivas, investigaciones penales o disciplinarias contra quienes
hayan causado perjuicio a los intereses patrimoniales del Estado. La
Contraloría, bajo su responsabilidad, podrá exigir, verdad sabida y
buena fe guardada, la suspensión inmediata de funcionarios
mientras culminan las investigaciones o los respectivos procesos
penales o disciplinarios.
• Presentar proyectos de ley relativos al régimen del control fiscal y a
la organización y funcionamiento de la Contraloría.
• Proveer mediante concurso público los empleos de su dependencia
que haya creado la ley. Esta determinara un régimen especial de
carrera administrativa para la selección, promoción y retiro de los
funcionarios de la Contraloría. Se prohíbe a quienes formen parte de
corporaciones que intervienen en la postulación y elección del
Contralor, dar recomendaciones personales y políticas para empleos
en su despacho.
• Presentar informes al congreso y al Presidente de la  República
sobre el cumplimiento de sus funciones y certificación sobre la
situación de las finanzas del Estado, de acuerdo con la ley.
• Dictar normas generales para armonizar los sistemas de control
fiscal de todas las entidades públicas del orden nacional y territorial.
• Las demás que señale la ley.
• Presentar a la Cámara de Representantes la Cuenta General de
Presupuesto y del Tesoro y certificar el balance de la Hacienda
presentado al Congreso por el Contador General.
LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN
La institución constitucional del Ministerio Público tuvo su origen en la
Carta Fundamental de la República de Colombia, Venezuela y Ecuador el
29 de abril de 1830. Fue organizada, en desarrollo de dicha Constitución,
mediante la Ley del 11 de mayo de 1830. El Ministerio Público era ejercido
en un comienzo por el Procurador General de la Nación, como agente del
poder ejecutivo, con atribuciones para defender a la Nación ante los
tribunales y juzgados, velar por la observancia de las leyes y promover
ante cualquier autoridad civil, militar y eclesiástica los intereses nacionales
y el orden público -artículo 100 de la Constitución de 1830-.
En la primera Ley Orgánica se definió el Ministerio Público como un cuerpo
de funcionarios encargado de promover la ejecución y cumplimiento de las
leyes, disposiciones del Gobierno y sentencias de los tribunales; también
supervigilaba la conducta oficial de los funcionarios públicos y perseguía
los delitos. Integraban el Ministerio Público, el Procurador General, los
procuradores generales de los departamentos, los procuradores de
provincia, los síndicos personeros y los agentes de policía.
La Procuraduría General de la Nación es el máximo organismo del
Ministerio Público. Tiene autonomía administrativa, financiera y
presupuestal en los términos definidos por el Estatuto Orgánico del
Presupuesto Nacional y ejerce sus funciones bajo la suprema dirección del
Procurador General de la Nación. La Procuraduría General de la Nación es
un organismo que encarna al Ministerio Público, es decir, representa a la
sociedad colombiana, supervigila la conducta de los servidores públicos, y
defiende el orden jurídico y los derechos fundamentales.
La Constitución establece que el Procurador General de la Nación, por sí o
por medio de sus delegados y agentes, tendrá entre otras las siguientes
funciones:
• Vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones
judiciales y los actos administrativos.
• Proteger los derechos humanos y asegurar su afectividad, con el
auxilio del Defensor del Pueblo.
• Defender los intereses de la sociedad.
• Defender los intereses colectivos, en especial el ambiente.
• Velar por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones
administrativas.
• Ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes
desempeñan funciones públicas, inclusive las de elección popular;
ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar las
investigaciones correspondientes, e imponer las respectivas
sanciones conforme a la ley.
• Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o
administrativas, cuando sea necesario, en defensa del orden
jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías
fundamentales.
DEFENSORÍA DEL PUEBLO
En el derecho comparado, la Defensoría del Pueblo se conoce bajo
distintas denominaciones: Ombudsman, Comisionado Parlamentario,
Mediateur, etc. La institución se origina en Suecia en el siglo XVIII con el
objeto de vigilar al Consejo Real y adquiere jerarquía constitucional en
1809.
El término Ombudsman es, entonces, una antigua institución sueca que ha
sido usado por siglos para describir también a un funcionario que
representa o protege los intereses de otra institución. Adquiere un
significado más específico en 1809 cuando el gobierno sueco ordena a un
empleado oficial investigar las denuncias públicas contra la Administración
Pública. La institución, posteriormente, se extendió a multitud de Estados
como una entidad oficial que atendía los reclamos y las quejas del público
contra el actuar de la Administración Pública y de sus funcionarios
públicos, y en defensa del pueblo y de los derechos humanos.
La consolidación de la institución del Ombudsman abre, entonces, un
nuevo capítulo en las relaciones entre los gobernantes y los gobernados,
entre el Estado y sus ciudadanos, entre los empleados públicos y la gente.
La Defensoría del Pueblo es un organismo que forma parte del Ministerio
Público, ejerce sus funciones bajo la suprema dirección del Procurador
General de la Nación y le corresponde esencialmente velar por la
promoción, el ejercicio y la divulgación de los derechos humanos. Son tres
las áreas prioritarias de acción de la institución:
En primer lugar, educar a los colombianos en la autonomía, la igualdad, el
pluralismo y el respeto al otro. Esta función educativa, la Defensoría la
cumple de manera formal, con la producción de material educativo, libros,
cartillas, audiovisuales; y, de manera informal, con los pronunciamientos
permanentes sobre los hechos cotidianos, que ayudan y permiten al
ciudadano común y corriente, entender y reflexionar sobre la vigencia de
los derechos fundamentales como una responsabilidad tanto de los
funcionarios públicos, como de los mismos particulares.
En segundo lugar, adelantar una amplia campaña de promoción de los
derechos, que en estricto sentido no es similar a la función educativa. La
promoción de los derechos permite hacer distinción entre los derechos de
autonomía, en un primer caso, y los derechos económicos y sociales, que
en el caso colombiano, tienen hasta ahora más un valor prescriptivo y
programático que de aplicación real. Esto ocurre porque el Estado no tiene
los medios suficientes para hacer efectivos la totalidad de los derechos.
La tercera función específica de la defensoría en la actual situación
colombiana, es la defensa del ciudadano. A través de la Defensoría del
Pueblo, el ciudadano se potencia, el ciudadano se fortalece. La mayoría de
las constituciones en las que se ha consagrado la figura o la institución de
la Defensoría del Pueblo, se ha partido de la concepción que asume que si
un ciudadano es la categoría más importante de una democracia, que si en
él radica el origen político del poder democrático de las instituciones, que si
el ciudadano es no solamente el origen sino el beneficiario directo de la
función pública, él debe ser el receptor final de la actuación de los distintos
órganos en los que se manifiesta el poder público.
Corresponde también a la Defensoría en las actuales circunstancias,
adelantar una ardua tarea de formación de la opinión pública en los
derechos humanos y sobre la situación de los mismos en el país. La
opinión pública es esencial en cualquier democracia. La Defensoría del
Pueblo tiene la tarea permanente de orientar y formar esa opinión pública,
a través de actos, de informes, de posiciones defensoriales, que permiten,
con base en los acontecimientos del devenir nacional, interpretar los
hechos desde la visión de los derechos humanos. Eso contribuye a la
formación de los ciudadanos, potencia a la opinión pública, la habilita para
tomar mayor participación en la defensa de los derechos humanos y en la
vida democrática del país.
VEEDURÍA
La veeduría es un mecanismo de participación ciudadana concebido para
que las personas desarrollen la tarea del control a la gestión pública y al
uso adecuado de los recursos públicos. Esta forma de participación
requiere entonces un ejercicio de regulación distinto, porque a diferencia
de la toma de decisiones que necesita de normas claras que establezcan
los procedimientos para elegir y decidir, las veedurías ciudadanas debido a
su labor de control de la gestión estatal sobre asuntos específicos y
particulares requieren de independencia y autonomía frente al Estado. Por
lo tanto, a éste le queda la responsabilidad de ayudar en la organización y
capacitación de los (as) ciudadanos (as) que deseen hacer veeduría, pero
no puede incidir de forma determinante en los asuntos sobre los que éstos
pueden hacer control y en las maneras en que pueden ejercerlo.
Es claro que las veedurías son expresión genuina de principios como la
soberanía popular y la participación, pero también es evidente que
tenemos mucho camino por construir para lograr una consolidación de
estos principios constitucionales, de cómo la participación va fortaleciendo
sus propias herramientas para hacerse efectiva en el país. Es hora de
reflexionar sobre el error que implica ejercer la participación ciudadana
siguiendo el camino de la representación: Como se ya se enunció no se
tratan de principios contrarios, pero si autónomos entre sí, los cuales le
aportan desde sus contenidos, diferentes valores para la consolidación del
Estado Social y Democrático de Derecho.
CAPITIULO II
8. CONTROL FISCAL, CONTROL CIUDADANO EN EL DERECHO
COMPARADOP
8.1.Caso España.
El Tribunal de Cuentas de España es un órgano que aparece configurado
en sus líneas esenciales en el artículo 136 de la actual Constitución de
1978, siguiendo una tradición prácticamente ininterrumpida del
constitucionalismo. Esta mención en la Norma fundamental es muy
importante porque impide la alteración de sus funciones o incluso un
eventual intento de supresión de la misma, solo es posible mediante la
reforma constitucional.
Del artículo 136 puede destacarse que se defina al Tribunal de Cuentas
(del Reino, como se le llamaba antes) como «supremo» órgano fiscalizador
de las cuentas y de la gestión económica del Estado, así como del sector
público. Esta condición de supremo hay que relacionarla con la
constitución de 17 Comunidades Autónomas en España que cuentan con
su correspondiente Tribunal de Cuentas, hasta el momento 12, que tienen
diferentes denominaciones (Consejo, Cámara, Sindicatura, Audiencia de
Cuentas) y que son conocidos con el acrónimo «OCEX», Órganos de
control externo. Con todos ellos el Tribunal de Cuentas guarda las
necesarias relaciones y debe ser el centro de referencia de la fiscalización
o auditoría pública para ejercer la posición de liderazgo que por la
condición de órgano supremo le corresponde.
Además se establece la dependencia de las Cortes Generales o
Parlamento, lo que no está reñido con la autonomía en el ejercicio de sus
funciones. Con esta dependencia, ante todo, se pretende resaltar el no
sometimiento al Gobierno y a la Administración a la que fiscaliza, la no
consideración del Tribunal como órgano administrativo sino como órgano
constitucional que, en el marco de los tres poderes, encuentra su acomodo
en la órbita del poder legislativo.
La Constitución menciona también la jurisdicción del Tribunal de Cuentas,
lo que se ha interpretado como el reconocimiento de la tradicional función
de enjuiciamiento de la responsabilidad contable en la que pueden incurrir
los que manejan fondos públicos cuando producen un perjuicio o
menoscabo en esos caudales o efectos públicos, como consecuencia de
acciones u omisiones contrarias a la normativa contable y presupuestaria e
interviniendo dolo, culpa o negligencia graves. Y por ello el estatuto de los
miembros del Tribunal de Cuentas (se trata de un órgano colegiado cuyo
pleno está formado por 12 Consejeros de Cuentas) gozan de la misma
independencia e inamovilidad y están sometidos a las mismas
incompatibilidades que los Jueces.
A su vez la Constitución remite a una ley orgánica para la regulación en
detalle de la composición, organización y funciones del Tribunal; ley
orgánica que fue aprobada en 1982 y que fue completada por la ley de
funcionamiento del Tribunal de Cuentas, de 1988.
Es de mencionar las dos grandes funciones del Tribunal de Cuentas como
es la fiscalizadora y la jurisdiccional y que al correcto ejercicio de las
mismas debe dirigir toda su energía. Ahora bien, sentado lo anterior no es
menos cierto que hoy día, en un entorno globalizado donde las
instituciones se interrelacionan e intercambian experiencias, el Tribunal de
Cuentas desarrolla también actividades en una dimensión internacional.
Las instituciones nacionales no agotan su actividad con el cumplimiento
de sus funciones tradicionales sino que cooperan entre sí y el tribunal de
cuentas de España ofrece un buen botón de muestra de esa actividad ad
extra a través de su participación en la REI en Fiscalización, de cuyo
nacimiento el Tribunal es principal responsable.
Órganos
Son órganos del Tribunal de Cuentas el Presidente, el Pleno, la Comisión
de Gobierno, la Sección de Fiscalización, la Sección de Enjuiciamiento, los
Consejeros de Cuentas, la Fiscalía y la Secretaría General16. Hay, además
de los relacionados, órganos de apoyo del Tribunal y otros órganos que
actúan en el mismo.
El Presidente del Tribunal de Cuentas es nombrado por el Rey de entre
sus miembros, a propuesta del Pleno y por un período de tres años. La
elección se efectúa por los Consejeros de Cuentas en votación secreta.
En los casos de vacante, ausencia, enfermedad o cualquier otro
impedimento legal del Presidente, le sustituirán en sus funciones los
Presidentes de la Sección de Fiscalización y Enjuiciamiento, por este
orden, y, en defecto de los mismos, el Consejero de más edad.
Son atribuciones del Presidente representar al Tribunal, convocar y presidir
el Pleno y la Comisión de Gobierno −decidiendo con voto de calidad en
caso de empate, fijando los órdenes del día y disponiendo la ejecución de
los acuerdos− ejercer la jefatura superior del personal y disponer los
gastos y contrataciones. Además ostenta la superior inspección de los
servicios propios del Tribunal y ejerce la potestad disciplinaria en casos de
faltas graves, pudiendo delegar en el Secretario General el ejercicio de las
competencias que le corresponden en materia de personal y como órgano
16 NARANJO Galves Rodrigo. Eficacia del control fiscal en Colombia. Derecho comparado, historia,
macro-organizaciones e instituciones. Universidad del Rosario Facultad de Jurisprudencia. Abril de
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de contratación, que no requieran previa autorización o conocimiento del
Pleno o de la Comisión de Gobierno.
El Pleno está integrado por los doce Consejeros de Cuentas, uno de los
cuales es el Presidente, y el Fiscal. El quórum para la válida constitución
del Pleno es de dos tercios de sus componentes y sus acuerdos se
adoptan por mayoría de los asistentes, salvo en los casos en que,
específicamente, se exija una mayoría cualificada.
Las deliberaciones del Pleno tienen carácter reservado, debiendo guardar
secreto de las mismas los asistentes y cuantos pudieran conocerlas por
razón de sus funciones en el Tribunal. Los Consejeros y el Fiscal pueden,
en su caso, hacer constar en acta su voto contrario al acuerdo adoptado y
los motivos que lo justifique. Cuando votan en contra y hacen constar por
escrito su motivada oposición, el contenido de tales votos particulares se
incorpora a las Memorias, Informes, Mociones o Notas que debe remitir el
Tribunal a las Cortes Generales, a las Asambleas Legislativas de las
Comunidades Autónomas, al Gobierno o a las distintas
Entidades y Organismos del sector público. El Secretario General ejerce
las funciones de Secretario del Pleno, con voz pero sin voto.
Corresponde al Pleno ejercer la función fiscalizadora, plantear los
conflictos que afecten a las competencias o atribuciones del Tribunal,
conocer y resolver los recursos contra las disposiciones y actos adoptados
por el resto de los órganos del Tribunal en el ejercicio de sus funciones
gubernativas o en materia de personal, y las demás funciones que le
encomiendan la Ley Orgánica y la de Funcionamiento.
La Comisión de Gobierno está constituida por el Presidente del Tribunal y
los Consejeros de Cuentas Presidentes de Sección, que son elegidos por
un período de tres años, en la misma sesión en que se haya elegido al
Presidente, por el mismo procedimiento y a continuación de este,
correspondiendo el nombramiento al Pleno.
Son aplicables al funcionamiento de la Comisión de Gobierno los preceptos
relativos al Pleno en cuanto se refieren a la convocatoria, constitución,
deliberaciones y levantamiento de actas, actuando, por tanto, como
Secretario de ella el Secretario General.
Corresponde a la Comisión de Gobierno mantener relaciones permanentes
con las Cortes Generales a través de la Comisión Mixta, ejercer, en
materia de personal y régimen de trabajo, las facultades no reservadas
específicamente al Pleno o al Presidente del Tribunal, hacer uso de la
potestad disciplinaria en casos de faltas muy graves, distribuir los asuntos
entre las Secciones,  y las demás funciones que le atribuyen la Ley
Orgánica y la de Funcionamiento.
La Sección de Fiscalización está integrada por su Presidente y los
Consejeros que tengan a su cargo los Departamentos sectoriales y
territoriales.
La organización de la Sección de Fiscalización en Departamentos
sectoriales se acomoda a las grandes áreas de la actividad
económico−financiera del sector público. Los Departamentos territoriales
llevan a cabo la fiscalización de la actividad económico−financiera de las
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales.
Le corresponde la verificación de la contabilidad de las entidades del sector
público y el examen y comprobación de las cuentas que se someten a la
fiscalización del Tribunal, así como examinar los procedimientos
fiscalizadores tramitados en los distintos Departamentos sectoriales y
territoriales y proponer al Pleno las Memorias o Informes, Mociones, Notas
o medidas que corresponda elevar a las Cortes Generales.
La Sección de Enjuiciamiento está integrada por su Presidente y los
Consejeros de Cuentas a quienes, como órganos de primera instancia o
adscritos a la Sala o Salas del Tribunal, corresponde conocer de los
procedimientos jurisdiccionales.
Cada Sala estará compuesta por el Presidente, que es el de la Sección, y
dos Consejeros. Cuenta, además, con un Secretario y con el personal de
Secretaría que demandan las necesidades del servicio.
Además de las funciones jurisdiccionales, corresponde a la Sección de
Enjuiciamiento preparar la Memoria de las actuaciones jurisdiccionales del
Tribunal durante el ejercicio económico correspondiente y formular la
oportuna propuesta al Pleno, someter al Pleno las modificaciones que
deban introducirse en la estructura de la Sección, así como la creación de
nuevas Salas cuando el número de los asuntos lo aconseje, y sentar los
criterios con arreglo a los cuales debe efectuarse el reparto de asuntos
entre las Salas y entre los Consejeros de la Sección de Enjuiciamiento.
Los Consejeros de Cuentas son designados por las Cortes Generales,
seis por el Congreso de los Diputados y seis por el Senado, mediante
votación por mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras, por un
período de nueve años, entre Letrados  y Auditores del Tribunal de
Cuentas, Censores Jurados de Cuentas, Magistrados y Fiscales,
Profesores de Universidad y funcionarios públicos pertenecientes a
Cuerpos para cuyo ingreso se exija titulación académica superior,
Abogados, Economistas y Profesores Mercantiles, todos ellos de
reconocida competencia, con más de quince años de ejercicio profesional.
Los Consejeros son independientes e inamovibles y están sujetos a las
mismas causas de incapacidad, incompatibilidad y prohibiciones
establecidas para los Magistrados y Jueces en la Ley Orgánica del Poder
Judicial.
La responsabilidad civil o criminal en que puedan incurrir en el ejercicio de
sus funciones es exigida ante la Sala correspondiente del Tribunal
Supremo, y la disciplinaria se deduce conforme establece la Ley de
Funcionamiento.
Corresponde a los Consejeros de Cuentas titulares de los Departamentos
sectoriales y territoriales de la Sección de Fiscalización, representar al
Departamento antes los restantes órganos del Tribunal, impulsar, dirigir,
distribuir, coordinar e inspeccionar el trabajo en el Departamento, aprobar,
rectificar o rechazar las propuestas que les formulen las distintas unidades
y ejercer la potestad disciplinaria en los supuestos de faltas leves. Además
de la competencia jurisdiccional, corresponde a los Consejeros de Cuentas
adscritos a la Sección de Enjuiciamiento ejercer la vigilancia e inspección
sobre los procedimientos de su competencia y la potestad disciplinaria
sobre el personal de la Sección en casos de faltas leves.
La Fiscalía del Tribunal de Cuentas, que depende funcionalmente del
Fiscal General del Estado, está integrada por el Fiscal y los Abogados
Fiscales.
El Fiscal, que pertenece a la carrera Fiscal, es nombrado por el Gobierno
en la forma determinada en el Estatuto del Ministerio Fiscal.
En especial, son funciones de la Fiscalía del Tribunal de Cuentas
consignar su dictamen escrito en las Cuentas Generales y en las
Memorias, Mociones  y Notas del Tribunal, en orden a las
responsabilidades contables que de ellas puedan resultar, ser oída en los
procedimientos de fiscalización del Tribunal antes de su aprobación
definitiva y solicitar la práctica de las diligencias que estime convenientes
en orden a la depuración de las responsabilidades contables que de
aquellos puedan resultar, tomar conocimiento de todos los procedimientos
fiscalizadores y jurisdiccionales que se siguen en el Tribunal a efectos de
esclarecer las posibles responsabilidades contables que de ellos pudieran
derivarse, y ejercitar la acción de responsabilidad contable y deducir las
pretensiones de esta naturaleza.
La Secretaría General desempeña las funciones conducentes al
adecuado ejercicio de las competencias gubernativas del Presidente, del
Pleno y de la Comisión de Gobierno, en todo lo relativo al régimen interior
del Tribunal de Cuentas.
El Secretario General es elegido y removido libremente por el Pleno, a
propuesta de la Comisión de Gobierno. Corresponden a la Secretaría
General, además de las funciones antes señaladas, las de gestión,
tramitación, documentación y registro de los asuntos de la competencia del
Presidente, Pleno y Comisión de Gobierno.
La Secretaría General se organiza en las Unidades Administrativas
necesarias para atender la tramitación de expedientes de toda índole y la
gestión de asuntos generales, gubernativos y de personal al servicio del
Tribunal, asuntos económicos y presupuestarios, inspección y
funcionamiento de los servicios propios, compras y adquisiciones,
informatización y procesamiento de datos, Registro General, Archivo y
Biblioteca.
La función interventora se ejerce por el Interventor del Tribunal, elegido y
removido libremente por el Pleno de este organismo. Además, existe un
Servicio Jurídico del Estado en el Tribunal de Cuentas, y, como órgano de
asesoramiento y apoyo al servicio del Presidente y de los órganos
colegiados del Tribunal y de los Presidentes de las Secciones de que
consta el mismo, está prevista la existencia de un Gabinete Técnico bajo la
dependencia orgánica del Presidente.
COMPOSICIÓN
I. PLENO
El Tribunal de Cuentas está integrado por doce miembros, que tienen la
denominación de Consejeros de Cuentas, designados, como se ha visto,
por las Cámaras legislativas. Son estos doce miembros los que eligen el
Presidente del Tribunal, de entre ellos, sin perjuicio de las fases posteriores
de propuesta y nombramiento.
El Pleno del Tribunal es un órgano colegiado compuesto por los
Consejeros de Cuentas, y por el Fiscal, que pertenece a la Carrera y es
nombrado por el Gobierno; en él hace las funciones de Secretario el
Secretario General.
II. SECCIÓN DE FISCALIZACIÓN
Ya ha quedado dicho que la Sección de Fiscalización la forman su
Presidente y los Consejeros de Cuentas titulares de los Departamentos.
Actualmente, en la Sección de Fiscalización hay siete Departamentos
(cinco sectoriales y dos territoriales)
Al frente de cada Departamento hay un Consejero de Cuentas, y el
Presidente de la Sección se responsabiliza también de un Departamento.
III. SECCIÓN DE ENJUICIAMIENTO
La Sección de Enjuiciamiento la constituyen su Presidente y los
Consejeros de Cuentas adscritos a ella. Actualmente, en la Sección de
Enjuiciamiento hay tres Departamentos, teniendo todo el mismo ámbito
competencial, y una Sala de Justicia, que preside el Presidente de la
Sección y componen dos Consejeros.
Funciones
Son funciones del Tribunal de Cuentas la fiscalización de la actividad
económico−financiera del sector público y el enjuiciamiento de la
responsabilidad contable en que incurran quienes tengan a su cargo el
manejo de bienes, caudales o efectos públicos. Tiene atribuidas, por tanto,
dos funciones: fiscalizadora y jurisdiccional.
Relaciones del Tribunal de Cuentas con el poder legislativo
La Constitución española establece, en su artículo 136, una vinculación
institucional entre el Tribunal de Cuentas y las Cortes Generales, actuando
por delegación de éstas en el examen y comprobación de la Cuenta
General del Estado. La Constitución encomienda al Tribunal informar a las
Cámaras sobre las infracciones o responsabilidades detectadas al
examinar las cuentas públicas.
El órgano de relación de las Cortes Generales con el Tribunal de Cuentas
es la Comisión Mixta Congreso−Senado para las Relaciones con el
Tribunal de Cuentas, creada por la Disposición transitoria primera de la Ley
Orgánica del Tribunal de Cuentas, y cuyo funcionamiento se ajusta a las
normas aprobadas por la Mesas de ambas Cámaras parlamentarias.
A la Comisión Mixta se le traslada el programa de fiscalizaciones que el
Pleno del Tribunal de Cuentas aprueba para cada año. Una vez aprobadas
por el Pleno las fiscalizaciones realizadas, los Informes son remitidos a
esta Comisión para su estudio. La Comisión Mixta habitualmente solicita la
comparecencia del Presidente del Tribunal para aclarar las cuestiones que
se susciten en relación con los Informes.
Los Informes aprobados por el Tribunal de Cuentas se someten a dos
trámites distintos, mientras que sobre la Declaración definitiva de la Cuenta
General del Estado la Comisión Mixta emite un dictamen, aprobando, en su
caso, propuestas de resolución que eleva a los Plenos del Congreso y del
Senado para su debate y eventual aprobación, por el Informe Anual e
informes extraordinarios aprobados por el Tribunal la propia Comisión
Mixta adopta las resoluciones que estime pertinentes.
EUROSAI
Es la Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores
(EFS) de Europa que actualmente agrupa a cuarenta y seis Instituciones
Superiores de Control Externo del continente europeo...
Es uno de los grupos regionales de la Organización Internacional de
Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI) que agrupa a las EFS de
186 países y tiene rango de organización colaboradora de Naciones
Unidas. Otros grupos regionales son OLACEFS, AFROSAI, ARABOSAI,
ASOSAI, SPASAI Y CAROSAI., desarrolla su actividad a través de sus
órganos: el Congreso, el Comité Directivo y la Secretaría. Los cinco
idiomas oficiales de trabajo de la Organización son el alemán, español,
francés, inglés y ruso.
Como se pone de presente, el texto constitucional reseñado guarda
evidentes semejanzas en su parte sustancial con el artículo 267 de nuestra
Carta Política, no obstante que coloca desde el texto constitucional mismo
unos lineamientos preciosos sobre el funcionamiento de su proceder en
cuanto a su función consultiva y de advertencia, así como sobre las
características generales que han de tener sus miembros17. Este enfoque,
empero, se conecta con el plexo del reconocimiento y garantía del derecho
a la autonomía de las nacionalidades y regiones que integran la nación
española y que poseen por ello rango de constitucionalidad (cap. m de su
tít. vm, dedicado a la organización territorial del Estado). De tal suerte que
el control fiscal en las comunidades autónomas se estructura en el texto
constitucional por vía del artículo 153 que literalmente señala:
El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas
se ejercerá:
a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de
sus disposiciones formativas con fuerza de ley.
b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del
ejercicio de funciones delegadas a que se refiere el apartado 2 del
artículo 150.
c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración
autónoma y sus normas reglamentarias.
d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.
Sin menospreciar las diferencias entre el grado de descentralización
existente en Colombia con las autonomías regladas (de un tenor cuasi-
federalista) de España, no obsta resaltar las similitudes entre el literal d del
mencionado artículo y las disposiciones orgánicas, que adelante veremos
en detalle, con el marco normativo del control fiscal colombiano en el nivel
17 CORREDOR c. Ariel. Control Fiscal en Colombia. Apuntes desde el derecho comparado y el
proceso de responsabilidad. Universidad Católica de Colombia noviembre de 2009 pag. 75
territorial conformado por los artículos 113,117 y 272 de la Constitución; 3.
Y 7 capítulo II, título II de la Ley 42 de 1993 (arts. 65 a 71); título IX de la
Ley 136 de 1994 (arts. 154 a 167); y la Ley 330 de 1996. De hecho,
cuando se impone la exigencia de un control económico y presupuestario
sobre la actividad de las comunidades autónomas, los entes territoriales en
nuestro caso, por parte del Tribunal de Cuentas, al mismo tiempo se
reconoce, en consonancia constitucional, que hay también una función de
control atribuida estatutariamente a los "Órganos de Control Externo de las
Comunidades Autónomas"; ambas sometidas a una necesaria
coordinación (art. 29 de la Ley de Funcionamiento del Tribunal de
Cuentas). De modo tal que, como sucede en el caso de las contralorías te-
rritoriales colombianas con respecto a la Contraloría General, a los órganos
de control fiscal territorial les corresponde llevar a cabo su función sin
perjuicio de las competencias del Tribunal de Cuentas y de su función de
coordinación directiva. Como lo ha recalcado el Tribunal Constitucional
español, el Tribunal de Cuentas es el "órgano supremo, pero no único,
cuando fiscaliza y único, pero no supremo, cuando enjuicia"18. En el mismo
sentido, la mencionada corporación española ha definido en sentencia 187
de 1988 (fundamento jurídico 2°).
8.2. Caso Chile.
No hay duda de que durante la década del 90 en Latinoamérica el modelo
económico-político chileno fue ejemplo de la "reestructuración estatal”
trazada por las llamados Chicago Boys19. Ello debido, principalmente, a
que el período político de transición del difícil período de dictadura fue
18 Tribunal Constitucional español. Sentencia 18 del 31 de enero de 1991, f. j. 2°, En torno al mismo
tema cfr. de la misma corporación, sentencia 4 de 1981, f. j. 3.s y sentencia 27 de 1987, f. j. 2.a.
19 CORREDOR c. Ariel. Op. Cit Pag. 62
eclipsado por el éxito de los índices macroeconómicos propiciados por el
modelo aperturista chileno implementado desde la década del 70. Los diri-
gentes latinoamericanos, por su parte, entendieron que esa vía económica
era, en lo fundamental, la respuesta a los dilemas ocasionados por la crisis
del modelo proteccionista estatal en el área. De modo pues que en los
cambios y reformas constitucionales llevadas a cabo en la región se
pretendió, en lo posible, implementar dicho modelo. El modelo de control
fiscal chileno fue, por lo mismo, paradigma en el re-diseño del esquema de
vigilancia colombiano; más aún teniendo en cuenta la común raíz histórica
de los regímenes de control fiscal colombiano y chileno.
En Chile se ha concebido un Sistema Nacional de Control integrado por: el
poder Legislativo, a través de la Cámara de Diputados, en cuanto a
fiscalizar los actos de gobierno; el poder Judicial, mediante los tribunales
de justicia; los órganos especializados de control, como es el caso de las
superintendencias20; las unidades de control interno de los servicios de la
administración; y la Contraloría General de la República, como el
organismo superior de control de la Administración.
La Contraloría General de la República es la entidad fiscalizadora superior
de Chile, de carácter autónomo y de rango constitucional, es la encargada
de ejercer el control de legalidad de los actos de la Administración Pública,
fiscalizar el ingreso y la inversión de los fondos fiscales, municipales y de
los demás organismos y servicios que determinen las leyes, examinar y
juzgar las cuentas de las personas que tengan a su cargo bienes
fiscales y municipales, llevar la contabilidad general de la Nación y
desempeñar las demás funciones encomendadas por la ley.
20 ARANGO MISAS GABRIEL. Y OTROS. control fiscal modernización y lucha contra la
corrupción. experiencias en América latina. Contraloría General de la república 2006. Pag. 240
En el ejercicio de sus funciones, la Contraloría toma de razón de los actos
de la Administración, actuación mediante la cual señala que el decreto o
resolución se encuentra conforme a la Constitución y a las leyes, o bien,
en caso contrario, procede a representarlo cuando tiene algún vicio de
inconstitucionalidad o de legalidad.
HISTORIA
Si bien la Contraloría General de la República toma su forma actual con la
dictación del decreto con fuerza de ley N° 400-bis, del 26 de marzo de
1927, puede remontarse  sus orígenes de manera casi ininterrumpida
desde el año 1541.
Dicho proceso se inicia al mismo tiempo del establecimiento en el
territorio que actualmente ocupa Chile por parte de los colonizadores
ibéricos, cuando el cabildo de la recién fundada ciudad de Santiago,
dispuso el nombramiento de cuatro oficiales encargados de velar por el
correcto uso de las Cajas Reales, entre éstos, un veedor, encargado del
control de las finanzas de la novel colonia. Dichas funciones -junto con
otras- se radicarían en 1567 en una entidad denominada como la
Audiencia y Cancillería Real (la Real Audiencia), con sede inicial en la
ciudad de Concepción. Esta entidad, aparte de actuar como Tribunal
Supremo de Justicia, desempeña labores relacionadas con el control de la
administración financiera y del comportamiento de los agentes
estatales, sirviendo, de alguna manera,  como garantía del ejercicio
regular de las atribuciones gubernativas. Sin embargo, su rol
preponderante durante la colonia va perdiendo fuerza, y ya a mediados del
siglo XVIII las funciones fiscalizadoras, consultivas y normativas son
entregadas a la Contaduría Mayor de Cuentas del Reino de Chile,
institución que constituye la antecesora original de diversos organismos
que nacieron una vez consolidada el proceso de emancipación de la
República. Sus labores fueron distribuidas entre el Tribunal de Cuentas y
la Contaduría Mayor del Estado, radicándose en éste último la función de
revisar preventivamente, tomando razón de los actos de la Administración
del Estado que comprometen a la Hacienda Pública, cuyo ejercicio permite
al entonces Contador Mayor representar al Presidente de la República la
inconstitucionalidad o ilegalidad de las correspondientes medidas, sin
perjuicio de que éste pudiese reiterar su trámite mediante un "decreto de
insistencia". A la Contaduría Mayor toca también efectuar los exámenes
de cuentas.
En el año 1869, se crea la Dirección General de Contabilidad, entidad
encargada de llevar la contabilidad pública. Por su parte, en 1888 se
promulga la ley que crea el Tribunal de Cuentas, sucesor de la
Contaduría. Este tribunal se dividía en dos organizaciones internas, la
primera encargada de examinar las cuentas, y la segunda -la Corte de
Cuentas- de juzgarlas. Este organismo tenía importantes atribuciones,
debiendo destacarse la de supe vigilancia de las oficinas fiscales y la de
informar al Congreso Nacional sobre la legalidad de la Cuenta de
Inversión, que debía presentar anualmente el Poder Ejecutivo.
En el año 1925, el Gobierno de Chile contrata la denominada Misión
Kemmerer, dirigidos por Edwin Walter Kemmerer, profesor de Economía
de la Universidad de Princeton, la cual propuso, entre otros proyectos, el
establecimiento de la Contraloría General de la República, a partir de "la
supresión de la Dirección General de Contabilidad, del Tribunal de
Cuentas, de la Dirección General de Estadística  y de la Inspección
General de Bienes de la Nación". Sometido al análisis y el dictamen de una
comisión revisora presidida por el Superintendente de Bancos Julio Philippi
(que le formuló indicaciones tendientes a armonizar sus ideas matrices e
innovaciones con la legalidad y las prácticas administrativas del país). Así,
fruto de un proceso en que se aprovecha la tradición nacional,
materializada hasta esa fecha en la Dirección General de Contabilidad y el
Tribunal de Cuentas, se crea la nueva entidad fiscalizadora, en virtud del
decreto con fuerza de ley Nº 400-Bis, de 26 de marzo de 1927.
Posteriormente, en el año 1943, con la promulgación de la ley N° 7.727,
se otorga rango constitucional al organismo contralor -entre otras
materias-,  y en 1953, se aprueba su Ley Orgánica, cuyo texto refundido,
coordinado y sistematizado fue aprobado en el año 1964, la cual ha
experimentado numerosas modificaciones expresas y tácitas.
ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN
El capítulo X de la Constitución chilena de 1980 establece un organismo
autónomo con el nombre de Contraloría General de la República, el cual
ejercerá las funciones que el artículo 98 le señala. Dicha entidad será
dirigida por una persona denominada Contralor General de la República, el
cual será designado por el Presidente con acuerdo de tres quintos de los
senadores en ejercicio, y durará ocho años en el cargo, no pudiendo ser
designado para el período siguiente. Para ser propuesto para el cargo, la
persona deberá estar en posesión del título de abogado por un periodo no
menor a diez años, haber cumplido cuarenta años de edad, ser ciudadano
con derecho a sufragio y cesará en su cargo al cumplir setenta y cinco
años de edad. Es reemplazado ante su ausencia por el Subcontralor
General de la  República, quien también debe ser abogado.
La Contraloría General de la República se organiza en sedes regionales
(excepto en la Metropolitana de Santiago), en divisiones y en otras
unidades principales, a saber:
• División Jurídica
• División de Auditoría Administrativa
• División de Personal de la Administración del Estado
• División de Análisis Contable
• División de Infraestructura y Regulación
• División de Municipalidades
• División de Coordinación e Información Jurídica
• Fiscalía
• Secretaría General
En el momento, la Contraloría General de la República chilena es un
organismo autónomo del Estado, en el mismo sentido en que lo es en el
colombiano, aunque no goza de autonomía financiera pues la aprobación y
ejecución de su presupuesto está sometida a las mismas reglas que el
resto de los servicios públicos (que supone iniciativa legislativa
presidencial), con rango de constitucional (arts. 98 a 99 cap. x)21
encargada de ejercer el control financiero y de legalidad de los actos de la
Administración Pública. Así, entonces.
... el control a cargo de la Contraloría es fundamentalmente de legalidad y
verificación sobre la exactitud de las operaciones aritméticas y de
contabilidad. [De manera que] le corresponde llevar la contabilidad general
de la nación, fiscalizar el ingreso e inversión de los fondos públicos de todo
orden, así como examinar las cuentas de quienes tengan a su cargo
bienes y fondos de esas entidades [...] Con respecto a las personas
21 La Constitución Política de la República de Chile data de 1980, aunque ha sido modificada en
1989 y 1997. En el siguiente extracto reproducimos apartes del capítulo I sobre las bases de la
institucionalidad en la cual ha de enmarcarse el control fiscal llevado a cabo por la Contraloría
General de la República y que, además, guarda sobradas semejanzas con la Constitución
colombiana y con el ascendiente constitucional de nuestro sistema de vigilancia. Artículo 6.9
capítulo i: "Los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las normas
dictadas conforme a ella. Los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o
integrantes de dichos órganos como a toda persona, institución o grupo. La infracción de esta
norma generará las responsabilidades y sanciones que determine la ley”.
privadas que reciban bienes o fondos públicos, su función se limita a
verificar que se cumpla el propósito señalado por la ley.
En ese sentido, la vigilancia fiscal chilena se circunscribe a lo que en
nuestro medio se entiende como sistema de control financiero y de
legalidad; no obstante que la Contraloría tiene la potestad de “pronunciarse
sobre la constitucionalidad y legalidad de los decretos y resoluciones que
se tramitan a través de ella” mediante los actos jurídico-administrativos de
toma de razón y representación.22 Así como, además, lleva la contabilidad
general de la nación en el sentido en que la lleva nuestra Contaduría
General.
En lo que respecta a su disposición jurisdiccional, la Contraloría chilena es
esencialmente un órgano de control de juridicidad o legalidad de la
Administración del Estado que no está sometida ni al mando ni a la súper-
vigilancia del poder ejecutivo ni del Congreso Nacional a pesar de que
dicho ente integra la Administración del Estado23. Motivo por el cual "las
sentencias proferidas en los juicios fiscales de cuentas, se ejecutan a
través de los tribunales ordinarios de justicia”, previo examen de
coordinación con el Sistema Nacional de Control24.
22 Mediante el primer acto la Contraloría General de la República señala que el decreto o
resolución se encuentra conforme a la Constitución y a las leyes; mientras que por el segundo la
Contraloría General de la República señala que el decreto o resolución contiene algún vicio de
inconstitucionalidad o de legalidad.
23 Por mandato del artículo 1. ° de la Ley 18575, Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales
de la Administración del Estado, la Contraloría chilena está sometida a las normas del título i de
dicho texto legal, el que exige, entre otros aspectos, una actuación coordinada con los servicios
públicos, sin perjuicio de su autonomía.
24 El mentado sistema está integrado, además de por la Contraloría, por la Cámara de Diputados
en cuanto fiscalizador de los actos de gobierno, por los tribunales de justicia, algunos órganos es-
pecializados de fiscalización, como las superintendencias, los controles jerárquicos y las unidades
de control interno de los servicios públicos. Aunque, como en el caso colombiano, no tienen
asiento formal en él representantes del control social (las veedurías, como las conocemos
En lo que hace a la organización y funcionamiento de la Contraloría chilena
(regulada por Ley Orgánica Constitucional 10336), la entidad está
encabezada por el Contralor General, designado para un periodo de ocho
años, por el Presidente de la República en acuerdo del Senado, y por un
Subcontralor General designado por el primero. Es potestad del Contralor
General la realización de todos los nombramientos organizativos en las
divisiones contempladas en la antedicha ley orgánica. Vale decir, en la: 1)
División Jurídica, encargada de informar de la legalidad o
constitucionalidad de los decretos supremos y de las resoluciones; 2)
División de Toma de Razón y Registro, encargada de llevar el control
jurídico previo y posterior de decretos y resoluciones, no así de las
cuentas, así como de las normas relativas al personal administrativo y de
las fuerzas; 3) División de Auditoría Administrativa, encargada del control
posterior de la integridad del patrimonio público; 4) División de
Contabilidad, encargada de llevar la contabilidad general en sus aspectos
normativos, operativos e informativos de la nación; 5) División de
Municipalidades, encargada de dar cumplimiento a la Ley Orgánica
Constitucional de Municipalidades, el estatuto de funcionarios municipales,
el estatuto docente y la ley de construcciones y urbanismo, y 6) División de
Coordinación e Información Jurídica, encargada de llevar el registro de
leyes, reglamentos, decretos, autos acordados de la Corte Suprema, etc.
Ya a estas alturas de nuestro repaso sobre el modelo de vigilancia fiscal
chileno resulta más que evidente la conexión, tal vez de mutua influencia,
que éste tiene con el sistema nacional colombiano, ante lo cual apenas
resta considerar que la facultad de análisis de constitucionalidad sobre las
leyes, decretos, resoluciones o demás actos jurídicos que se las hayan de
nosotros], se reconoce su existencia y vigilancia a través de los medios de comunicación y los
ciudadanos en general.
ver con el patrimonio público, que tiene la Contraloría chilena, debiera ser
algo para tomar en consideración por el modelo nacional, sin que ello
implique la suplantación de nuestra Corte Constitucional sino tan sólo
(como ocurre con el Tribunal Constitucional chileno) una forma de agilizar,
sin necesidad de esperar demandas de inexequibilidad, los exámenes de
constitucionalidad que dicha corporación ha de realizar.
8.3.Caso Venezuela.
Venezuela se constituye en un Estado democrático y social de Derecho y
de Justicia, que propugna como valores superiores de su ordenamiento
jurídico y de su actuación, la vida, la libertad, la justicia, la igualdad, la
solidaridad, la democracia, la responsabilidad social y, en general, la
preeminencia de los derechos humanos, la ética y el pluralismo político25.
La ley Orgánica de la Contraloría General de la República del año 1995
establece que la Contraloría General de la República dejará de
ejercer las funciones de control previo, cuando la Administración haya
establecido los mecanismos de control que garanticen el
cumplimiento de los extremos previstos en los artículos 21 y 23 de la Ley
y prevé la creación del organismo responsable de la orientación del control
interno y de la dirección de la auditoría interna en las dependencias y
organismos de la administración pública nacional, (hoy Superintendencia
Nacional de Auditoría Interna), a su vez establece la designación de
contralores    internos mediante concurso, a excepción del Contralor
General de las Fuerzas Armadas.
El control fiscal en Venezuela se encuentra repartido entre tres entes
máximos de control como es la Defensoría del Pueblo soportada en el Art.
25 Art. 2 CONSTITUCION DE LA REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA
280 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, la cual
se encarga de la promoción, defensa y vigilancia de los derechos y
garantías establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales
sobre derechos humanos, además de los intereses legítimos, colectivos o
difusos de los ciudadanos.
También se encuentra el Ministerio Público soportado por el Art. 285
CONSTITUCION DE LA REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA el
cual se encarga de garantizar en los procesos judiciales los derechos y
garantías constitucionales, la celeridad y buena marcha de la
administración de justicia, el juicio previo y el debido proceso.
Y por ultimo encontramos a la Contraloría General de la República Art. 287
CONSTITUCION DE LA REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA
encargada de controlar, vigilar y fiscalizar los ingresos, gastos, bienes
públicos y bienes nacionales, así como las operaciones relativas a los
mismos.
La Contraloría General de la República es el órgano de control, vigilancia y
fiscalización de los ingresos, gastos, bienes públicos y bienes nacionales,
así como de las operaciones relativas a los mismos. Goza de autonomía
funcional, administrativa y organizativa, y orienta su actuación a las
funciones de inspección de los organismos  y entidades sujetas a su
control.
La Contraloría General de la República estará bajo la dirección y
responsabilidad del Contralor o Contralora General de la República, quien
debe ser venezolano o venezolana por nacimiento y sin otra nacionalidad,
mayor de treinta años y con probada aptitud y experiencia para el ejercicio
del cargo.
El Contralor o Contralora General de la República será designado o
designada para un período de siete años.
La Contraloría General de la Fuerza Armada Nacional es parte integrante
del sistema nacional de control. Tendrá a su cargo la vigilancia, control y
fiscalización de los ingresos, gastos y bienes públicos afectos a la Fuerza
Armada Nacional y sus órganos adscritos, sin menoscabo del alcance y
competencia de la Contraloría General de la República. Su organización y
funcionamiento lo determinará la ley respectiva y estará bajo la dirección y
responsabilidad del Contralor o Contralora General de la Fuerza Armada
Nacional, quien será designado o designada mediante concurso de
oposición. (Art. 291 CONSTITUCION DE LA REPUBLICA BOLIVARIANA
DE VENEZUELA)
La     Constitución de     la República Bolivariana de Venezuela
(CONSTITUCION DE LA REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA,
1999), establece como formas de participación ciudadana la forma directa
e indirecta o representativa de su ejercicio. En este sentido, los artículos
62, 28, 51 y 184 de esta Ley Suprema, establecen dichas formas.
Los artículos 28, 62 y 51, específicamente, establecen una participación
directa del ciudadano en asuntos de su interés y en el de comunidades y
grupos de personas. En tanto que, el artículo 184 establece la participación
ciudadana a través de comunidades o grupos vecinales organizados.
Es posible distinguir dentro de la regulación que establecen las normas
arriba mencionadas, como el constituyente venezolano ha otorgado a
rango constitucional al derecho que tiene el ciudadano o ciudadana en
participar dentro de la gestión pública.
Derecho éste que abarca también el ejercicio de funciones de control a la
gestión pública con las siguientes características: Ejercida de forma libre,
directa o por medio de sus representantes elegidos o elegidas en los
distintos niveles de la Administración Pública, es decir, nacional, estatal y
municipal, sea ésta centralizada y/o descentralizada funcionalmente.
El artículo 62 de la Constitución, establece dentro de los derechos políticos
de los ciudadanos, la participación de los mismos en el control de la
gestión pública:
Todos los ciudadanos y ciudadanas tienen el derecho de participar
libremente en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus
representantes elegidos o elegidas.
La participación del pueblo en la formación, ejecución y control de la
gestión pública es el medio necesario para lograr el protagonismo que
garantice su completo desarrollo, tanto individual como colectivo. Es
obligación del Estado y deber de la sociedad facilitar la generación de las
condiciones más favorables para su práctica.
El fundamento jurídico del control de gestión ejercido por parte de los
ciudadanos, se encuentra establecido en los Artículos 141 y 143 de la
CONSTITUCION DE LA REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA, en
los que se consagra el derecho de la ciudadanía a exigir efectividad a los
funcionarios en el ejercicio de la función pública, dejando claro que la
Administración Pública está al servicio de los ciudadanos y debe ser
ejercida bajo los principios y criterios constitucionalmente establecidos.
También la CONSTITUCION DE LA REPUBLICA BOLIVARIANA DE
VENEZUELA, ha establecido en su Artículo 66, el derecho político que
tienen los ciudadanos y ciudadanas a recibir cuentas de parte de sus
representantes sobre la gestión que han llevado a cabo a partir del
programa de gobierno presentado, dicha rendición de cuentas deberá ser
ofrecida a los ciudadanos en forma pública, periódica y con la debida
transparencia:
“Los electores y electoras tienen derecho a que sus representantes rindan
cuentas públicas, transparentes y periódicas sobre su gestión, de acuerdo
con el programa presentado”.
Por su parte, el artículo 274 otorga a los Órganos del Poder Ciudadano la
potestad de procurar la buena gestión y en tal sentido podrán prevenir,
investigar y sancionar los hechos que atenten contra la ética pública y la
moral administrativa, la buena gestión en el uso del patrimonio público y la
legalidad en toda la actividad administrativa del Estado así como promover
la educación como proceso creador de la ciudadanía, la solidaridad, la
libertad, la democracia, la responsabilidad social y el trabajo.
Existe la obligación constitucional y legal para el Estado, a través de las
autoridades públicas que ejercen funciones legislativas, de gobierno estatal
y municipal así como de funciones directamente de control fiscal de
propiciar las condiciones más favorables al ejercicio de las funciones de
control por parte de los ciudadanos.
Es así, que lo establecen los artículos 62, 184, 178, 166 de la
CONSTITUCION DE LA REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA
(1999); artículos 6, 14 numeral 9°, 75 de la Ley Orgánica de la Contraloría
General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal
(LOCGRSNCF, 2001); artículos 1, 135 y 138 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública (LOAP, 2001); artículo 5 numeral 21°, 8 de la Ley
de Los Consejos Locales de Planificación Pública (LCLP, 2006).
La LOCGRSNCF, ley especial en materia de control fiscal, establece las
normas que rigen el ejercicio de la función de control de la gestión pública
a la que están llamados los órganos del Sistema Nacional de Control
Fiscal, debiendo también establecer las funciones del ciudadano en el
ejercicio de esta función de control derivado de su derecho a la
participación en este sentido respecto de la gestión pública.
Tal como lo contempla el artículo primero de la Ley, de cuyo texto se lee
como uno de los objetos que ésta tiene: “(...) regular la participación del
ciudadano en el ejercicio de la función de control ciudadano”, con lo cual
dicha función tendría rango legal.
Dentro de los principios que fundamentan al Sistema Nacional de Control
Fiscal en Venezuela, se encuentra la participación ciudadana en ese
ejercicio de control fiscal a la gestión pública. Según lo establece el Artículo
25 en su numeral 7°: “El Sistema Nacional de Control Fiscal se regirá por
los siguientes principios: (...). La participación de la ciudadanía en la
gestión contralora”.
La Ley establece en su Artículo 24, que los ciudadanos en el ejercicio de
su derecho a participar en la función de control de la gestión pública,
forman parte integrante del Sistema Nacional de Control Fiscal, no
obstante se observa del texto de la Ley en su Artículo 6 que ésta hace una
distinción del resto de los integrantes de dicho Sistema respecto de los
ciudadanos, cuando los denomina órganos y les establece la obligación de
adoptar las medidas necesarias tendentes a fomentar la participación
ciudadana respecto del control de la gestión pública:
“A los fines de esta Ley, integran el Sistema Nacional de Control Fiscal: (...)
4. Los ciudadanos, en el ejercicio de su derecho a la participación en la
función de control de la gestión pública”.
“Los órganos que integran el Sistema Nacional de Control Fiscal
adoptarán, de conformidad con la Constitución de la República Bolivariana
de Venezuela y las Leyes, las medidas necesarias para fomentar la
participación ciudadana en el ejercicio del control sobre la gestión pública”.
Corresponde al Contralor General de la República al igual que al resto de
los órganos de control fiscal, fomentar la participación ciudadana en el
ejercicio de estas funciones de control fiscal. Tal obligación deriva para
éste, del contenido del Artículo 14: “Son atribuciones y obligaciones del
Contralor General de la República: (...) 9. Fomentar la participación
ciudadana en el ejercicio del control sobre la gestión pública”.
Como consecuencia del contenido del Artículo 14, la misma Ley en su
Artículo 75, ha establecido que el Contralor General de la República dictará
las normas tendentes a fomentar esa participación ciudadana y ha
marcado algunos lineamientos que deberá tomar en consideración el
mismo para regular lo tendiente a dicha participación:
“El Contralor General de la República, mediante resolución que se
publicará en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela,
dictará las normas destinadas a fomentar la participación de los
ciudadanos, haciendo especial énfasis en los siguientes aspectos:
• Atender las iniciativas de la comunidad en el proceso de
participación ciudadana en el control fiscal. ordenar, dirigir,
sistematizar y evaluar las denuncias ciudadanas.
• Establecer estrategias de promoción de la participación ciudadana
para coadyuvar a la vigilancia de la gestión fiscal”.
Así también, el Artículo 31 del Reglamento de la Ley Orgánica de la
Contraloría General de la República (RLOCGR, 2001), Ley derogada, pero
cuyo Reglamento rige para la vigente, establece:
"La coordinación de los Sistemas de Control comprende todas las medidas
que de acuerdo con la Ley adopte la Contraloría para ordenar
metódicamente las actividades de los órganos que integran dichos
sistemas, a fin de evitar la dispersión de esfuerzos y lograr la mayor
economía, eficacia y eficiencia, así como la sujeción al ordenamiento
jurídico, en el ejercicio de las funciones de control".
En lo que respecta a la Ley Orgánica de la Administración Pública (LOAP),
Ley especial en regular todo lo concerniente a la organización de la
Administración Pública Nacional entendida en el amplio sentido, es decir, la
Administración Pública Centralizada y Descentralizada funcionalmente,
corresponde también a ésta dentro de su objeto crear mecanismos para
promover la participación ciudadana en el control de las políticas y
resultados públicos, que no es otra cosa que la gestión pública.
Tal como se puede apreciar de la lectura de su Artículo 1°: “La presente
Ley tiene por objeto establecer los principios y bases que rigen la
organización y el funcionamiento de la Administración Pública; los
principios y lineamientos de la organización y funcionamiento de la
Administración Pública Nacional y de la administración descentralizada
funcionalmente; así como regular los compromisos de gestión; crear
mecanismos para promover la participación y el control sobre las políticas y
resultados públicos; y establecer las normas básicas sobre los archivos y
registros públicos”.
Siendo igualmente de la competencia de esta Ley, como ya se dijo, regular
todo lo concerniente a la organización y funcionamiento Administración
Descentralizada funcionalmente, la misma establece en su Artículo 135, la
obligación que tienen los entes y organismos de la Administración de
promover la participación ciudadana en lo atinente a la gestión pública de
los mismos:
“Sin perjuicio de lo dispuesto en la Constitución de la República Bolivariana
de Venezuela y en leyes especiales, los órganos y entes de la
Administración Pública promoverán la participación ciudadana en la gestión
pública.
A tales fines, las personas podrán, directamente o a través de las
comunidades organizadas o las organizaciones públicas no estatales
legalmente constituidas, presentar propuestas y formular opiniones sobre
la gestión de los órganos y entes de la Administración Pública.
A los efectos de su participación en la consulta sobre políticas y normas
para la regulación del sector respectivo, cada órgano o ente público llevará
un registro de las comunidades organizadas y las organizaciones públicas
no estatales cuyo objeto se refiera al sector y que soliciten libremente su
inscripción”.
El Artículo 138 establece de alguna manera un mecanismo, tal como está
llamada a hacerlo, para que toda la Administración Pública Nacional dé
cuenta de forma eficaz y eficiente de su gestión administrativa a los fines
de procurar y facilitar el ejercicio del control social, al establecer el mismo:
“La administración pública nacional, de los estados, de los distritos
metropolitanos y de los municipios deberán establecer sistemas que
suministren a la población la más amplia, oportuna y veraz información
sobre sus actividades, con el fin de ejercer el control social sobre la gestión
pública.
Cualquier particular puede solicitar de los órganos y entes de la
Administración Pública la  información que desee sobre la actividad de
estos de conformidad con la ley”.
La Ley Orgánica de Planificación establece en su Artículo 14 la definición
de control social como la actividad de supervisión, evaluación y
recomendaciones de correctivos que corresponde a la sociedad en cuanto
a lo planificado por la Administración Pública, tal como podemos apreciar:
“Se entiende por control social, la participación de los sectores sociales en
la supervisión y evaluación del cumplimiento de las acciones planificadas, y
la proposición de correctivos, cuando se estimen necesarios”.
Por su parte el Artículo 58 establece lo que se debe entender por
participación social desde el punto de vista de la planificación de políticas
públicas:
“Se entiende por participación social, el derecho que tienen los sectores
sociales de estar debidamente informados, de elaborar propuestas, de
identificar prioridades y de recomendar formas de participación que incidan
en la construcción, viabilidad y perfectibilidad de la planificación”.
Establece así mismo esta Ley, la promoción que deberán darle todos los
entes y órganos de la Administración Pública a la participación ciudadana
en la planificación pública, en tal sentido se puede ver del Artículo 59 en
qué términos lo establece, así como la obligación de informar a las
comunidades sobre los planes de desarrollo, programas y proyectos
establecido en el Artículo 60:
“Sin perjuicio de lo dispuesto en la Constitución y en la ley respectiva, los
órganos y entes de la Administración Pública promoverán la participación
ciudadana en la planificación.
A tales fines, las personas podrán, directamente o a través de las
comunidades organizadas o las organizaciones públicas no estatales
legalmente constituidas, presentar propuestas y formular opiniones sobre
la planificación de los órganos y entes de la Administración Pública”.
“Los órganos y entes de la Administración Pública están obligados a
suministrar a los sectores sociales, información amplia y oportuna sobre
sus planes de desarrollo y demás programas y proyectos”.
En lo que respecta a la Ley de los Consejos Locales de Planificación
Pública (LCLPP, 2006), la misma regula lo concerniente a la participación
ciudadana en el control de la gestión pública en los siguientes términos:
Artículo 5 Ord. 21: “El Consejo Local de Planificación Pública, sin
menoscabo de cualquier otra función conferida al municipio de que se
trate, tendrá las siguientes funciones:
21. Evaluar la ejecución de los planes y proyectos e instar a las redes
parroquiales y comunales, a ejercer el control social sobre los mismos”
Artículo 8: “El Consejo Local de Planificación Pública promoverá la Red de
Consejos Parroquiales y Comunales en cada uno de los espacios de la
sociedad civil que, en general, respondan a la naturaleza propia del
municipio cuya función será convertirse en el centro principal de la
participación y protagonismo del pueblo en la formulación, ejecución,
control y evaluación de las políticas públicas, así como viabilizar ideas y
propuestas para que la comunidad organizada las presente ante el
Consejo Local de Planificación Pública, Alcaldía, Gobernaciones,
Ministerios u otros entes. Consejos que podrán una vez conformados
recibir los recursos que le sean transferidos por los organismos antes
señalados. Una vez aprobadas sus propuestas y convertidas en proyectos,
los miembros de los consejos parroquiales y comunales podrán realizar el
seguimiento, control y evaluación respectivo. (...)”.
Artículo 24: “Sin menoscabo de las facultades contraloras y fiscalizadoras
que le corresponden a la Contraloría Municipal y a la Contraloría General
de la República, las comunidades organizadas podrán vigilar, controlar y
evaluar la ejecución del Presupuesto de Inversión Municipal, en los
términos que establezca la ley nacional que regule la materia”.
Es importante acotar que la Contraloría General de la República, en
relación al Sistema Nacional de Control ha prescrito las Normas Generales
de Control Interno, las Normas Generales de Auditoria de Estado, las
Normas para el Funcionamiento Coordinado de los Sistemas de Control
Externo e Interno, el Manual de Auditoría Interna para los Organismos de
la Administración Pública Nacional y respecto del ciudadano en el ejercicio
del control fiscal que le compete, existe en vigencia la Resolución que
contiene el Instructivo en Materia de Denuncias.
Pero es necesario, a los fines del párrafo anterior que las máximas
autoridades jerárquicas de cada ente, quienes también integran al Sistema
Nacional de Control Fiscal, organicen, establezcan, mantengan y evalúen
el sistema de control interno, de acuerdo a la naturaleza, estructura y fines
del ente, para lo cual deberán elaborar, en el marco de las normas básicas
dictadas por la Contraloría General de la República, las normas, manuales
de procedimientos, indicadores de gestión, índices de rendimiento y demás
instrumentos o métodos específicos para el funcionamiento de sus propios
sistemas de control interno, so pena de comprometer su responsabilidad
administrativa por el incumplimiento de tales funciones de conformidad con
lo establecido en la LOCGRSNCF en sus Artículos 36 y 37 .
Los órganos de control fiscal son competentes para evaluar y controlar la
gestión administrativa, financiera y operativa de los entes y organismos
sujetos a su control, tal como lo establecen los Artículos 61 y 62. En tal
sentido, podrán realizar auditorías, estudios, análisis e investigaciones
respecto de las actividades de los entes y organismos sujetos a su control,
para evaluar los planes y programas en cuya ejecución intervengan dichos
entes u organismos.
Igualmente, podrán realizar los estudios e investigaciones que sean
necesarios para evaluar el cumplimiento y los resultados de las políticas y
decisiones gubernamentales, podrán efectuar estudios organizativos,
estadísticos, económicos y financieros, análisis e investigaciones de
cualquier naturaleza, para determinar el costo de los servicios públicos, los
resultados de la acción administrativa y en general la eficacia con que
operan las entidades sujetas a su vigilancia, fiscalización y control.
Siendo que, el ciudadano venezolano integra, como ya se ha dicho al
Sistema Nacional de Control Fiscal y, que por mandato constitucional le
corresponde participar en el control de la gestión pública estando para ello
el Estado obligado a facilitar la generación de las condiciones más
favorables para su práctica, debería tener el mismo la potestad de ejercer
esas mismas funciones, toda vez que sea competente para ello.
CAPITULO III
9. VALORES ETICOS Y MORALES EN LA ADMINISTRACION
9.1.Valores éticos de la administración pública.
Al ser las instituciones de carácter público, es importante contar con
personal formado en valores éticos y morales, entendiéndose como las
herramientas que forman la conciencia de los hombres y desarrollan
plenamente su capacidad de juicio26. La formación ética es vital en los
individuos pues éstos tienen un carácter eminentemente activo en la
marcha y desarrollo de los organismos. Precisamente, una de las causas
que ha provocado la desconfianza en las instituciones públicas es la
ausencia de principios y valores éticos, lo que da pie al incremento de
vicios o actitudes anti-éticas tales como la corrupción, el abuso de
autoridad, el tráfico de influencias, etc. Situaciones que impiden que se
alcancen las metas y objetivos institucionales.
Es por esto que al analizar la importancia y alcance que tienen los valores
éticos en la administración pública, es menester comenzar a definir los
elementos que servirán de guía para el entendimiento de esta
investigación, como es la ética, la administración pública y los valores
como enunciado general, la importancia de entrar a definir cada uno de
estos elementos va en razón de que estos pretenden llenar el vacío
ocasionado por el debilitamiento de las estructuras del estado al verse
infiltrado tan molesto enemigo como ha sido la corrupción, provocando así
la existencia de la probidad como oposición a la corrupción en la
administración publica
26 BERNARDO kliksberg La agenda ética pendiente de América Latina primera edición en español,
ediciones off ser viel 1444, Buenos Aires, Argentina, 2005. pag 16
Partiremos del valor como elemento general, los cuales deben ser
entendidos como aquellos principios que nos permiten orientar nuestro
comportamiento en función de lo que realizarnos como personas, definidas
también como creencias fundamentales que nos ayudan a elegir, apreciar
unas cosas en lugar de otras, o un comportamiento en lugar de otro.
También son fuente de satisfacción y plenitud
Quizás por esta razón tenemos la tendencia a relacionarlos como reglas y
normas de comportamiento, pero en realidad son decisiones. Es decir,
decidimos actuar de una manera y no de otra con base en lo que es
importante para nosotros como valor. Decidimos creer en eso y estimarlo
de manera especial.
Como segundo elemento encontramos la Ética que viene de vocablo
griego ethos, que significa el lugar donde vive el hombre. (El hombre vive
en el ser27) o según otra versión, es la fuente de la vida28, pero siguiendo a
Aristóteles, este la define como la costumbre. Por extensión se entiende
que se refiere a las costumbres, a su vez es aquella ciencia que estudia en
profundidad lo bueno y lo malo de la conducta humana, por lo que se dice
que esta ciencia ayuda a concientizar a las personas de modo que
reflexionen como ha sido el comportamiento que han llevado con aquello
que los rodea.
Y al definir administración pública encontramos que en sentido etimológico,
administración proviene del latín de “ad” y “ministrare” que significa “servir
a”, para otros autores proviene de “ad manusltrahere” lo que implica
“manejar, gestionar”. Por tal motivo se puede afirmar que son conceptos
27 ORELLANA Vargas, Patricio. Ética Pública, apuntes de clases. Chile 2001 Pag 29
28 ESCOBAR Valenzuela, Gustavo, Ética, introducción a su problemática y su historia, México,
McGraw-Hill... 1994 pag 25
casi idénticos resaltando el carácter de que es una actividad subalterna o
subordinada.
Al tener estos tres elementos definidos cabe hacer una precisión de lo que
verdaderamente es considerado como valores éticos de la administración
pública ya que al definir de manera separada cada uno no se encuentra el
sentido real de nuestro enunciado, por eso podemos afirmar que este
corresponde al saber administrar, encausar no solo los bienes del estado
sino las actuaciones de los funcionarios públicos29, tomando como base los
principios rectores de comportamiento para así desarrollar cabalmente los
fines esenciales de nuestro estado constitucional, social y democrático de
derecho.
En otras palabras los valores éticos son aquellas herramientas de dirección
y control que deben no solo tener sino aplicar aquellos funcionarios que en
razón de su jerarquía o sus funciones deben actuar de una manera
apropiada en razón de los fines esenciales de nuestro estado social de
derecho, sin embargo estas herramientas no debe entenderse como unas
herramientas represivas o coercitivas de comportamiento sino por el
contrario debe entenderse que son elementos propios de cada ser
humano, que estos deben estar de manera intrínseca en razón de un bien
social.
Es por esto que podemos analizar dentro de los valores éticos de la
administración pública los siguientes elementos que servirán como guía de
comportamiento para cada uno de los funcionarios públicos y a su vez
reglas para todos los ciudadanos de nuestro estado constitucional social y
democrático de derecho que ejerzan funciones públicas.
29BERNARDO kliksberg. Óp. Cit. págs. 259 – 280
Dentro de los valores éticos de la administración pública podemos
encontrar los siguientes:
HONESTIDAD
Esta debe ser entendida como aquella actitud consecuente del individuo,
signado por actuar basado en sus principios y por la predisposición de
comunicar la verdad, más allá de sus intereses, buscando en todo
momento el bien común. Este valor es indispensable para que las
relaciones humanas se desenvuelvan en un ambiente de confianza y
armonía, pues garantiza respaldo, seguridad y credibilidad en las
personas.
RESPONSABILIDAD.
El papel de la responsabilidad como principio constitucional del Estado de
derecho está referido a la efectividad de la necesaria sumisión del Poder al
derecho. Tal sumisión comprende, de manera principal, el control de la
legalidad de los actos de los órganos que ejercen el poder –interdicción de
la arbitrariedad-, y por vía de consecuencia, pero no por ello menos
importante, como la obligación de resarcir los daños causados por la
actividad ilegal.
Por lo general se considera que la responsabilidad forma parte integral de
los principios democráticos fundamentales y adquiere de este hecho el
status de un concepto no discutible. Sin embargo, para que sea un criterio
significativo para un gobierno moderno, es necesario que la
responsabilidad aborde los desafíos que se presentan hoy en día en los
gobernantes.
JUSTICIA
Esta es la voluntad de dar a cada cual lo que le corresponde otorgando el
mismo trato y acceso sin ninguna distinción.
TRANSPARENCIA
Es la predisposición de mostrar las cosas tal como son, cualidad exigente
en todos los seres humanos.
SOLIDARIDAD
Esta herramienta debe entenderse como la acción desprendida del
individuo signada por valores y principios éticos que le orienten a favor del
bien común.
En razón de lo anterior podemos analizar que los valores éticos en la
administración Pública señalan lineamientos concretos para ser aplicados
en la conducta del hombre que desempeña una función pública. Se
concibe como un área de conocimiento de contenido universal que agrupa
valores y virtudes orientadas por el espíritu de servicio público y tiene como
fuente básica la evolución humana30. Para Jaime Rodríguez-Arana “La
ética pública es la ciencia que trata de la moralidad de los actos humanos
en cuanto que realizados por funcionarios públicos”31.
Cuando se habla de la Ética pública, no es que se trate de una ética
especial para los asuntos de gobierno y administración pública, se refiere
30 GUTIÉRREZ Sáenz, Rafael. introducción a la ética esfinge 2009 pág. 34
31JAIME rodríguez-Arana, “La enseñanza de la ética pública”, Papeles de trabajo, Instituto Ortega y
Gasset, 198, p. 26
sencillamente a la ética aplicada y puesta en práctica en el ámbito público.
La ética aplicada en los servidores públicos implica un cambio esencial en
las actitudes de cada individuo,32 la cual se traduce en actos concretos
orientados hacía el interés público. Es lo que Weber denominó como “ética
de la responsabilidad”33.
Los valores Éticos en la administración Pública tienen por objeto conseguir
que las personas que ocupen un cargo público lo hagan con diligencia y
honestidad como resultado de la razón, la conciencia, la madurez de juicio,
la responsabilidad y el sentido del deber. Una adopción verdadera de la
ética exige un profundo cambio de concepción, de actitud psíquica, de
mentalidad, que logre impedir pensamientos corruptos.
En razón de lo anterior podemos concluir afirmando que los valores éticos
en la administración pública no deben ser vistos como algo teórico sino
por el contario, deben ser aplicados ya que es precisamente su ausencia la
que provoca que muchos de ellos en diferentes instituciones públicas
caigan y sigan cayendo en escándalos de corrupción, donde personas sin
escrúpulos ocupan cargos importantes del Estado escudándose además
en la imagen de ser hombres respetables u honorables.
9.2.La ausencia de valores en la administración pública.
La falta de ética en la función pública se manifiesta en la corrupción de los
funcionarios y combatirla tiene que ser permanente, para lo que no es
suficiente la enunciación de valores, sino arraigando los valores morales
que deben primar en el manejo de la cosa pública. Para esto, el estudio de
32 BERNARDO KLIKBERG Op Cit. pág. 260
33MAX WEBER, El Político y el científico. Pag. 23
la moral y de la ética en los niveles medios y superiores hará que lleguen a
la función pública ciudadanos conscientes de ser instrumentos eficaces
para la sociedad, aunque no tengan estímulos y estén sujetos a
represalias, cuando quieren imponer reglas éticas en la función pública.
Tenemos abundantes leyes y órganos de control que obligan a la
fiscalización de la Administración Pública y reglan la responsabilidad de
los funcionarios públicos y los derechos de los ciudadanos para informarse,
mediante la ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Y si
bien el funcionario público sabe cuáles son sus derechos, obligaciones y
prohibiciones, tanto en el campo ético como jurídico, el problema principal
estriba en que los órganos de control a veces no controlan y las leyes no
se cumplen.
La lealtad para con las instituciones y las normas vigentes deben primar en
el desempeño del cargo público. Usar correcta y honestamente los
recursos públicos y no abusar del Poder Público con fines corruptos34
como el nepotismo o para conseguir ventajas personales, no permitir el
conflicto de intereses entre lo público y lo particular o privado, excusándose
e inhibiéndose, cuando sea del caso, es cumplir por parte del servidor
público la ética, mereciendo la recompensa de la sociedad, no de los
particulares.
La corrupción amenaza sistemáticamente nuestro sistema democrático
cuando ciertos Gobiernos pierden legitimidad rápidamente y por ellos no
podemos consolidar la democracia, en la que nuestros ciudadanos ya no
creen.
34SOLARTE rodríguez Roberto Mario, Pontificia Universidad Javeriana, Colección apuntes de
teología “moral y ética de lo público” Bogotá 2000 pág. 264
Los valores éticos en la administración Pública señalan principios y normas
para ser aplicados en la conducta del hombre que desempeña una función
pública. Se concibe como un área de conocimiento de contenido universal
que agrupa valores y virtudes orientadas por el espíritu de servicio público
y tiene como fuente básica la evolución humana. Para Jaime Rodríguez-
Arana “La ética pública es la ciencia que trata de la moralidad de los actos
humanos en cuanto que realizados por funcionarios públicos”35.
Los conflictos de intereses en la administración pública se plantean una y
otra vez, y la opción de obrar bien o mal se presenta permanentemente. El
ejercicio del poder jurídico está presente cuando se designa a un
funcionario por criterios tales como ser un amigo, un pariente, el hijo de un
amigo desplazando a otro que ha concursado y se encuentra en igualdad
de condiciones, cuando se adjudica la licitación a un empresa por relación
de amistad, parentesco o interés económicos, “torciendo” las
interpretaciones o creando normas que simulen una legalidad que no
existe, cuando se otorgan habilitaciones, permisos, concesiones o
subsidios a favor de unos y en desmedro de otros guiados por fines
sectoriales o espurios, cuando se “cajonean” u obstaculizar los trámites, los
procedimientos de aquel con el cual se tiene alguna falta de afinidad Etc.
Esto tiene un impacto alto y negativo ya que conduce a que los
funcionarios públicos tomen decisiones con base a motivos ajenos a los
legítimos sin tomar en consideración las consecuencias que tienen en el
aspecto económico, político, social y cultural.
La pérdida de confianza de la sociedad civil en los funcionarios públicos,
ha originado la necesidad de retomar los aspectos éticos como una
dimensión posible para construir una ética política que soporte el
desenvolvimiento del sector público administrativo.
35 RODRÍGUEZ Arana Jaime. Óp. Cit. p. 45
La pérdida de confianza se da en razón de la existencia de varias causa
dentro de las cuales encontramos, causas formales (existencia de un
inadecuado ordenamiento jurídico e inoperancia práctica de las
instituciones públicas), culturales (cultura de la ilegalidad generalizada, la
persistencia de formas de organización y de sistemas normativos
tradicionales, la ausencia de una solidaridad amplia fundada en el
bienestar común) y materiales (las brechas existentes entre la dinámica del
mercado y la intervención pública; la de las necesidades reales de control
político y las condiciones formales de ejercicio del poder; entre los recursos
de la administración pública y la dinámica social, y, entre la impunidad real
y la responsabilidad formal de los funcionarios públicos).
El problema de la ausencia de valores en la administración no puede
resolverse sin referirse a la naturaleza humana. El hombre, según Platón,
tiene un alma formado de tres partes: inteligencia, voluntad y sensibilidad,
cumpliendo cada una de ellas una función específica dentro de la
sociedad en la que se desenvuelven los sujetos.
Sin embargo, el desequilibrio de ellas conducirá a la injusticia. Si la
voluntad y la sensibilidad galopan como caballos desbocados conducirán al
hombre a una catástrofe. Por eso la razón debe tener el puesto de
coordinar la voluntad y la sensibilidad. La justicia, según la definición de
Platón es darle a cada cual lo que le corresponde, es decir alcanzar la
armonía de las partes con el todo.
Una deliberación exhaustiva en relación tanto a la manera de frenar
actitudes anti-éticas en el ámbito público como a la recuperación de la
confianza del ciudadano conduce a la idea de que no es a través de
controles externos a los individuos que realizan la función pública, sino que
es a través de la sensibilización, del desarrollo de la conciencia así como
del establecimiento de principios internos en las personas como se podrá
evitar la realización de actos contrarios a los valores éticos. Pretender
someter a los hombres por la fuerza del poder o de la ley con controles
externos no es el mejor camino. “El derecho puede imponerse desde fuera,
no así la moral36.” “El conjunto de normas y controles no garantizan que el
empleado público actúe de forma éticamente correcta. Sólo la fortaleza de
las convicciones éticas del empleado puede cubrir el vacío que el contexto
produce.37”.
Sin embargo, no hay que creer que el Derecho es la Ética formalizada. El
derecho y la ley es un receptáculo de los principios éticos vigentes o
predominantes en una sociedad (buena o mala), sin embargo, puede
ocurrir que haya leyes que sean claramente ajenas y opuestas al bien.
Pero así como puede haber coincidencia entre Ética y Derecho, puede
haber diferencias. Pero esto nos lleva al problema de la legalidad y la
legitimidad. Un acto puede ser definido por la ley como probo y puede estar
en contra de los principios éticos fundamentales. De tal manera que la ley
puede ser legal, pero será ilegítima desde el punto de vista ético.
Pero lo que interesa establecer es que son cosas distintas en su
naturaleza. La ley, en su esencia, manda u ordena determinados
comportamientos, la Ética, en cambio, concibe el acto moral como
voluntario. No puede basarse en la obligación impuesta. Y sólo habrá acto
moral cuando éste se realiza en condiciones de libertad.
La aplicación adecuada de los valores en el servicio público conlleva el
Buen Gobierno. Un gobierno que se mantiene en sanos principios
proporciona un beneficio en la comunidad. Si un gobernante ignora u
36 CORTINA, Adela. 1998. Hasta un Pueblo de Demonios. Ética Pública y Sociedad. Grupo
Santillana de Ediciones. Madrid. P.197
37 RODRÍGUEZ Arana Jaime, óp. Cit p. 69
olvida los valores y no los practica, jamás podrá exigir ni esperar, que los
miembros de la organización los posean. Por lo tanto, es un deber moral
de todo individuo, sea funcionario o no, recordar e invitar a quien gobierna
a la práctica de valores, y disuadirle de cometer cualquier acto deshonroso.
Lo que concierne a la ética, no es la adhesión a principios abstractos, sino
la puesta en práctica de los mismos. El comportamiento ético se traduce en
actos concretos orientados hacía el interés público. El solo conocimiento
de los valores es inútil si no se ponen en operación. Toda discusión teórica
respecto a la ética sólo tiene sentido si se logra hacerla operativa mediante
la conducta de los servidores públicos. El deber ser es siempre positivo
pero su ejecución a través de la actuación, sin duda, siempre será mejor.
Los valores requieren aliados, una virtud jamás conseguirá sobrevivir si se
encuentra aislada y rodeada de vicios. Necesita estar defendida por otras
virtudes. Para obtener un nivel ético deseable se requieren garantías.
Nunca es suficiente una buena intención para gobernar. Incluso la ley sola
carece de fuerza, necesita apoyos. Sólo si un porcentaje amplio de
personas posee valores es posible hacer frente a los vicios y contravalores
en el sector público. Una sola persona con valores evidentemente
fracasaría si se encuentra en medio de tantas personas que carecen de
estos.
9.3. Ausencia de moralidad en la administración.
La modernidad se caracteriza por el racionalismo, por la creencia que la
razón es el instrumento que da el progreso que anhelan los seres
humanos38. Este paradigma, iniciado en el siglo XIII con Guillermo de
Ockam39, la modernidad se generalizó en el siglo de las luces, con el
38ARISTÓTELES. Ética a Nicomaco. Obras completas Madrid Aguilar 1973 Pag 27
39Guillermo de Ockhamfue un filósofoy teólogo medieval Inglés, (nació hacia 1285, quizás tan tarde
como1288, y murió en 1347o1348). En sus primeros años escribió muchas obras influyentes en la
positivismo y el empirismo científico. Descartes, en las ciencias naturales, y
los empiristas como Hume en las sociales, construyeron un edificio
intelectual y científico basado en el racionalismo. Para ellos lo que no se
demostraba empíricamente no era científico.
Estas ideas sirven de preámbulo, para enfatizar como se fueron
desplazando los pensamientos filosóficos de la moral como principio
fundamental en toda disciplina, específicamente en el derecho público, y
muy enfatizada mente en la administración pública40. No obstante, la
respuesta a las inquietudes básicas del hombre, las que le ayudan a
alcanzar la felicidad, no son exclusivas de una institución, deben ser
compartidas por todas. La empresa ya no es exclusivamente una máquina
de hacer riqueza. El estado no sólo debe dedicarse a repartirla. Las dos
tienen que dar también respuestas al sentido de la vida. La ética es parte
de su misión.
Desde que Max Weber escribió a principios del siglo XX su libro “La ética
Protestante y el Espíritu del Capitalismo” quedó bien definida la influencia
del nivel moral de una sociedad y su desarrollo económico.
En el mundo distintos intelectuales de prestigio internacional de la
actualidad, coinciden en la afirmación de que las sociedades
contemporáneas viven sumergidas en una crisis de valores y que los anti-
valores han invadido la vida diaria en diversos ámbitos de la vida pública,
política, social, económico, familiar, religioso o cultural. Al respecto, Hans
Küng escribió: “La crisis es ya una crisis moral de desmoronamiento de las
lógica, la filosofía y la teología filosófica. Para un estudio de estas obras ver Marilyn Mc Cord
Adams, Guillermo de Occam (NotreDame, 1987), o, para una breve reseña, el artículo de Paul
Spade "Guillermo de Ockham" en la Stanford Encyclopedia of Philosophy.
40ORELLANA Vargas, patricio. Ética Publica, apuntes de clases. Chile 2001 Pag 34
tradiciones, de un sentido global de la vida, de criterios éticos absolutos, y
carencia de nuevos fines, con todos los daños psíquicos que de ello se
derivan”.
Una conducta exclusivamente competitiva puede ser problemática al
impulsar el individualismo, fomentar la desconfianza y despertar la
agresividad, el odio, el rencor y el resentimiento entre compañeros. Un
modelo de competición rapaz llevado al extremo genera un estado mental
desviado y obsesivo y en consecuencia genera una conducta destructiva
en los contendientes. Una postura de esta naturaleza es una forma de
declaración de guerra, una batalla, a veces absurda, contra el compañero.
Para Adela Cortina “La regla de oro del individualismo, racional, neoliberal
diría: no inviertas en los demás más esfuerzo del que pueda proporcionarte
un beneficio”41. La autora destaca la importancia que tiene la codicia y la
avaricia en uno mismo, contrario a la ética y moral.
La nueva fase del desarrollo del capitalismo, caracterizada por la estrategia
neoliberal, ha contribuido a cambiar los valores de manera vertiginosa
tanto en las sociedades como en los gobiernos. Las nuevas formas de
actuación giran en torno al principio económico y a la individualidad lo que
genera que un individuo oriente su conducta hacía actitudes menos
solidarias.
Cuando la moralidad se ausenta de la vida pública de inmediato aparecen
conductas contrarias a la ética y la moral, basadas en anti-valores las
cuales han cobrado importancia en la vida política y en la gestión pública.
Actualmente, se encuentran en expansión dando pie a una conducta
basada en un pensamiento utilitarista. Actitudes como el individualismo, la
competencia o la acumulación de bienes materiales llevados al extremo,
41 CORTINA, Adela. Hasta un Pueblo de Demonios. Ética Pública y Sociedad. Grupo Santillana de
Ediciones. 1998. Madrid. P.77
contribuyen a la fragmentación y al desequilibrio del trabajo en conjunto
debido a que aquéllos individuos impulsados bajo estos principios se
encuentran en disposición de hacer cualquier cosa, sin importar respetar la
legalidad o al afectación a terceras personas con tal de conseguir sus
propósitos.
CAPITULO IV
10.MECANISMOS DE PARTICIPACION CIUDADANA EN EL CONTROL
FISCAL
10.1. Legislación para un control ciudadano
Para entrar a analizar nuestro enunciado es necesario tomar como
referencia la reflexión de Uriel Alberto Amaya, donde encontramos una
visión del control fiscal menos restringida, donde el concepto de gestión
fiscal tuvo su origen en el marco constitucional de 1886 y se conservó en la
Constitución de 1991, adicionando las características del control posterior,
a su vez este precisa afirmando que
"....la gestión fiscal, debe ser entendida como el conjunto de actividades,
operaciones y procesos que desarrolla la administración en todos sus
niveles, o los particulares cuando administran fondos o bienes públicos,
con el fin de cumplir tanto sus objetivos y metas especiales, como los fines
generales del Estado42”. Esta definición funda la participación ciudadana
en el control fiscal, bajo el marco de la democracia.
Con la nueva Carta Política el proceso de democratización empezó a
reflejarse en los diversos intentos de formulación de políticas públicas en el
campo de la participación ciudadana; estas políticas estuvieron
acompañadas de iniciativas de modernización de las instituciones del
Estado orientadas, por un lado, a superar los paradigmas tradicionales de
42AMAYA, Uriel Alberto. Fundamentos Constitucionales del Control Fiscal. Bogotá: Ediciones
Umbral, 1996.
organización de los asuntos públicos y por el otro a promover y fortalecer la
participación ciudadana en la vigilancia y control de la gestión pública, por
la vía de figuras como las veedurías ciudadanas y otras formas
representativas de intervención de la comunidad, a través de sus
organizaciones sociales y comunitarias.43
Desde el punto de vista teórico, Cunill44 quien ha elaborado una
interesante propuesta al tema de la participación ciudadana, enmarcada
por la “intervención en la actividad pública del ciudadano organizado en
sociedad civil, y no en la agrupación “estéril e infértil” de individuos sin
horizontes o problemas comunes, desconociendo los intereses públicos de
los derechos sociales y políticos, afirmando que la participación ciudadana
en el control fiscal debe rescatar aquella sentencia en la que “no se
concibe una democracia donde los gastos públicos no sean debidamente
fiscalizados45”.
Desde el punto de vista histórico, el período entre 1986 y 1994 representó
el primer paso para que la CGR involucrara a los ciudadanos en el control
fiscal, estableciendo como medio, la línea abierta para los casos de fraude
43La participación de los ciudadanos en los procesos de desarrollo local está contenida en algunas
de las leyes que a continuación se relacionan: Ley 99 de 1993: Participación de la Comunidad en
la gestión y preservación del medio ambiente; Ley 100 de 1993: Reglamentación del derecho a la
Salud y ampliación de la participación comunitaria en este sector; Ley 115 de 1994:
Reglamentación del artículo 67 y 68 de la C.N. y se presentan los espacios de para la participación
de la Comunidad Educativa; Ley 134 de 1994: Reglamenta los artículos 103 y s.s. de la C.N. que
institucionalizan los mecanismos de participación política de la ciudadanía; la Ley 152 de 1994, que
reglamenta el artículo 339 y ss. sobre la participación de la Comunidad en la elaboración de los
Planes de Desarrollo; Ley 142 1994: Reglamenta el artículo 369 de la C.N. sobre la participación
de la comunidad en la prestación de los Servicios Públicos; la Ley 489 de 1998 que reglamenta la
democratización de la administración pública y más recientemente la Ley 850 de 2003 de
Veedurías ciudadanas.
44CUNILL Grau, Nuria. Participación ciudadana. Caracas: CLAD, 1991.
45 PALACIO rudas, Alfonso. “Democracia y control fiscal”, en Revista Economía Colombiana, 80
años de la Contraloría. La voz de los contralores, CGR, Bogotá
al erario, abusos y despilfarro de los dineros públicos. En una segunda
fase, el proceso democrático de comienzos de la década del noventa, que
dio como resultado la Constitución política de Colombia de 1991 se tradujo
en un creciente interés por la apertura y desarrollo de espacios
institucionales para el fortalecimiento de la democracia política y social.
Los nuevos escenarios constitucionalmente consagrados avivaron el
interés de distintos   sectores políticos y sociales en favorecer la
participación de la sociedad civil en los asuntos del Estado, en razón de lo
anterior se puede analizar la siguiente normatividad tendiente a dar
participación a los ciudadanos en los asuntos del estado.
En la Constitución Política, Artículo 2, Son fines esenciales del Estado,
facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la
vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación.
Artículo 103 El Estado contribuirá a la organización, promoción y
capacitación de las asociaciones profesionales, cívicas, sindicales,
comunitarias,  juveniles, benéficas o de utilidad común no
gubernamentales, sin detrimento de su autonomía con el objeto de que
constituyan mecanismos democráticos de representación en las diferentes
instancias de participación, concertación, control y vigilancia de la gestión
pública que se establezcan.
Artículo 270 La ley organizará las formas y los sistemas de participación
ciudadana que permitan vigilar la gestión pública que se cumpla en
diversos niveles administrativos y sus resultados.
Artículo 318.2 Funciones de las Juntas Administradoras Locales: Vigilar y
controlar la prestación de los servicios municipales de desarrollo
económico y social y de obras públicas.
Artículo 369 La ley determinará los deberes y derechos de los usuarios, el
régimen de su protección y sus formas de participación en la gestión y
fiscalización de las empresas estatales que presten el servicio...
Desde el punto de vista contractual encontramos que Ley 80/93. Artículo
66. Establece que todo contrato que celebren las entidades estatales
estará sujeto a la vigilancia y control ciudadano. Las asociaciones cívicas,
comunitarias, de profesionales, benéficas o de utilidad común, podrán
denunciar ante las autoridades competentes las actuaciones, hechos u
omisiones de los servicios públicos de los particulares, que constituyen
delitos, contravenciones o faltas en materia de contratación estatal.
Ley 101/93. Artículo 61 y Ley 160/94, artículo 89. La participación de los
miembros de las comunidades rurales deberá ser amplia y pluralista, de
manera que garantice la mayor participación y representación ciudadana
en las deliberaciones del Consejo de Desarrollo Rural. Este establecerá
Comités de trabajo para temas específicos, incluyendo la veeduría popular
de los proyectos de desarrollo rural que se adelanten en el municipio.
Ley 136/94. Artículo 144. Las organizaciones comunitarias constituirán
juntas de vigilancias encargadas de velar por la gestión y prestación de los
servicios públicos municipales y de poner en conocimiento del personero,
contralor municipal y demás autoridades competentes, las anomalías que
encuentre.
Ley 142/94. Artículo 62. Por iniciativa de los usuarios suscriptores
potenciales se conformarán los Comités de desarrollo y control social de
los servicios públicos domiciliarios con representación de los usuarios
suscriptores o suscriptores potenciales.
Ley 134/94. Artículo 100. Las organizaciones civiles podrán constituir
veedurías ciudadanas o juntas de vigilancia a nivel nacional y en todos los
niveles territoriales con el fin de vigilar la gestión pública, los resultados de
la misma y la prestación de los servicios públicos Ley 136/1994. Artículo
167. Los organismos de control fiscal vincularán a la comunidad en la
realización de su gestión fiscal sobre el desarrollo de los planes,
programas y actividades que realice la entidad fiscalizadora, para que ella
a través de los ciudadanos y los organismos de participación comunitaria
puedan garantizar que la función del Estado esté orientada a buscar
beneficios de interés común que ayuden a valorar que sus contribuciones
estén siendo dirigidas en busca del beneficio social. Artículo 178, 22.
Funciones del personero: Promover la creación y funcionamiento de las
veedurías ciudadanas y comunitarias.
Ley 489/98. Artículo 32. Democratización de la Administración Pública.
Todas las entidades y organismos de la Administración Pública tienen la
obligación de desarrollar su gestión acorde con los principios de
democracia participativa y democratización de la gestión pública. Para ello
podrán realizar todas las acciones necesarias con el objeto de involucrar a
los ciudadanos y organizaciones de la sociedad civil en la formulación,
ejecución, control y evaluación de la gestión pública.
Entre otras podrán realizar las siguientes acciones:
1. Convocar a audiencias públicas.
2. Incorporar a sus planes de desarrollo y de gestión las políticas y
programas encaminados a fortalecer la participación ciudadana.
3. Difundir y promover los mecanismos de participación y los derechos de
los ciudadanos.
4. Incentivar la formación de asociaciones y mecanismos de asociación de
intereses para representar a los usuarios y ciudadanos.
5. Apoyar los mecanismos de control social que se constituyan.
6. Aplicar mecanismos que brinden transparencia al ejercicio de la función
administrativa.
Artículo 33. Audiencias públicas. Cuando la administración lo considere
conveniente y oportuno, se podrán convocar a audiencias públicas en las
cuales se discutirán aspectos relacionados con la formulación, ejecución o
evaluación de políticas y programas a cargo de la entidad, y en especial
cuando esté de por medio la afectación de derechos o intereses colectivos.
Artículo 34 .Ejercicio del control social de la administración. Cuando los
ciudadanos decidan constituir mecanismos de control social de la
administración, en particular mediante la creación de veedurías
ciudadanas, la administración estará obligada a brindar todo el apoyo
requerido para el ejercicio de dicho control.
Artículo 35. Ejercicio de la veeduría ciudadana. Para garantizar el ejercicio
de las veedurías ciudadanas, las entidades y organismos de la
administración pública deberán tener en cuenta los siguientes aspectos:
a) Eficacia de la acción de las veedurías.
b) Acceso a la información.
c) Formación de veedores para el control y fiscalización de la gestión
pública.
A su vez en razón de garantizar el ejercicio de los nuevos derechos
constitucionales por la vía de actividades legítimamente organizadas, y a
su vez entre 1994 y1999, se abre la División de Participación ciudadana,
bajo funciones específicas para:
1) Ejecutar los planes establecidos en el control fiscal participativo;
2) Aceptar y canalizar las denuncias de la comunidad en torno a
irregularidades en el manejo de los fondos públicos, y
3) Divulgar y capacitar a la comunidad en el tema del control fiscal
participativo, cuya orientación es la creación de las veedurías
ciudadanas (ley 850/2003).
En el año 2000, mediante Decreto 267, se creó la Contraloría Delegada
para la Participación ciudadana de la CGR, con el apoyo financiero del
Banco Mundial, consagrándose el control social ciudadano para apoyar la
labor de vigilancia fiscal de la CGR.
Para el cumplimiento de las funciones asignadas a la Contraloría Delegada
para la Participación Ciudadana se crearon dos direcciones operativas: la
Dirección de Atención al Ciudadano y la Dirección Promoción y Desarrollo
del Control Ciudadano. La primera, encargada de administrar el Sistema de
Recepción y Seguimiento de Denuncias Ciudadanas, articulando este
importante insumo a los procesos de auditoría y de responsabilidad fiscal,
bajo la premisa adicional de mantener informado oportunamente al
ciudadano a través de una estrategia de atención y orientación directa a la
ciudadanía; y, fortalecer el proceso auditor vinculando a las organizaciones
de la sociedad civil en las auditorías gubernamentales con enfoque integral
que adelanta la entidad. La segunda, por su parte, asumiría los procesos
de formación, capacitación y promoción de la participación de ciudadanía
en el control fiscal. El desarrollo de las distintas actividades propias de la
Delegada, se tradujo en una estrategia nacional de participación
denominada Control Fiscal Participativo.46
El Control Fiscal Participativo está conformado por cinco estrategias
fundamentales: información, formación, organización, auditorías articuladas
y el sistema de recepción de denuncias.
La participación y el control ciudadano son en gran medida las bases que
consolidan un sistema democrático orientado a la transparencia en la
rendición de cuentas y a prácticas dirigidas a fomentar la autogestión como
vehículo para reducir la asimetría que establecía un desequilibrio
fundamental entre el Estado y la sociedad civil. En estos términos, la
participación del ciudadano consolida y solidifica los sistemas
democráticos, por lo que se hace imperiosamente necesario que el Estado
garantice el acceso a la información fidedigna que facilite la intervención de
la ciudadanía en todo lo concerniente al manejo y control de los fondos
públicos y que la estructura del Estado garantice, la existencia de normas y
mecanismos que permitan exigir el acceso a la justicia por parte del
ciudadano.
Las comunidades y las organizaciones podrán solicitar la realización de
audiencias públicas, sin que la solicitud o las conclusiones de las
audiencias tengan carácter vinculante para la administración. En todo caso,
se explicarán a dichas organizaciones las razones de la decisión adoptada.
46La expresión CONTROL FISCAL PARTICIPATIVO, hace referencia al conjunto de subsistemas
que integran las herramientas, mecanismos y procedimientos para garantizar una efectiva
vinculación de la ciudadanía y de las organizaciones civiles, a los procesos de vigilancia y control a
la gestión pública y, su articulación con el control fiscal que ejerce la entidad.
10.2. Participación ciudadana en el control fiscal.
Al entrar a analizar este tema de suma importancia para nuestra sociedad
es deber recordar que la existencia de un estado social democrático
constitucional y de derecho, como el nuestro, no es un simple enunciado o
tipo de sistema político como muchos pueden afirmar, es más que esto,
desde que se instauro nuestra carta política de 1991 siempre se ha
caracterizado por ser un estado más trasparente y participativo es así que
se ha implementado la participación de los ciudadanos en pro de un
perfecto control sobre los recursos de nuestro estado47, erigiendo así a un
estado democrático y participativo, sin ningún tipo de reserva social ya que
lo que se pretende es reforzar la participación de los que verdaderamente
tienen el poder de decidir el futuro de un estado, como es el pueblo, el
cual debe pasar de un estado de observador y oprimido a aun estado mas
revolucionario y participativo48, todo esto en razón de la completa
preeminencia de la probidad en las actuaciones del estado, en toda clase
de intromisión de la mano el hombre, buscando así un equilibrio social real
no dejándonos llevar a un plano utópico.
Por tal motivo son muchos son los pronunciamientos sobre la participación
ciudadana y el control fiscal por eso una de las funciones de los contralores
de todos los órdenes territoriales es promover la partición ciudadana, de
conformidad con la constitución política.
La veeduría es un mecanismo de participación ciudadana concebido para
que las personas desarrollen la tarea del control a la gestión pública y al
uso adecuado de los recursos públicos. Esta forma de participación
requiere entonces un ejercicio de regulación distinto, porque a diferencia
47MISAS Arango Gabriel y otros óp. cit Pag 206 y ss
48 BARRIOS Varela Edgar. Manual de control fiscal, participación ciudadana y lucha contra la
corrupción. Contraloría Santiago de Cali 2003. Pag 37.
de la toma de decisiones que necesita de normas claras que establezcan
los procedimientos para elegir y decidir, las veedurías ciudadanas debido a
su labor de control de la gestión estatal sobre asuntos específicos y
particulares requieren de independencia y autonomía frente al Estado. Por
lo tanto, a éste le queda la responsabilidad de ayudar en la organización y
capacitación de los (as) ciudadanos (as) que deseen hacer veeduría, pero
no puede incidir de forma determinante en los asuntos sobre los que éstos
pueden hacer control y en las maneras en que pueden ejercerlo.
Es claro que las veedurías son expresión genuina de principios como la
soberanía popular y la participación, pero también es evidente que
tenemos mucho camino por construir para lograr una consolidación de
estos principios constitucionales, de cómo la participación va fortaleciendo
sus propias herramientas para hacerse efectiva en el país.
Sin embargo, aunque en múltiples cartillas y publicaciones, se involucran
muchas leyes para significar que a partir de ellas se fortalece la
participación ciudadana, las veedurías49, etc., muchas de estas leyes con
sus consagraciones se refieren al control social50, no ajeno pero si
sustancialmente diferente del control fiscal, constitucionalmente
desarrollado y aun legalmente llamado a la comunidad para que participen
denunciando y vigilando, sin embargo el control fiscal, diferente del control
social, es especializado; por su parte el control social es abierto,
precisamente para que sea social, general y lo pueda realizar cualquier
agremiación, grupo de ciudadanos o una persona individualmente
considerada.
49RESTREPO correa, león Jairo Enfoque jurídico del control fiscal en Colombia Editorial Leyer
2001 pág. 57
50, RESTREPO CORREA JAIRO LEÓN, ibídem pág. 58
Es por esto que se puede afirmar que la vinculación de la sociedad
organizada al control de la gestión pública es un elemento trascendental en
la concepción y la práctica del mismo. Se ha superado ya la etapa de hacer
conocer los derechos de los ciudadanos para pasar a un escenario en el
cual los ciudadanos y sus organizaciones respectivas se convierten en
vigilantes del manejo de los asuntos públicos, en una auténtica expresión
de la democracia participativa.
Es por esto que en Colombia existen diferentes mecanismos para ejercer
el control fiscal a la gestión pública y que los servicios sociales bien sean
prestados por el Estado o por los particulares a través de un variado tipo
de organizaciones ciudadanas. Este control y la fiscalización de la gestión
corresponden tanto a ciudadanos individualmente considerados como a los
ciudadanos organizados colectivamente.
De ahí que en la norma marco respectiva se defina la comunidad como
fuente del poder de control fiscal y se establezca la participación ciudadana
como criterio de organización de la entidad fiscal superior51.
Para lo anterior, se operan estrategias, instrumentos y mecanismo como
los mencionados a continuación:
• Atención de denuncias y orientación al ciudadano;
• Procesos de formación ciudadana;
• Organización en comités de vigilancia ciudadana y otras formas de
veeduría;
51GAMARRA Hernández Antonio, Control fiscal, funciones de advertencia y lucha contra la
corrupción T. II Contraloría General de la República 2006 Pág. 162
• Asesoría y acompañamiento a ciudadanos y organizaciones
sociales;
• Ejercicio de auditoría articuladas con la ciudadanía;
• Audiencias públicas;
• Foros deliberativos;
• Diseño y ejecución de agendas ciudadanas y
• Suministro de información a través del portal institucional que
funciona en internet.
Son claros los beneficios de vincular a la sociedad en el proceso auditor:
amplía la cobertura del control y quizá lo más importante, genera una
cultura ciudadana hacia el control, con lo cual se masifican sus efectos al
convertirse cada ciudadano en un auditor social por excelencia.
Por tal motivo la participación ciudadana es aceptada por las entidades
fiscalizadoras superiores como un factor prioritario en el control de la
gestión del estado, que ayuda a la realización de los planes
gubernamentales, en especial de los locales.
Igualmente, la participación ciudadana incrementa la confianza y la
credibilidad en las instituciones y los gobernantes; en particular, hacia las
entidades fiscalizadoras superiores y el control fiscal, con lo que se
contribuye a la acumulación de capital social en nuestro país.
Además, la participación ciudadana es un soporte de los procesos de
descentralización y desconcentración de nuestros estados, por lo que
tienen una especial expresión en las dinámicas sociales e institucionales
de órdenes local y regional.
Ante el reto de convertir el andamiaje institucional en una estructura
eficiente, que respondiera a las expectativas de la ciudadanía, se inicia en
1999 un importante proceso de reestructuración que, entre otros aspectos,
posicionó la participación ciudadana en el control fiscal como un pilar
fundamental para cumplir con la misión que constitucionalmente le fue
asignada a la Contraloría General de la República.
Desde 1994, la Contraloría General de la República habilitó un espacio
para que los ciudadanos denunciaran las irregularidades en el manejo de
los recursos públicos, creando la División de Participación Ciudadana.
Aunque realmente estamos construyendo y explorando desde el año 91 la
coexistencia de una democracia participativa y una democracia
representativa, que ha generado un espacio de intersección más o menos
efectivo entre los dos modelos en el que se ha empoderado al ciudadano y
donde se ha obligado a los entes públicos a atender sus superiores
peticiones y requerimientos.
Ese prolijo marco constitucional, como es lógico, tiene un nutrido desarrollo
legal mediante la expedición de normas generales y sectoriales que crean
y otorgan alcances a mecanismo de participación ciudadana y control
social. Muestra de ello es la expedición de alrededor de 21 leyes
directamente relacionadas con la participación ciudadana o la aprobación,
luego de un amplio proceso de concertación, como la ley 134 de 1994 ley
de mecanismo de participación ciudadana y a su vez la ley 850 de 2003,
ley estatutarias de las veedurías ciudadanas.
Estas últimas, veedurías ciudadanas son entendidas como una estrategia
de participación y de fortalecimiento de la sociedad civil, debe trascender
la simple fiscalización de la gestión pública y abordar el seguimiento a
procesos sociales y a organizaciones no gubernamentales en busca de la
trasparencia y el mejoramiento de situaciones y/o programas que le
competen. De tal forma que todo ciudadano o grupo de ciudadanos pueden
hacer veeduría ciudadana sobre el asunto, obra o programa que estimen
conveniente. Al mismo tiempo, según se establece en los artículos 40 y
270 de la constitución, es la potestad y el deber que tienen todos los
ciudadanos para vigilar la gestión pública y sus resultados.
De acuerdo con lo establecido con el artículo 99 de la ley 134, conocida
como la Ley Estatutaria de Mecanismos de Participación, las
organizaciones cívicas pueden constituir veedurías ciudadanas o juntas de
vigilancia en todos los niveles de la administración pública, cuya acción
puede abarcar tres áreas claramente delimitadas52: vigilancia de la gestión
pública, los resultados de la misma y la prestación de los servicios
públicos. Según estas normas, las veedurías ciudadanas pueden y deben,
participar en el control la vigilancia de la fase de gestión, de las
decisiones que para tal fin se toman y en general, de todos los actos
incluso las omisiones que se den en esta fase.
Es así como también el decreto 267 de febrero de 2000 en su artículo 55
crea la Contraloría Delegada para la Participación Ciudadana, la cual
cuenta con dos direcciones: la de Atención Ciudadana y la de Promoción y
Desarrollo del Control Ciudadano, encargadas de implementar el Sistema
de Control Fiscal Participativo.
La Contraloría Delegada para la Participación Ciudadana pone en práctica
el concepto de control fiscal participativo como el conjunto de estrategias
que posibilitan la articulación del control ciudadano y el control fiscal que
compete a la Contraloría.
52 ARANGO Gabriel misas, Óp. Cit Pág. 174
Este amplio marco normativo ha posibilitado la integración de los
mecanismos de participación política, de control social y en particular de
las estrategias de control fiscal participativo. En resumen, en Colombia
tenemos un ambiente jurídico propicio a la participación ciudadana en el
control fiscal.
Esta normatividad también está orientada a promover, formar y garantizar
una participación activa y comprometida de la ciudadanía con la
salvaguarda y vigilancia del manejo de lo público, así como a apoyar la
labor de vigilancia fiscal sobre la gestión pública y a garantizar su
transparencia y mejoramiento.
Es por esto que al mirar el control fiscal participativo podemos ver que este
está conformado por cinco estrategias: información, formación,
organización, atención de quejas y denuncias y, auditorías articuladas.
En cuanto al específico campo de la participación ciudadana en el control
fiscal, hay que recordar que la denuncia sigue siendo el principal y más
generalizado mecanismo de control ciudadano. En paralelo, las entidades
fiscalizadoras superiores adelantan procesos de capacitación al ciudadano,
cuya finalidad es la de aportarles destrezas para el mejor uso de los
mecanismo de control fiscal participativo.
Así a través de la denuncia y de las auditorias articuladas con
organizaciones de la sociedad civil, los ciudadanos se vinculan al control
fiscal micro y a los procesos de investigaciones, juicios fiscales jurisdicción
coactiva.
Es por tal motivo que se puede concluir afirmando que con todas estas
tareas y acciones se busca contribuir a la formación de ciudadanos
solidarios, informados, formados, organizados y en ejercicio de un control
ciudadano responsable y efectivo, de forma articulada con la entidad
fiscalizadora superior.
10.3. Aportes del control fiscal ciudadano a la trasparencia.
Durante los últimos años se ha generado en Colombia un creciente interés
por la apertura y desarrollo de espacios institucionales para el
fortalecimiento de la democracia política y social. Estos escenarios han
sido propuestos con el ánimo de favorecer la participación de los distintos
actores de la sociedad civil en los asuntos del Estado y garantizar el
ejercicio de sus nuevos derechos constitucionales por la vía de actividades
legítimamente organizadas.
Después de 1991, con la nueva Carta Política, este proceso se empezó a
reflejar en los diversos intentos de formulación de políticas públicas en el
campo de la participación ciudadana que fueron acompañadas por las
disposiciones constitucionales y legales tendientes a modernizar el
Estado53, a superar los paradigmas tradicionales de organización de los
asuntos públicos y a desarrollar experiencias ciudadanas para la vigilancia
de la gestión pública, como un vehículo para garantizar su legitimidad y
reconocimiento frente a otros actores del Estado.
Por eso la Organización para la Cooperación y el Desarrollo (OECD),
reconoce que la “participación más amplia de todas las personas es el
principal factor para fortalecer la cooperación para el desarrollo”
Sin duda el marco constitucional y legal colombiano ha favorecido el
desarrollo de importantes acciones de participación ciudadana en el control
53BEJARANO, Alberto. Memorias de conferencia, “mejoramiento del control fiscal desde la
comunidad y el ciudadano: una visión consolidada desde la territorialidad pag 32
de la gestión pública y es así como hoy se registran instrumentos legales
que permiten la participación ciudadana en los procesos locales.
Este marco legal sin duda ha favorecido la incidencia de la ciudadanía en
los aspectos centrales de la gestión estatal. No obstante el camino
recorrido y del aprendizaje que solo da la experiencia, aún es necesario
desarrollar un importante esfuerzo desde la institucionalidad y desde la
misma sociedad civil quien finalmente se verá beneficiada de una mayor
transparencia en el manejo de los recursos del Estado.
A pesar de los importantes avances constitucionales y legales en el campo
de la participación ciudadana en Colombia y del esfuerzo de las distintas
organizaciones sociales por vincularse activa y efectivamente al control de
la gestión pública, las diversas experiencias de control ciudadano
desarrolladas en el país se caracterizaron, por lo menos en la primera
parte de la década de los noventa, por la falta de resultados concretos, en
la medida en que no existía una clara articulación de las iniciativas
ciudadanas en este campo con las políticas de las entidades de control y
del gobierno que permitieran canalizarlas. Tal hecho, se tradujo en una
pérdida de credibilidad de la ciudadanía en la efectividad de las
instituciones estatales para ponerle freno a la corrupción, al desgreño
administrativo y a la falta de gestión de las entidades del gobierno, esto sin
tener en cuenta el alto costo social que representa para el país asumir
tales problemas, observando que los problemas más habituales en los
cuales día a día se trabaja para fortalecerlos son:
• La debilidad del tejido social, que se expresa en una fragmentación
de los intereses de los ciudadanos, y que se constituye en un freno
a la formación de una ciudadanía más activa y comprometida con la
transparencia de la gestión pública.
• La persistencia de una cultura institucional donde el trabajo se
centra en el funcionario, que en algunas ocasiones considera la
participación ciudadana en el control de la gestión pública como algo
ajeno o incluso como un elemento que puede entorpecer a su labor.
• El rezago tecnológico en las comunicaciones interinstitucionales que
hacen lenta la producción, transmisión y consolidación de
información, desde el nivel desconcentrado y hacia el nivel central y,
en sentido inverso.
• La tendencia de las instituciones sujeto de control, a percibir a los
organismos de control, por su función fiscalizadora, como coactiva y
represora,  lo que dificulta un trabajo articulado en función de
vincular a la sociedad civil al proceso de gestión, vigilancia y control
de los recursos públicos que administran las entidades del Estado.
• La compleja situación de orden público, que limita las posibilidades
de movilización y desenvolvimiento normal de la vida nacional,
constituye una determinante para lograr una acción directa y
continúa con las comunidades interesadas en adelantar vigilancia a
los proyectos de inversión que se desarrollan a nivel regional.
Sin embargo de los muchos problemas estructurales, como se observó
anteriormente, se logro fortalecer aquellos puntos en contra los cuales en
principio mermaron la participación ciudadana, es así cuando a partir de
1998 se inicia un proceso de transformación sin precedentes en el país
orientado a fortalecer los espacios institucionales  y ciudadanos para
hacerle frente a la corrupción. La Contraloría General de la República de
Colombia asumió la tarea de liderar un proyecto de participación ciudadana
en el control de los recursos públicos, pues entendía que sin su concurso
era imposible detectar los focos de corrupción y asumir a cabalidad la
misión constitucional de velar por el buen uso de los recursos públicos so
pena de precipitar su caída en los anales del desprestigio institucional de la
corrupción.
El primer paso fue el de adelantar una redefinición de la estructura
orgánica de la entidad en donde se privilegió la participación en el control
fiscal creando una Contraloría Delegada para la Participación Ciudadana al
mismo nivel administrativo y de toma de decisiones que las demás
Contralorías delegadas sectoriales, y se definió una política institucional
para la participación ciudadana en el control fiscal, hay que recordar que
dicha contraloría delegada nunca fue una entidad de papel, al contrario la
creación de esta entidad contribuyo al fortalecimiento de la participación
ciudadana ya que es aquí donde se fomenta dicha participación, prestando
la mejor y mayor orientación a todos los ciudadanos para una efectiva
participación ciudadana en el campo del control fiscal colombiano.
En desarrollo de lo anterior y con la creación de la contraloría delegada
para la participación ciudadana se llegó a establecer en desarrollo de
muchas experiencias después de pasar un camino lleno de inconvenientes
normativos, hasta llegar a obtener como se resultado mayores aportes del
control ciudadano para la mayor existencia de la probidad y trasparencia
en la administración pública por medio del control fiscal, dentro de los
cuales podemos apreciar:
• Un aumento sistemático de las denuncias ciudadanas interpuestas
ante la entidad, que da cuenta de una mayor credibilidad en la
institución, logrando así una mayor disposición y participación por
parte de los ciudadanos en pro de una mayor trasparencia en
cuanto el actuar de las entidades.
• En el creciente aumento en la conformación de Comités de
Vigilancia Ciudadana a los más importantes proyectos de inversión
del país y su impacto en términos de organización social y de
vigilancia de la gestión a las entidades ejecutoras.
• En la participación creciente de las organizaciones sociales en las
auditorías gubernamentales integrales que adelanta la entidad.
• En el aumento en las solicitudes de capacitación de la ciudadanía
sobre control fiscal participativo y el reconocimiento de las
organizaciones sociales y estatales en este campo.
• En el impacto de las audiencias públicas sobre el proceso auditor y
el reconocimiento que la ciudadanía hace de este instrumento.
• En el aporte de la ciudadanía a los procesos de responsabilidad
fiscal y jurisdicción coactiva54.
• En el establecimiento de convenios con organizaciones civiles de
reconocida idoneidad.
Por tal motivo La participación y el control ciudadano son en gran medida
las bases que consolidan un sistema democrático orientado a la
transparencia en la rendición de cuentas y a prácticas dirigidas a fomentar
la autogestión como vehículo para reducir la asimetría que establecía un
desequilibrio fundamental entre el Estado y la sociedad civil.
54El Proceso de Responsabilidad Fiscal tiene por finalidad obtener una declaración jurídica en la
cual se precisa con certeza que un determinado servidor público o particular debe cargar con las
consecuencias que se derivan de sus actuaciones irregulares en la gestión fiscal que se ha
realizado y que está obligado a reparar el daño causado al erario público, por su conducta dolosa o
culposa. La Jurisdicción Coactiva es la facultad que le ha sido conferida a la Contraloría para
adelantar juicios fiscales a los implicados en el manejo irregular de los recursos públicos.
Contraloría General de la República de Colombia. "Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral"
Audite 2.0 Instrumento de Calidad. 2001
En estos términos, la participación del ciudadano consolida y solidifica los
sistemas democráticos, por lo que se hace imperiosamente necesario que
el Estado garantice el acceso a la información fidedigna que facilite la
intervención de la ciudadanía en todo lo concerniente al manejo y control
de los fondos públicos y que la estructura del Estado garantice, la
existencia de normas y mecanismos que permitan exigir el acceso a la
justicia por parte del ciudadano.
Es por esto que la participación del control ciudadano no se debe reducir a
la crítica, muchas veces destructiva y sin fundamento, sino que debe
contribuir al logro de una gestión efectiva, que haga posible, que la
prestación de servicios por parte del Estado, se realice garantizando el
bienestar general, y los derechos de los ciudadanos los cuales tienen la
posibilidad de proponer iniciativas, realizar consultas sobre diferentes
temas, informarse sobre una situación concreta, decidir en algunos
espacios, concertar sobre la solución a problemas, colaborar en la gestión
de recursos, control y vigilar el cumplimiento de las decisiones tomadas y
fiscalizar el cumplimiento de las decisiones de índole fiscal o de inversión
del Estado.
Por tal motivo se puede concluir afirmando que el ejercicio participativo del
control fiscal ciudadano depende de varios factores. Está estrechamente
ligado, de una parte, al desarrollo de una mayor conciencia de la sociedad
sobre los derechos y deberes ciudadanos, y de otra, al desarrollo de la
voluntad de las administraciones para poner en práctica la participación
ciudadana, con un sentido de democratizar el ejercicio de lo público, de
transformar las relaciones entre el Estado y la sociedad civil y de
empoderar a la ciudadanía. El avance del control social depende, también,
de que haya condiciones de  seguridad que posibiliten a la ciudadanía
ejercer sus derechos fundamentales a la expresión, organización, reunión y
crítica.
CAPITULO V
11.LO ETICO, MORAL Y LEGAL EN LA ADMINISTRACION PUBLICA
11.1. Lo ético en el funcionario público.
El hablar de lo ético en los funcionarios públicos es hablar de una de las
herramientas más valiosas que deben tener los funcionarios de la
administración, ya que son estos los que en última medida convertirán el
estado en una cara amigable y trasparente para los demás ciudadanos,
esto en razón de sus actuaciones, donde deberá reinar la probidad como
contrapuesto a la corrupción, como fenómeno devastador de nuestras
estructuras políticas, dicha herramienta debe ser cada día más
aprehendida y fortalecida en razón de los muchos cambios sociales en los
cuales nos vemos envueltos, donde es necesario afrontarlos y derrotarlos
con la espada de la verdad y la armadura poderosa de la ética, entendida
esta, como el conjunto de valores propios del funcionario.
Por tal motivo podemos definir a la Ética pública como el comportamiento
moral de los servidores públicos, los políticos y sus creaciones
institucionales (como el Estado, el servicio público, etc.), a su vez en la
Grecia clásica, como la participación en el poder era masiva, la Ética era
esencialmente pública e inseparable de la política, ya que todos (los
hombres libres) eran políticos y servidores públicos.
La ética para los servidores públicos se refiere a situaciones de aplicación.
El bien común, lejos de ser una abstracción, se materializa en cada acto
realizado en las múltiples instancias de la Administración Pública. Es la
suma de miles de decisiones diarias de los servidores que laboran en las
organizaciones públicas. Cada funcionario se encuentra diariamente con
dilemas éticos que unas veces resuelve de manera rutinaria y otras como
resultado de una profunda reflexión. Aunque el sentido común alberga
principios básicos que nos permiten conocer lo que es correcto de lo que
no, existen situaciones en lo que lo bueno no siempre resulta evidente. La
decisión en un conflicto puede ser equivocada si la persona no cuenta con
una escala de valores que le permita discernir adecuadamente.
En el momento en que el hombre decide y actúa, la respuesta puede ser
justa o injusta, adecuada o inadecuada. Por eso es importante que los
servidores públicos cuenten con un marco que les sirva de guía en sus
decisiones. De esta manera, la ética pública da al servidor público un
conocimiento que le permite actuar correctamente en cada situación por
difícil que esta sea al ofrecer criterios para encontrar soluciones
adecuadas.
A su vez el hombre transmite e incorpora sus valores a sus creaciones. El
Estado como creación social del hombre lleva sus valores y una cosa no
humana -pero creación humana- se le asigna una Ética, es decir un
comportamiento probo. Hay muchas teorías que explican este fenómeno:
la cultura impregna al Estado, el Estado es la Ética en formación, los
tripulantes del Estado (los políticos) llevan e instalan su Ética, la clase
social que controla el Estado impone su Ética, la religión predominante
impone su Ética, etc.
Es evidente que los actos éticos de los funcionarios públicos y de los
políticos pueden involucrar a particulares (por ejemplo, que éstos paguen
coimas). Pero, desde un punto de vista operativo, la lucha en contra de la
corrupción debe focalizarse y es mucho más sencillo y potente focalizarla
en los funcionarios y políticos que en la sociedad completa. Esto no impide
que se persiga las responsabilidades penales y civiles de los particulares
(pero no se puede perseguir la responsabilidad administrativa porque no
son servidores públicos).
Es por tal razón que Platón responde que la naturaleza humana trasciende
al Estado: "Tal es el hombre, tal es el Estado". De manera que los hombres
definen la naturaleza del Estado. Sus cambios son según "cambia el
carácter de los hombres".
El problema es que los hombres son distintos, en algunos predomina la
voluntad, en otros el deseo o sensibilidad y en otros la razón. Unos son
ambicioso y apasionados, otros valientes y agresivos, otros reflexivos y
ajenos del mundo. En el Estado deben participar todos y cada uno aportar
lo que tiene, pero es imprescindible, que igual que en el hombre concreto,
la razón logre la armonía con la sensibilidad y la voluntad. Aquí está la
utopía de Platón: deben gobernar los sabios, deben defender al estado los
valientes y deben producir los restantes (aquellos en los que domina la
sensibilidad). De esta manera se lograra la justicia (dar a cada cual lo que
corresponde).
Esta idea de la República de Platón ha sido criticada como una concepción
antidemocrática (Platón era aristócrata). Pero si se examina bien, lo que
propone es que los sabios sean los que gobiernen porque son los únicos
que no ambicionan riqueza ni poder. Estos sabios no son una clase social
hereditaria. Son los mejores hombres producidos por la sociedad y por un
sistema educacional No son los mejores, sino que deben ser los mejores y
todos tienen oportunidad de serlo si siguen el camino del conocimiento
(porque los sabios no son de sangre o clase, son de intelecto y virtud)55.
55DURANT, Will. Historia de la filosofía. Buenos Aires, 1961 pag 77.
Es por esto que la ética se vuelve un instrumento necesario el cual se
orienta al estudio de las acciones humanas, por lo cual las explicaciones a
las distintas conductas giran en torno a esta disciplina. Cada acto que
realiza el hombre tiene su fundamento o justificación en la ética56. Cuando
los hombres públicos responden a una filosofía ética, se auto-controlan al
ser responsables de su conducta y de cada uno de sus actos. De esta
manera, la ética es el mejor instrumento porque conlleva el autocontrol
mediante el uso correcto de la razón a partir de la idea de servicio
colectivo, elemento importante en los servidores públicos ya que como
señala Adela Cortina “El interés del Estado no puede depender de las
pasiones del príncipe, ni siquiera de su deseo de ser malo o bueno sino
que exige un profundo autocontrol57”
El funcionario con ética es el mejor salvaguarda de los fines del Estado. Su
lealtad y servicio son para la comunidad política58 y es a ésta a quien debe
rendir cuentas ya que de ahí proceden los recursos para su remuneración.
Lograr que la ética se institucionalice dentro de la filosofía y cultura
institucional permitirá reorientar las actitudes nocivas.
En suma, en palabras de Michel Crozier, “El interés general está
encarnado por servidores especiales, esos altos funcionarios
cuidadosamente seleccionados, educados para ser guardianes. Los
políticos son, por supuesto, quienes deciden en última instancia, pero
orientados y guiados por los funcionarios, que poseen el monopolio de la
preparación de sus decisiones y que tienen tendencia a imponer su
concepción del interés general”59.
56SOLARTE rodríguez Roberto Mario, óp. cit. pág. 230
57 CORTINA, Adela. Óp. cit. P 65
58 Código de Ética, Ministerio de Protección Social de Colombia Págs. 7- 8
59CROZIER Michael Estado Moderno. México FCE, 1989 P, 65
Por tal motivo si la administración pública es el instrumento de que se vale
la política para contribuir al logro del bien común mediante el ofrecimiento
de bienes y servicios de calidad, los servidores públicos que la integran
deben estar motivados y concienciados. Una baja moral y una baja
motivación en los individuos fomentan actitudes anti-éticas, situación que a
su vez se refleja en una baja calidad en la operación de las instituciones.
11.2. Lo moral en el funcionario público.
Para comprender el tema de la moral pública es fundamental entender el
por qué se presentan situaciones donde la moral entra a jugar un rol. Tal
como lo señala Cooper60 , la justificación del estudio de la moral pública
radica en el hecho de que los funcionarios públicos tienen distintas
responsabilidades individuales. Estas responsabilidades61 muchas veces
generan alternativas difusas o simplemente opuestas al momento de tomar
una decisión. El funcionario, por lo tanto, debe tener un marco ético que le
ayude a resolver este tipo de dilemas.
En relación a lo anterior es menester recordar el concepto que los
pensadores clásicos como Aristóteles62, planteaban acerca de este
elemento, donde se planteaba cuestiones fundamentales referidas a la
moral que marcaron el inicio de la discusión normativa respecto de cómo
actuar en la sociedad. En el ámbito específico de la moral pública, o la
moral de los funcionarios públicos, el desarrollo es bastante más novato.
60 TERRY L COOPER, An Ethic of Citizenship for Public Administration Englewood Cliffs, Prentice
Hall. 1991 p 395.
61 Responsabilidades como las de padre, amigo, esposo, ciudadano, miembro de una determinada
agrupación social, entre muchas otras.
62 ARISTÓTELES. Ética a Nicomaco. Obras completas Madrid Aguilar 1973 Pag 52
Se ha señalado que el inicio de la reflexión sobre la moral de los
funcionarios públicos comenzó a gestarse con el llamado que hizo Wilson
Woodrow63 a desarrollar una administración pública científica, desligada
de las pasiones e influencias de la política contingente. Este proyecto
disciplinario planteado por Woodrow acarreaba una cierta moral, vale decir
un cierto estándar que la sociedad esperaba de sus funcionarios públicos.
Sin embargo El debate entre Finer64 y Friedrich65, durante los treinta,
marcó un punto de inflexión en la pugna entre dos visiones respecto de
cómo se debía actuar para mejorar y/o estimular la conducta moral de los
funcionarios públicos. Por un lado, Finer planteaba que la forma en que la
administración pública se debía asegurar que los funcionarios públicos
actuasen de manera proba, era a través de normas y regulaciones claras
orientadas a controlar a las personas. Por otro lado, Friedrich planteaba
que existían normas internas o subjetivas que ayudaban a regular la forma
en que se comportaban los funcionarios públicos. Esta dicotomía, al menos
en los países de ascendencia latina, estuvo marcadamente sesgada hacia
las corrientes más legalistas, que ponían acento en los controles externos,
y que, por lo tanto, consideraban que la moral de los funcionarios públicos
estaba marcada por las regulaciones, pero a la vez asumían un marco
ético ideal.
Sin embargo para algunos autores, el marco moral puede estar dado en el
contexto de la organización, generando las llamadas “organizaciones
63WOODROW Wilson. “The Study of Administration”, en Political Science Quarterly, Vol. 2 N° 2,
New York, pp. 197-222.1887
64 FINER, H. (1972), “Administrative Responsibility in Democratic Government”, en Bureaucratic
Power in National Politics, F. Rourke (ed.), Boston, Little Brown.pag 24
65 FRIEDRICH, C. (1935), “Responsible Government Service under the American Constitution”, en
Problems of the American Public Service, C. Friedrich ...[et al] (eds.), New York, McGraw-Hill.pag
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morales”. Este concepto, inicialmente desarrollado por Barnard66, se refiere
a que uno de los roles fundamentales del ejecutivo o administrador es el
crear organizaciones fuertes con valores y principios aceptados y
respetados por todos. Para él, no sirve de nada tener una organización que
funcione eficientemente si este funcionamiento no está sustentado en un
actuar moral de sus funcionarios. En el caso de las organizaciones
públicas en particular, esta noción se hace aun más trascendente, puesto
que no basta con asumir que las normas y regulaciones que estructuran la
acción de los burócratas67 bastarán para asegurar organizaciones morales.
Muy por el contrario, es en ellas donde la organización debe brindar un
soporte moral para que en caso de existir dilemas éticos y morales las
formas de abordarlos sean aceptadas por todos sus miembros. En este
contexto, Van Wart y Denhardt68 plantean que la propia estructura de las
organizaciones públicas muchas veces sirve de marco valórico para
enfrentar los dilemas morales.
Por tal motivo el punto de partida del enfoque que se ha adoptado se
refiere a que, independiente de los marcos normativos que sirven de
referencia para enfrentar un dilema ético, o más allá de la capacidad que
tenga la organización en el estímulo de prácticas morales, los funcionarios
públicos son agentes morales que deben utilizar su razonamiento ético o
moral al momento de enfrentarse a un dilema de este tipo69. Esto lleva a
que sea necesario estudiar y, eventualmente, intervenir en esta capacidad
de razonamiento.
66BARNARD, C. (1938), the Functions of the Executive, Cambridge, Harvard University Press. Pag
27
67SOLARTE rodríguez Roberto Mario, óp. cit. pag 275
68VAN WART, M. Y DENHARDT, J. (2001), “Organizational Structure”, en Handbook of
Administrative Ethics, T. Cooper (ed.), New York, Marcel Dekker (Public Administration and Public
Policy; N° 86). Pag 58
69STEWART, D. Y SPRINTHALL, N. (1991), “Strengthening Ethical Judgment in Public
Administration”, en Ethical Frontiers in Public Management: Seeking New Strategies for Resolving
Ethical Dilemmas, J. Bowman (ed.), San Francisco, Jossey-Bass.pag 103
Por eso, Mark LILLA escribió no hace mucho tiempo, que la vida moral del
funcionario es mucho más que enfrentarse con supuestos delicados, se
trata de adquirir un conjunto de hábitos operativos que le caractericen como
un auténtico servidor público, como un gestor de intereses colectivos que
busca su instauración en la sociedad. Ya que la conducción de la
administración pública no puede reducirse a la pura tecnicidad, requiere de
la totalidad de los factores del hombre, teóricos morales, religiosos,
culturales, históricos, sociales, éticos, etcétera.
En razón de lo anterior se puede afirmar que la moral en los funcionarios
públicos no debe ser entendida como una parte teórica o inamovible sino
como aquella parte funcional la cual permitirá el mejor desarrollo y
discernimiento de estos sujetos en el momento en que se sientan atacados
por situaciones económicos sociales los cuales buscaran desviar la
conducta del funcionario público hacia aquellos delitos como la
corrupción destruyendo las bases sociales de nuestro estado, por tal
motivo es necesario un cambio hacia una mentalidad positiva además de
necesario nos hará bien. Mejorando la moral de los funcionarios el nivel de
vida de los ciudadanos se incrementará, pues una de las normas morales
exige la realización de la justicia social.
11.3. Ética y moral, base de la trasparencia administrativa.
En el funcionamiento de la administración pública, la vinculación de la
actuación de los funcionarios públicos70 en relación con los cargos que
desempeñan es de alta importancia, en razón de que estos actores sociales
70 COMBELLAS, Ricardo. 1998. “Palabras pronunciadas en el acto de presentación oficial del
código de conducta de los servidores públicos en el Palacio de Miraflores”.
tienen que lidiar con algunos conflictos éticos; que se originan de dos
características generales de la función pública: su naturaleza representativa
y su carácter institucional. La primera genera conflictos entre los principios
de acción, mientras que la segunda los genera entre los principios de la
responsabilidad71.
Un aspecto interesante de este planteamiento es que reconoce que los
funcionarios públicos tienen una doble actuación: como agentes de la
ciudadanía (actúan para otros ciudadanos) y a su vez como personas; en
ambos contextos tienen derechos y obligaciones. De manera, que en el
contexto de la función pública orientan su comportamiento con los principios
de ambas actuaciones, es decir, con los valores éticos y morales inherentes
no solo a los deberes del cargo que ocupan sino a los valores personales y
también los generales compartidos por todos los ciudadanos.
El concepto de transparencia no es anti-técnico con el de eficacia. Para
obtener esa Administración transparente es necesario programar la
actividad y, por tanto, tomar decididamente la vía de la racionalización de
los procedimientos, que inevitablemente conduce a una mayor eficacia.
Pues bien, la Administración Pública debe ser transparente en su servicio a
los ciudadanos, ciudadanos que son quienes justifican su existencia72.
Durante los últimos años, la transparencia administrativa ha suscitado un
interés creciente y un amplio consenso. Por todo ello, hablar de
transparencia es hablar de valores esenciales en que se asienta la reforma
y modernización de la Administración Pública como caracterización de lo
visible, accesible y comprensible.
71 THOMPSON, Dennis. 1999. La Ética Política y el Ejercicio de Cargos Públicos. Editorial Gedisa.
Barcelona. Pág. 75
72SOLARTE rodríguez Mario. Óp. cit. pag 56
Ya que la manipulación hacia los ciudadanos o usuarios, el ocultamiento de
la información, el soborno, las lealtades malentendidas, la sumisión y
oportunismos de subordinados entre otros, representan algunas de las
violaciones de los principios éticos por parte de los funcionarios públicos.
Estos hechos generan lo que Thompson ha denominado el problema de
las manos sucias73.
Pero más importante que las formulaciones normativas es la transformación
de las ideas y comportamientos del personal al servicio de las
Administraciones públicas, capaz de hacer suyas estas importantes
transformaciones, dando contenido concreto en la práctica a las medidas de
reforma que se pretenden. Para ello es fundamental el comportamiento
ético y moral de los funcionarios. La Ética y Moral pública son necesarias
para reforzar las condiciones de credibilidad en la propia Administración
Pública y en sus agentes, algo sustancial a la transparencia administrativa.
Es más las consideraciones éticas y morales en la función pública tienen
una importancia creciente pues no se puede olvidar que el oficio público
supone una tarea de servicio a los demás.
Si enfocamos la necesidad de que las instituciones y organismos74 se
apropien de un “carácter” o “hábito” (tener un êthoseitica - moral) para darle
el sentido y legitimidad social a las actividades que realizan y por ende, las
que realizan los funcionarios públicos que interactúan en ellas, vale la pena
citar el Informe Cunill75 que plantea los principios fundamentales e
indispensables que deben guiar la relación entre estos agentes y los
ciudadanos que demandan los servicios de la administración pública. Estos
principios son:
73 THOMPSON, Dennis. 1999. Op cit. Pág. 67
74 CORTINA, Adela. 1998. Óp. cit. Pág. 67
75 CUNILL, Nuria Grau. Óp. cit pag 25
• La objetividad: los funcionarios públicos deberán realizar sus
actividades o tareas con base a las normativas que la regulan. Al
decidir sobre los beneficiarios de una medida deben elegir según los
criterios de focalización.
• La responsabilidad: todo funcionario público es responsable de sus
decisiones y acciones y, debe someterse al escrutinio
correspondiente; también debe tener capacidad para valorar las
consecuencias que sus decisiones pueden tener para la meta que
persigue su actividad profesional y por ende, para los afectados por
ella. Se refiere a una responsabilidad convencida y creativa, que
permita enfrentarse adecuadamente a situaciones de incertidumbre y
cambios.
• La transparencia76, integridad y neutralidad: cualquier actor social
que asuma un cargo público debe tomar decisiones basados en el
interés público. No deben hacerlo orientados por los posibles
beneficios materiales o financieros, ni para el bienestar de la familia,
amigos o conocidos.
• La honestidad: los funcionarios públicos están obligados a declarar
cualquier interés privado relacionado con sus responsabilidades
públicas y deben tomar las medidas necesarias para solucionar
cualquier conflicto.
• El liderazgo: los funcionarios públicos deben promover y respaldar
estos principios mediante el buen ejemplo y el liderazgo.
76CÓDIGO DE ÉTICA, Ministerio de Protección Social de Colombia Pág. 8
• Rendición de cuentas: los funcionarios públicos deben rendir cuentas
por las acciones y decisiones que afecten a la colectividad y además
estar dispuestos a someterse a la revisión y análisis de sus
acciones77.
Estos “principios” o “hábitos” juegan un papel importante en la toma de
decisiones de los funcionarios públicos y de las organizaciones en la que
interaccionan con los ciudadanos, ya que las decisiones no tienen como
base única las cuestiones técnicas, también envuelven “valores” (la
profesionalidad, la eficiencia, la eficacia, la calidad del servicio, la atención
al ciudadano, la imparcialidad y transparencia en los procesos, la
sensibilidad, entre otros) que deben ser la base para las decisiones y
actuaciones frente a situaciones de incertidumbre.
Existen algunos elementos o factores importantes en el desempeño de los
funcionarios públicos. Por un lado, la  capacidad técnica y personal de
éstos; de allí que es necesario la profesionalización del personal y el
estímulo del desarrollo de escuelas de capacitación para la función pública
(en los últimos años han tenido un auge importante). Y por el otro, se tiene
el aspecto de la remuneración de estos funcionarios, que debe ser acorde
con las exigencias del cargo y la responsabilidad que se delega en ellos, sin
dejar a un lado la constante cimentación de valores éticos y morales, base
para toda completa organización estatal.
En razón de lo anterior no sería correcto olvidar que desde la perspectiva
de la ética y moral del servicio público78, la actuación de los funcionarios
debe ser: adecuada, (dirigida a la consecución de los objetivos planteados
77 CORTINA, Adela. Óp. Cit pag 25
78 CUÑARRO c., Edith m. 2004. Modernización reflexiva y democratización en Venezuela. En:
Opción. Universidad del Zulia. Año 20. Nº 43. Págs. 119-142. Maracaibo
por la institución), establecerse una rendición de cuentas; existir solidaridad,
mantener relaciones de cooperación tanto con los ciudadanos como con los
diferentes actores sociales que participan en el contexto social, económico,
político y cultural.
Es por todo lo anterior que se puede concluir afirmando que los valores
éticos y morales juegan un papel muy importante a la hora de servir como
base para la trasparencia en la administración pública ya que estos
elementos, como lo hemos visto, sirven para orientar el comportamiento de
todos los funcionarios públicos sin importar su jerarquía dentro de una
institución, estos elementos se vuelven a su vez en piedra de tropiezo para
todos aquellos participantes de la administración que pretendan actuar
conforme a sus propios instintos corruptos, ya que estos elementos deben
ser considerados como aquella estructura sólida que dará paso a la
probidad en la administración pública la cual conlleva a la aplicación y
protección de los fines esenciales de nuestro estado social y de derecho.
CAPITULO VI
12.FORTALECIMIENTO DE LOS ORGANOS QUE EJERCEN EL CONTROL
CIUDADANO Y FISCAL EN COLOMBIA.
12.1. Contraloría general de la nación.
En Colombia, a través de la Misión Kemmerer, presidida por el profesor
Edwin Kemmerer, se recomendó la creación del Departamento de
Contraloría, por considerar que podía establecer los medios para imponer
una estricta observancia de las leyes y reglamentos administrativos en lo
relacionado con el manejo de propiedades y fondos públicos, es por esto
que mediante la Ley 42 de 1923, se creó el Departamento de la
Contraloría, encargado de velar por los asuntos contables y fiscales del
Estado.
Sin embargo fue a partir de 1945, con la  reforma de la  constitución
política, que la contraloría entro a formar parte de las instituciones
constitucionales como máximo órgano de control fiscal del Estado. Como
tal, tiene la misión de procurar el buen uso de los recursos y bienes
públicos, y contribuir a la modernización del Estado, mediante acciones de
mejoramiento continuo en las distintas entidades públicas.
Pero siendo consientes, como estaban los Constituyentes de 1991, de las
enormes deficiencias del Estado colombiano en materia de gestión
administrativa, rendición democrática de cuentas, transparencia en la
gestión fiscal y voluntad política para privilegiar las inversiones destinadas
a los más débiles79, optaron por la introducción de profundas reformas en
79 PEÑA González Edilberto. Control Fiscal en Colombia 2000 – 2005. El papel de las contralorías
y su evaluación por gestión de resultados. Facultad de Jurisprudencia Universidad del Rosario.
2007. Pag. 6
el andamiaje estatal dentro del propósito de introducir criterios de
eficiencia, de equidad y de participación ciudadana en la gestión pública,
con miras a fortalecer la efectividad y la vocación de permanencia de la
política constitucional en el campo social y reforzar los mecanismos de
responsabilidad por su ejecución.
Por eso el principal cambio introducido por la Constitución de 1991, tal vez
el de mayor proyección para la materialización del Estado social de
derecho, tiene que ver con la eliminación tajante del control previo y la
adición de la función del control de resultados a la función de control fiscal.
Por tal motivo se pretendió eliminar la co-administración en que había
degenerado el control previo restándole toda independencia a la función
de control y abriendo el campo para la corrupción en el manejo de los
dineros públicos que contribuía al desprestigio que rodeaba el ejercicio de
ambas funciones80.
Es por eso que se enmarca de manera constitucional a la vigilancia de la
gestión fiscal de forma posterior81 y selectiva mediante los controles
financiero, de gestión y de resultados, fundada en los principios de
eficiencia, economía, equidad y valoración de los costos ambientales, así
como la evaluación de los sistemas de control interno que la Constitución
ordenó implementar en todos los organismos públicos, pretendiendo
reemplazar el antiguo control mecánico de carácter numérico legal por un
control real y sustancial dirigido a garantizar la pulcritud y eficiencia en el
manejo de los dineros públicos y su aplicación a las finalidades del Estado
80 BARRIOS Varela Edgar. Manual de control fiscal, participación ciudadana y lucha contra la
corrupción. Contraloría Santiago de Cali 2003. Pag 29.
81 En la nueva concepción, el control fiscal posterior se ejerce a través de la ejecución de
auditorías especializadas de carácter especial o integral, conforme a las normas de auditoría
gubernamental expedidas por la Contraloría General de la República y apoyadas en papeles de
trabajo sustentados en el análisis de pruebas selectivas técnicamente seleccionadas para tener
representatividad del universo de las operaciones evaluadas.
con criterios de equidad social e inter-generacional, atendiendo el mandato
de optar por la vía del desarrollo sostenible.
Es en relación a lo anterior que se establecen tres pilares que pretenden
reforzar mutuamente el proceso del control fiscal82, es de afirmar que solo
se profundizara en el primer pilar ya que los demás no son propios de este
capítulo, por tal motivo podemos mencionar como pilares fundamentales
los siguientes:
1) el control fiscal externo a cargo de órganos estatales técnicos dotados
de autonomía, la Contraloría General de la República, las contralorías
territoriales y la Auditoría General;
2) el control fiscal interno de la administración; y
3) la ciudadanía organizada en ejercicio del poder originario de la
soberanía popular.
Tomando el primer pilar se puede observar que la estructura orgánica
del sistema de control fiscal externo comprende dos niveles de control:
el primero compuesto por la Contraloría General de la República y las
contralorías departamentales, cada cual con igual autonomía para el
ejercicio de la vigilancia fiscal sobre la administración de su respectivo
nivel de gobierno (artículos 267, 272 C.N); y el segundo a cargo de la
Auditoría General, con funciones de control fiscal sobre las contralorías
del país (articulo 274 C.N).
Es por eso que la Contraloría General de la República debe ser vista
desde la óptica de la competencia y bajo la luz de la fórmula de la
unidad nacional y con autonomía de las entidades territoriales que se
encuentran contenidas en el artículo primero de la Carta política. De
82 PEÑA González Edilberto. Óp. Cit. Pag. 7
igual forma, las contralorías territoriales tienen unas competencias, las
cuáles se ejercen cada una de ellas en su jurisdicción territorial pero
sometidas a tres grandes potestades conferidas por la Constitución, la
ley y la jurisprudencia  constitucional a la Contraloría General de la
República de manera preferente. Ellas son: 1) la potestad
reglamentaria para expedir normas generales de armonización en
materia de auditoría gubernamental con carácter obligatorio para las
contralorías territoriales, las cuales tienen en esta materia una
atribución subsidiaria y residual; 2) el control excepcional sobre los
recursos propios de las entidades territoriales; y 3) un derivado
jurisprudencial y posteriormente legal del anterior que le confiere a la
contraloría nacional un control concurrente pero prevalente, es decir,
con capacidad de desplazar la competencia territorial, sobre la
totalidad de los recursos que la nación transfiere a las entidades
territoriales.
Existe también la figura de la Auditoría General de la República con la
función de velar por la transparencia con la cual manejan las
contralorías los recursos que les son confiados y la calidad y eficiencia
con que cumplen su misión constitucional y legal.
Así se establece el principio de universalidad de la vigilancia fiscal al
determinar que allí dónde haya un bien o recurso público, llegará el
control fiscal, sin tener en cuenta la naturaleza pública o privada de la
persona jurídica o natural que lo administre. Este principio, desarrollado
por la Corte Constitucional mediante sentencia C- 167 de 1995, precisó
que en relación con el artículo 267, específicamente sobre la
competencia de la CGR, de llevar a cabo el control fiscal de la
administración, debe entenderse “en su más amplia acepción, es decir
referido tanto a las tres ramas del poder público como a cualquier
entidad de derecho público, y a los particulares que manejan fondos o
bienes de la Nación, que garanticen al Estado la conservación y
adecuado rendimiento de los bienes e ingresos de la Nación; así pues
donde quiera que haya bienes o ingresos públicos, deberá estar
presente en la fiscalización, el ente superior de control.”83 No obstante
lo anterior, han surgido interrogantes respecto del alcance del control
fiscal cuando los recursos manejados tienen un carácter mixto, es decir
que a éstos pertenece una cuota al sector público y otra al privado o
solidario.
La interpretación legal y jurisprudencial de la universalidad del control
fiscal ha conducido a un complejo entramado de distribución de
competencias entre los distintos órganos de control fiscal, generando
conflictos y duplicación de funciones, presentándose diversos criterios
de distribución del control así: nivel u orden de gobierno del sujeto
vigilado, naturaleza jurídica del sujeto vigilado, y naturaleza de los
recursos administrados. Criterios cuya aplicación ha repercutido en la
ampliación sobre el alcance del control fiscal ejercido.
En este marco conceptual, el término “control fiscal territorial”
comprende la vigilancia fiscal de la totalidad de los recursos de las
entidades territoriales, independientemente del órgano de control fiscal
que lo ejerza. En consecuencia, el análisis abarca el control fiscal
ejercido por las contralorías departamentales, distritales y municipales y
la Contraloría General de la República (CGR) sobre los recursos de
las entidades territoriales, así como el ejercido por la Auditoría
General de la República sobre los recursos entregados a las
contralorías para el cumplimiento de su misión fiscalizadora.
83 Corte Constitucional. Sentencia C-167 de 20 de abril de 1995. M.P. Fabio Morón Díaz
Sin embargo con el pasar de los tiempos la estructura de la
Contraloría General de la república ha sido adaptada en diversas
oportunidades para cumplir su función de control fiscal, bajo criterios de
organización de sus competencias por sectores. En vigencia de la
constitución política de 1991 se han configurado dos modelos
organizativos de entidad84. El último de ellos está contenido en la ley
267 de 2000 mediante el cual se dictan las normas de organización y
funcionamiento de la entidad, se establece su estructura orgánica y se
fijan las funciones de sus dependencias, entre otros aspectos.
Así en las normas que configuran la estructura vigente de la CGR en la
técnica legislativa que adopta el legislado se puede configurar en
disposiciones, las clases o tipos de sujetos que vigilan las contralorías
dentro de las cuales podemos observar las siguientes:
El artículo 4 del Decreto ley 627 de 2000 determina como sujeto de
vigilancia y control de la contraloría general de la república85 los
siguientes: los órganos que integran las ramas legislativas y judicial del
poder público, los órganos que integran las ramas Legislativas  y
Judicial del Poder Público, los órganos que integran el Ministerio
Publico y sus entidades adscritas, los órganos que integran la
organización electoral y sus entidades adscritas o vinculadas, la
84 Las primeras reglas configurativas de la CGR se adoptan en vigencia de la nueva constitución
con las leyes 42 de 1993 y 106 del mismo año, disposiciones que son derogadas en estos
aspectos en el año 2000
85 La ley 42 de 1993 también configuro en su artículo 2 los siguientes sujetos del control fiscal “los
órganos que integran las ramas legislativas y judicial, los órganos autónomos e independientes
como los de control y electorales, los órganos que hacen parte de la estructura de la
administración nacional y demás entidades nacionales, las sociedades de economía mixta, las
empresas industriales y comerciales del Estado, los particulares que manejen fondos o bienes del
estado, las personas jurídicas y cualquier otro tipo de organización o sociedad que maneje
recursos del Estado, las personas jurídicas y cualquier otro tipo de organización o sociedad que
maneje recursos del estado en lo relacionado con estos y el Banco de la Republica”
comisión nacional de televisión y sus entidades adscritas o vinculadas,
las corporaciones autónomas regionales o de desarrollo sostenible, las
universidades estatales autónomas regionales o de desarrollo
sostenible, las demás entidades públicas y territoriales que administren
bienes o recursos nacionales o que tengan origen en la nación.
Por eso a manera de conclusión se puede afirmar que la finalidad del
control fiscal apunta a la protección del patrimonio de la Nación y a
ofrecer claridad y transparencia por la correcta utilización legal de
los recursos públicos, tanto de la administración como de los
particulares que manejan fondos o bienes de la Nación, lo que se
traduce en un campo de acción más amplio que la revisión legal
establecida bajo el modelo anterior86.
12.2. Defensoría del pueblo.
Conscientes de la necesidad de garantizar el ejercicio del derecho de
defensa de las personas vinculadas a un proceso y de hacer efectivos los
convenios internacionales   suscritos por Colombia al respecto, los
miembros de la asamblea Nacional Constituyente de 1991 decidieron
elaborar a rango constitucional la Defensoría Pública.
En el Artículo 282, numeral 4, de la nueva Carta otorga al Defensor del
Pueblo el deber de organizarla y dirigirla, pues en adelante estará bajo su
dependencia.
El Decreto 2700 del 30 de noviembre de 1991, código de procedimiento
penal, que en artículo 140 establecía que: "el servicio de la Defensoría
Pública bajo la dirección y organización del Defensor del Pueblo se
prestará en favor de quienes carecen de recursos económicos para
proveer su propia defensa a solicitud del sindicado, del Ministerio Público o
86 Sentencia C-167 de 1995.
del funcionario Judicial", y en el artículo 141 dispone que se nombrará
defensor de oficio cuando en el lugar no exista Defensor Público o sea
imposible designarlo en el momento.
De las anteriores normas se deduce lo siguiente:
Se limita la prestación del servicio de Defensoría Pública a quienes
carezcan de recursos económicos, porque la razón principal de esta
institución es prestarle la defensa técnica a quienes de ninguna manera
pueden acceder a los servicios de un defensor de confianza por no tener el
dinero necesario para cancelar sus honorarios.
La Defensoría Pública dependerá para todos los efectos, del Defensor del
Pueblo, mientras que antes de entrar en vigencia el nuevo estatuto
procedimental, los Defensores Públicos eran contratados por el Ministerio
de Justicia.
La solicitud del servicio de la Defensoría Pública debe provenir del
sindicado, del Ministerio Público o del funcionario Judicial que este
conociendo el proceso.
Al defensor de oficio se recurre subsidiariamente y siempre que se dé uno
de los presupuestos consagrados en el artículo 141.
De acuerdo a la Ley 24 de 1992 que reglamentó la organización y
funcionamiento del servicio en concordancia con el código de
procedimiento penal señala que, el servicio de Defensoría Pública debe
presentarse en favor de quienes carecen de recursos económicos para
proveer su propia defensa. Pero, además avanza en el campo social al
establecer que dicho servicio sea prestado a quien por "su condición social
se les imposibilite acceder a ella". Lo anterior tiene en cuenta a los grupos
que teniendo la posibilidad económica de contratar un defensor de
confianza, no les es posible hacerlo por la naturaleza de la conducta
punible o por circunstancias personales particulares.
La Ley 24 también amplía el alcance de la norma del código de
procedimiento penal, en relación con la facultad del Defensor del Pueblo
para que aun sin petición del sindicado, del Ministerio Público o del
funcionario Judicial pueda hacerlo "motu propio" cuando se prevea la
posibilidad de que un procesado pueda quedarse sin defensa técnica y
oportuna.
Se considera además en la Ley, que no debe continuarse la tradicional
asimililación de la Defensa Pública a los procesos penales, ya que si bien
es cierto que la libertad es el derecho que guía la protección eficaz, la
constitución también reconoce otros derechos a los individuos también
económicamente desprotegidos. Para ellos se amplía este campo de
acción de defensa estatal a otros ámbitos como son el derecho laboral, civil
y el contencioso administrativo, desde luego, con las limitaciones que en
nuestro medio exige ésta institución.
La titular de la institución es elegida como mínimo, por voto favorable de
las dos terceras partes del Congreso de la República, por un periodo de
cinco años.
Es de aclarar que la Defensoría del Pueblo no desempeña funciones de
juez o fiscal, ni sustituye a autoridad alguna. Tampoco dicta sentencias, no
impone multas ni sanciones. En consecuencia, sus opiniones o
manifestaciones de voluntad no constituyen actos administrativos ni
jurisdiccionales con efectos coercitivos.
Sin embargo, según la Ley Orgánica, para cumplir cabalmente su función,
la Defensoría del Pueblo está investida de ciertas atribuciones, entre las
cuales se destacan las siguientes:
Investigar, elaborar informes sobre temas de especial trascendencia,
intervenir en procesos constitucionales, promover procedimientos
administrativos, ejercer iniciativa legislativa, promover la firma, ratificación,
adhesión y difusión de tratados internacionales sobre derechos humanos,
emitir pronunciamientos institucionales y dictar reglamentos, normas y
políticas de funcionamiento institucional.
A su vez el “ARTICULO 282 establece que el Defensor del Pueblo velará
por la promoción, el ejercicio y la divulgación de los derechos humanos,
para lo cual ejercerá las siguientes funciones:
• Orientar e instruir a los habitantes del territorio nacional y a los
colombianos en el exterior en el ejercicio y defensa de sus derechos
ante las autoridades competentes o entidades de carácter privado.
• Divulgar los derechos humanos y recomendar las políticas para su
enseñanza.
• Invocar el derecho de Habeas Corpus e interponer las acciones de
tutela, sin perjuicio del derecho que asiste a los interesados.
• Organizar y dirigir la defensoría pública en los términos que señale
la ley.
• Interponer acciones populares en asuntos relacionados con su
competencia.
• Presentar proyectos de ley sobre materias relativas a su
competencia.
• Rendir informes al Congreso sobre el cumplimiento de sus
funciones. Las demás que determine la ley.”
En los 15 años de funcionamiento de la Defensoría del Pueblo han pasado
4 defensores, que además han desempeñado un papel fundamental en la
consecución de la paz.
12.3. Veedurías ciudadanas.
El control fiscal es una función pública que vigila la gestión fiscal de la
Administración, de los entes territoriales y de los particulares o entidades
que manejan fondos y bienes del estado en todos sus ordenes y niveles,
como lo determina el articulo 267 de la constitución y sin perjuicio de este,
se desarrollan otros mecanismos de control social que garantizan la
participación de los sectores sociales.
Las veedurías ciudadanas, como mecanismo de participación ciudadana,
son una de esas formas autenticas ejecutoras del control social que exige
ser comprendido con una visión amplia y democratizada. Es
complementaria de otras formas de participación política, social o
económica; contribuye a fortalecer sus organizaciones, sirve y califica la
interlocución, capacidad de gestión o negociación de las comunidades con
el estado en sus distintos niveles territoriales y con las entidades públicas
que implementan sus políticas y programas87. De otro lado debe promover
el ejercicio del derecho que tienen todos los ciudadanos y ciudadanas de
87 MUNAR torres Camilo. Antecedentes normativos de la democracia participativa en Colombia.
Modulo primero. Contraloría de Santander. 2004 pag. 11
controlar, requerir y exigir transparencia, eficacia y cumplimiento en la
ejecución de los recursos públicos.
Por tal motivo a partir de la entrada en vigencia de la Constitución de 1991
la figura de la veeduría ciudadana se ha desarrollado con múltiples y
diversas forma de expresión. Más allá de los tradicionales tipos o mo-
dalidades de veeduría previstos en documentos o cartillas especializadas y
relacionadas con veedurías a micro y macro proyectos, se quiso enmarcar
un espacio para otras modalidades88.
PRINCIPIOS RECTORES DE LAS VEEDURIAS CIUDADANAS PARA EL
CONTROL FISCAL SOCIAL-FISCAL89.
Estos se encuentran consagrados en el capítulo II artículos del 7 al 14 del
la ley 850 de 2003.
Los principios que deben orientar e indicar la gestión de las veedurías
ciudadanas formalmente constituidas, son los siguientes a saber:
PRINCIPIO DE DEMOCRATIZACION.
Las veedurías deben obrar en su organización y funcionamiento en forma
democrática y participativa definiendo claramente que sus integrantes
tienen iguales derechos y obligaciones y que las decisiones se tomaran
preferentemente por consenso o en su defecto por mayoría absoluta de
votos.
PRINCIPIO DE AUTONOMIA.
88 CUADERNOS TRASPARENCIA. Para fortalecer el control ciudadano en Colombia. Estudio
sobre la figura de la veeduría ciudadana. 2002 pag 25
89 MUNAR torres Camilo. Control Social y vigilancia ciudadana, nueva cultura de las veedurías.
modulo segundo. Contraloría de Santander. 2004 pag 17
Las veedurías se constituyen y actúan por la libre iniciativa de los
ciudadanos, gozan de plena autonomía frente a todas las entidades
públicas y frente a los organismos institucionales de control, por
consiguiente los veedores ciudadanos no dependen de ellas ni son pagas
por ellas.
En ningún caso los veedores pueden ser considerados funcionarios
públicos.
PRINCIPIO DE TRANSPARENCIA.
A fin de garantizar el ejercicio de los derechos, deberes, instrumentos, y
procedimientos consagrados en esta ley, la gestión del Estado y de las
veedurías, deberán asegurar el libre acceso de todas las personas a la
información y documentación relativa a las actividades de interés colectivo
de conformidad con lo dispuesto en esta ley y en las normas vigentes
sobre la materia.
PRINCIPIO DE IGUALDAD.
El acceso de las veedurías a los espacios de participación en el control de
la gestión pública, así como la utilización por ellas de los instrumentos y
procedimientos previstos por la ley y demás normas vigentes, se hará
siempre en condiciones de igualdad y de respeto a la diversidad.
PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD.
La participación de las veedurías en gestión pública se fundamenta en la
colaboración de los particulares, sus organizaciones y las autoridades
públicas en el cumplimiento de los fines del Estado. Por ellos el ejercicio de
los derechos y deberes que cada uno le son propios conlleva la obligación
de responder en cada caso frente a sus miembros, la sociedad y el Estado.
PRINCIPIO DE EFICACIA.
Los derechos, deberes instrumentos y procedimientos establecidos en la
presente ley deberán contribuir adecuación de las acciones públicas, a la
satisfacción de las necesidades colectivas y al logro de los fines del Estado
Social de Derecho.
PRINCIPIO DE OBJETIVIDAD.
La actividad de las veedurías debe guiarse por criterios objetivos que
impriman certeza a sus conclusiones y recomendaciones y las alejen de
toda posible actitud parcial o discriminatoria.
PRINCIPIO DE LEGALIDAD.
Ya sea en acciones emprendidas en forma directa o acciones adelantadas
con el concurso de otros órganos públicos de control, las acciones de las
veedurías ciudadanas se deben realizar de conformidad con los medios,
recursos y procedimientos que ofrecen las leyes y los estatutos de la
entidad, en el caso de las organizaciones de la sociedad civil.
De esta manera se pueden establecer tres tipos de veedurías, clasificadas
a partir del origen, la temporalidad y el objeto propuesto.
SEGÚN EL ORIGEN: INSTITUCIONALES VS. AUTÓNOMAS.
Se identificaron dos modalidades, atendiendo al origen de las veedurías.
Unas, las que son impulsadas o conformadas directamente desde el
Estado y que denominamos institucionales, y otras, las veedurías que se
forman por iniciativa de la ciudadanía o grupo de ciudadanos, o por
entidades no-gubernamentales, con independencia del Estado, y las que
llamamos autónomas90. La distinción entre estas dos modalidades es
importante porque, entre otras cosas, refleja el avance en el ejercicio de
participación ciudadana en la última década, en cuanto muestra
independencia y empoderamiento de la ciudadanía y de organizaciones
sociales respecto al control social.
DE ACUERDO CON LA TEMPORALIDAD: PERMANENTES VS.
COYUNTURALES
La segunda notable distinción en las veedurías estudiadas se presenta
entre aquellas que tienen un carácter continuo en el tiempo, y que hemos
denominado permanentes, y aquellas que se conforman alrededor de un
proceso específico o puntual y que se disuelven una vez que éste culmina,
que llamaremos coyunturales. Encontramos que, en general, las veedurías
permanentes, son institucionales  o autónomas; en cambio, las
coyunturales, por lo menos las examinadas en este estudio, son
autónomas y resultan de coaliciones entre organizaciones sociales.
SEGÚN EL OBJETO DE LA VEEDURÍA: GESTIÓN PÚBLICA,
PROCESOS POLÍTICOS, DESEMPEÑO DE RESPONSABILIDADES
PÚBLICAS.
90 CUADERNOS TRASPARENCIA. Para fortalecer el control ciudadano en colombia. Estudio sobre
la figura de la veeduría ciudadana. 2002 pag 25
Se encontró que resulta pertinente distinguir también las veedurías
ciudadanas por el tipo de proceso o actividad al cual hacen control y
vigilancia. Si bien, de manera general, las veedurías ciudadanas ejercen
control sobre asuntos públicos, éste se puede dividir así: a la gestión
pública y en particular al gasto de recursos públicos, a procesos políticos
específicos o puntuales, y al desempeño de responsabilidades públicas o
del comportamiento oficial de servidores públicos. La tendencia de las
veedurías a la gestión pública es ser de carácter permanente. Por el
contrario, todas las veedurías a procesos políticos y al desempeño de
responsabilidades de servidores públicos son de carácter coyuntural.
Existe la percepción de que, si bien es cierto que todavía es mucho lo que
falta por avanzar en el desarrollo de la participación ciudadana, el ejercicio
de las veedurías ha contribuido al desarrollo de un cierto nivel de
conciencia sobre la importancia del control social como mecanismo para
combatir la corrupción y neutralizar ciertos efectos de “la politiquería”. La
significativa ampliación de experiencias de veedurías a los ámbitos
regionales, sectoriales, nacionales, más allá de la vigilancia a la ejecución
de micro-proyectos de desarrollo, parece indicar el interés de la ciudadanía
por controlar muchos otros asuntos públicos. Los procesos pedagógicos
que se tienen como un plus de los ejercicios de control social han
contribuido también al desarrollo de una conciencia de la participación
ciudadana.
Pese a la desconfianza y prevención que todavía existen en la relación
Estado-ciudadanía, se destacan avances en el acercamiento de estos
actores, identificados en una mayor comprensión de ambas partes sobre
sus papeles, un mayor conocimiento de la ciudadanía sobre las normas y
procedimientos bajo las cuales funcionan las entidades, mayores niveles
de transmisión de información y, en general, de interlocución, creación de
conciencia, incipiente todavía, sobre el concepto de responsabilidad del
servidor público y el ejercicio de la rendición de cuentas.
Teniendo en cuenta que es esencia del control social la autonomía de las
veedurías y de otras formas de fiscalización ciudadana, las experiencias
muestran una variedad de iniciativas en los procedimientos e instrumentos
de conformación y de actuación: alianzas, delegaciones, intervención
directa, informes, foros, derecho de petición, audiencias públicas,
denuncias, cartas abiertas, acción de cumplimiento, planes de acción
compartidos con entidades, uso de la internet, de medios alternativos y de
medios masivos de comunicación para divulgar resultados, acciones
populares, visitas in situ, aporte de pruebas, alianzas con órganos de
control, radio-conferencias, teleconferencias, reuniones con expertos,
separatas de periódicos, reuniones con funcionarios, secretarías técnicas,
informes de trabajo interno, etc.
Respecto a los obstáculos que las veedurías ciudadanas han enfrentado
en el desarrollo de su labor se hace necesario relacionar a continuación un
resumen de los principales:
INSTITUCIONES PÚBLICAS CERRADAS
Aunque existe el marco normativo que permite a la ciudadanía vigilar y
controlar los asuntos del Estado y pedir la rendición de cuentas a los
servidores públicos, todavía las instituciones públicas se muestran
renuentes, cerradas o ignorantes a la participación ciudadana y, en
particular, al control social. Se comentó que algunos servidores públicos
asumen actitudes defensivas frente al ejercicio de las veedurías y creen
que la entrega de la información les puede perjudicar, mientras otros la ven
como un favor y no como un deber. Se señaló que los servidores públicos
tienen nula o baja conciencia respecto al derecho de la ciudadanía de
ejercer control y vigilancia sobre los asuntos públicos, que les falta
capacitación en participación ciudadana y específicamente en control
social, y que no siempre cuentan con los recursos o herramientas para
desempeñar su trabajo.
EMPRESAS CONTRATISTAS CERRADAS
La resistencia de los contratistas a ser objeto de control y vigilancia
ciudadano es mayor incluso que la que se presenta en las instituciones
públicas, en tanto no ha existido normatividad que regule ese tipo de
fiscalización. El concepto de que ciudadanos y ciudadanas pueden vigilar,
conocer, controlar y pedir la rendición de cuentas de empresas privadas
contratadas por el Estado es relativamente nuevo, y a ello se suma que
todavía no se ha desarrollado una cultura de participación ciudadana y de
responsabilidad con lo público, que permita el control social sobre las
actividades que desarrollan las empresas con recursos públicos.
VEEDURÍAS POLITIZADAS
Algunas personas, en particular servidores públicos, señalan que las
veedurías ciudadanas no siempre funcionan independientemente de la
influencia de intereses políticos partidarios y de ejercicios politiqueros. Se
destaca que si bien es cierto que el ejercicio del control social, en general,
es un ejercicio político, en algunos casos el desempeño como veedor/a es
un paso en el desarrollo de una carrera política y un antecedente para el
logro de cargos de elección popular como concejales y alcaldes, lo que
puede viciar su ejercicio, puesto que la veeduría es vista como un
herramienta cívica y en contraposición a la actividad política. Se argumentó
que en algunas oportunidades las veedurías ciudadanas son usadas para
atacar a los adversarios políticos.
Lo anterior ha originado divisiones entre las veedurías, por ejemplo, en
Cartagena, por “diferencias políticas”, se produjo el retiro de algunos
miembros de la Red de Veeduría Ciudadana, para formar la Veeduría
Popular por el Distrito de Cartagena, y ambos sectores tienen la
percepción de que el otro está “comprado” por intereses políticos.
FALTA DE PREPARACIÓN DEL VEEDOR
Otro obstáculo que enfrentan las veedurías ciudadanas, según las
instituciones públicas y los contratistas, es la falta de preparación de los
veedores para entender los proyectos, detectar los problemas y hacer
sugerencias viables y pertinentes. Esto puede encontrar explicación en la
falta de información suficiente y oportuna y en la baja capacidad para
manejar la información una vez que ésta se tiene. En algunos casos hay
falta de claridad acerca de asuntos fundamentales de la gestión pública
como las finanzas y los presupuestos, el proceso de contratación y el
funcionamiento de los órganos de control y sus facultades.
Se señaló también que existe confusión acerca del papel y los alcances de
las veedurías. La falta de claridad para el desempeño ciudadano en
labores de fiscalización es ejemplificado con la experiencia de la Oficina de
Quejas de la Contraloría General de la Nación, a la cual llegan quejas de
maltrato infantil y de otros problemas domésticos. En este estudio se
encontraron dos casos de movimientos que tienen nombre de veeduría (la
Veeduría a la Valorización y la Veeduría No al Peaje) pero cuyos objetivos
no están relacionados con el ejercicio del control social.
Aún dentro de las mismas veedurías no siempre hay claridad acerca de su
papel y sus alcances. A la pregunta ¿Cual debe ser el papel de la veeduría
ciudadana? Algunos veedores comentan que las veedurías deben ser
parte del Estado, órgano de control, o incluso, un partido de oposición.
Como resultado, las veedurías terminan pretendiendo desempeñar el papel
de otras organizaciones, generando con ello confusión.
FALTA DE CREDIBILIDAD
Entre los servidores públicos existe la percepción de que algunas
veedurías tienen como propósito destruir instituciones públicas ya débiles,
obstaculizar obras y meter ruido a la gestión pública, lo que ha influido para
restar credibilidad a las veedurías en general. Aunque intangible, la
credibilidad es un elemento crítico en el ejercicio del control social.
FALTA DE CONFIANZA ENTRE VEEDURÍAS E INSTITUCIONES
PÚBLICAS Y EMPRESAS CONTRATISTAS
Hay una mutua desconfianza entre las veedurías ciudadanas, por un lado,
y las instituciones públicas y empresas contratistas por el otro. La
percepción de que las instituciones y empresas están cerradas y que las
veedurías son politizadas y quieren impedir u obstaculizar la gestión
pública, genera desconfianza. Esta circunstancia da como resultado una
relación conflictiva, lo que impide la posibilidad de cooperación entre ellos.
PROCESOS DE CONTROL DEL ESTADO NO ÁGILES/INEFICIENTES
Los procesos penales, disciplinarios y fiscales, en muchos casos, fruto de
la vigilancia y las denuncias ciudadanas, demoran, en general, mucho
tiempo. Esto exige a las veedurías recursos de tiempo, financieros y
humanos, si se quiere hacer seguimiento a los resultados de sus
actuaciones. De otra parte, la ciudadanía pierde la confianza en procesos
en que no se ven resultados concretos. En términos generales uno de los
mayores obstáculos de la veeduría es su poca capacidad para dar curso
de lo encontrado ante los organismos competentes.
FALTA DE CONCIENCIA CIUDADANA SOBRE LA PARTICIPACIÓN EN
EL CONTROL SOCIAL
Si bien un logro del trabajo de las veedurías ciudadanas ha sido generar
algún grado de conciencia en la ciudadanía sobre el problema de la
corrupción, la realidad es que las veedurías actúan en un contexto en el
que muchas personas no se involucran en el ejercicio del control social, en
tanto no se ven afectadas directamente o éste no implica el manejo de
recursos públicos. Un miembro de la Veeduría a la Designación de
Magistrados comentó que el trabajo de la veeduría no logró conmover a los
ciudadanos por la percepción de que el proceso de designación no los
afectaba.
FALTA DE CONOCIMIENTO CIUDADANO DE LAS HERRAMIENTAS DE
CONTROL SOCIAL
Aún cuando quieren, no siempre los ciudadanos y ciudadanas conocen las
herramientas de control social que existen o falta confianza en su propia
capacidad de gestión. La experiencia de la Contraloría General de la
República en promover las veedurías muestra que hay una resistencia de
parte de los participantes a seguir con la veeduría sin el apoyo institucional.
INSEGURIDAD
No siempre es la falta de conciencia ciudadana frente la problemática de la
corrupción lo que explica por qué no se ejerce control social. Este control
se hace más complejo y difícil en la situación de conflicto que vive el país,
por la inseguridad y por la falta de medidas de protección que den
respuestas a estas circunstancias. Durante la época de las Mesas de
Solidaridad de la Red de Solidaridad Social, muchos veedores fueron
asesinados.
FALTA DE FINANCIACIÓN
En la mayor parte de los casos examinados la falta de financiación fue
señalada como un obstáculo a las veedurías ciudadanas. Las veedurías
institucionales gozan de cierto apoyo financiero para la operación logística,
de parte de la institución que las promueve u organiza. Este problema lo
enfrentan especialmente las veedurías autónomas que se financian de
fuentes independientes -o de las organizaciones que participan o de
contribuciones de sus miembros.
No hay duda de que la independencia financiera es importante para poder
garantizar la autonomía de la veeduría. La falta de recursos incide tanto en
los niveles de capacitación de los veedores y en su preparación para
desempeñar sus tareas y responsabilidades, como en la calidad y
profundidad de sus investigaciones. Además, la falta de recursos las hace
vulnerables a recibir apoyo condicionado.
La falta de recursos también incide en los alcances o en la cobertura de las
veedurías. Hay ejercicios ciudadanos de vigilancia que por falta de
recursos simplemente no se hacen. En el caso de la Malla Vial del Valle de
Cauca y Cauca, por ejemplo, hubo una propuesta para hacer veeduría a la
obra, reconociéndose que crear una veeduría era importante, pero no se
encontraron patrocinadores.
FALTA DE TIEMPO
Disponer de tiempo “libre” para participar resulta un recurso político
definitivo en el ejercicio de la participación ciudadana en general, en tanto
la participación implica asistencia a reuniones y la disposición de tiempo
para la lectura y estudio de documentación. En este sentido merece una
revisión la situación particular de amplios sectores de mujeres, por las
pesadas cargas de trabajo que deben enfrentar (doméstico, laboral y de
gestión comunitaria), lo que les recorta aún más las posibilidades de
disponer de tiempo para el ejercicio ciudadano de control social.
La experiencia de las veedurías muestra que la fase del proceso en la cual
intervienen es importante. La intervención es más efectiva cuando todavía
existe la posibilidad de incidir en el diseño del proyecto o en la definición
del contenido de los pliegos de condiciones o de los términos de
referencia, antes de la apertura y adjudicación de la licitación. La Cámara
de Comercio de Bogotá reconoce la importancia de empezar el
seguimiento a la inversión en obras públicas en las etapas preliminares.
A su vez la cooperación entre veedurías, instituciones públicas y contratis-
tas puede lograr más resultados que si se trabaja en forma aislada, sin que
ello implique la pérdida de la autonomía de la ciudadanía. Resulta
interesante examinar la experiencia del Comité de Consulta Previa a la
Malla Vial del Valle del Cauca y Cauca, que mostró las potencialidades de
la colaboración, y del Comité de Consulta Previa en Puerto Tejada, que
logró acercar sus miembros a la oficina de atención de INVIAS. La
cooperación ha ayudado a la veeduría a asegurar acceso a la información
acerca de la obra y ha generado confianza entre la veeduría e INVIAS.
Es por esto que para abrir espacios al ejercicio ciudadano del control social
y a las posibilidades de cooperación entre la ciudadanía y las instituciones,
resulta clave la voluntad política de parte de las instituciones. Sólo tres
ejemplos: a raíz de la voluntad política, apareció el nuevo programa de
participación ciudadana de la Contraloría; cambios en la dirección de la
Cámara de Comercio de Bogotá hicieron que se le diera más importancia a
las veedurías; esfuerzos de fortalecer la participación en las obras de
INVIAS ha originado la creación de las comisiones sociales y de los
comités de consultas previas.
Como se mencionó, la falta de financiamiento incide en la capacidad de las
veedurías para lograr mayor cobertura, recoger información confiable,
generar autonomía y alcanzar mayores niveles de objetividad. Para evitar
estos riesgos, se necesita explorar mecanismos y posibilidades para
financiar las actividades de las veedurías.
A su vez una condición necesaria para el funcionamiento de las veedurías
ciudadanas es la autonomía por parte de la ciudadanía. En el caso de las
veedurías autónomas y coyunturales, producto de coaliciones de
organizaciones no gubernamentales, el compromiso institucional y
financiero es clave para poder generar autonomía.
Existe consenso en que los medios de comunicación son muy importantes
en el trabajo de las veedurías para divulgar sus opiniones, conceptos,
resultados y, en general, la información sobre el proceso de control, y para
construir una conciencia pública acerca de lo público y de la importancia de
la participación ciudadana. La divulgación permite, además, que se amplíe
el manejo de la información a más sectores ciudadanos y que los procesos
públicos se hagan más transparentes. Igualmente, medios politizados y
con censura pueden obstaculizar el trabajo de las veedurías.
Como se indicó en el proceso de recolección de la información para este
estudio, no se puede hacer seguimiento a un proceso que no se entiende.
Hacer veeduría a asuntos públicos, sean procesos políticos,
administrativos, contractuales, de ejecución de obras, etc., requiere un
nivel de conocimiento técnico que no siempre tienen las veedurías. Como
resultado, la veeduría puede estar mal enfocada o ser ineficaz. La
cualificación de las veedurías no sólo puede generar mayores niveles de
objetividad, sino que puede facilitar un mejor flujo de información, de
comunicación, de confianza y respeto entre las partes. Cuando son
coyunturales esto es difícil de lograr, cuando son permanentes deberían
buscar recurso humano puntual por proyecto.
Un contexto de mucha inseguridad y de conflicto armado en el que no haya
medidas de protección resta las posibilidades de participación ciudadana
en el control social.
DISMINUIR LA CORRUPCIÓN NO SÓLO DEPENDE DE VEEDURÍAS
FUERTES, SINO DE INSTITUCIONES PÚBLICAS QUE FUNCIONEN
CON MORALIDAD Y TRANSPARENCIA
Si bien las veedurías desempeñan un papel importante en el control a la
gestión pública para fortalecer procedimientos transparentes y forzar o
estimular actuaciones probas de parte de los servidores públicos y de los
contratistas, el avance en la disminución de la corrupción en el país no
depende de las veedurías.
Se requiere de instituciones y servidores públicos responsables y que
actúen bajo principios de moralidad, de empresas privadas con el
compromiso de relacionarse bajo severos códigos de ética y de la
eficiencia y eficacia de los mecanismos de control estatal.
Creemos que este estudio es un intento importante por abordar el ejercicio
de la Veeduría Ciudadana en Colombia. Es punto de partida y de
referencia para el desarrollo de nuevos estudios que analicen otras
experiencias en el país, y para proponer políticas públicas y acciones para
el fortalecimiento del control ciudadano en Colombia.
CONCLUSION
Dentro del ámbito de la buena administración pública, hay tres grandes problemas
actualmente en Colombia, una gran corrupción administrativa, la falta de ver a la
transparencia administrativa como bien público y la debilidad de una legislación
encaminada a lograr mayor control fiscal de los recursos del Estado, acompañado
de un verdadero seguimiento de la comunidad y del administrado en general para
el logro eficaz de la protección de esos recursos, en nuestro Estado Social de
Derecho.
Durante todo el recorrido que hice al desarrollar tan complejo tema, como es este
trabajo de grado, titulado: “control ciudadano y moral del funcionario público para
lograr la transparencia administrativa”, para optar el título de Magister en Derecho
con énfasis en Derecho Administrativo, quise plasmar principalmente la lucha
contra la corrupción administrativa, lucha esta que hay que librar desde todos los
ámbitos posibles de la vida democrática, desde los espacios académicos y desde
todo punto de vista debe de convertirse en una cultura y un estilo de vida de todos
los Colombianos y en especial del Funcionario Público.
Mediante el desarrollo de este trabajo quise resaltar la necesidad imperiosa que
tiene el Estado Colombiano de emprender de manera frontal la lucha contra la
corrupción por medio del fortalecimiento del Control Fiscal, la generación de
nuevos mecanismos de participación ciudadana, para generar mayores valores
éticos y morales en el funcionario público y en la ciudadanía en general, basados
en una legislación que le garantice un control absoluto, esperando una
contribución a tener una sociedad más justa, más libre, más responsable y en paz.
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